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5 ECONOMÍA

COLOMBIANACOLOMBIANA

REGLAS FISCALES CON VISIÓN VERDE: HACIA UNA ECONOMÍA QUE RESISTA EL CLIMA DEL FUTURO

ANÁLISIS DE LAS RAÍCES ESTRUCTURALES DEL BAJO RECAUDO, LAS FALLAS 
DE DISEÑO INSTITUCIONAL, Y LAS PROPUESTAS DE LOS INVOLUCRADOS PARA 
REDISEÑAR UN SISTEMA MÁS PROGRESIVO, EFICIENTE Y LEGÍTIMO. 

¿ES SOSTENIBLE 
EL MODELO 
TRIBUTARIO 
COLOMBIANO?





“ ”
Para crear economías exitosas 

del siglo XXI es preciso contar con 

ingresos públicos abundantes y 

un sistema tributario internacional 

que esté al servicio de todos. Estos 

ingredientes son esenciales para el 

crecimiento, la equidad y el desarrollo 

y propician un terreno fértil en el que 

puedan prosperar las naciones.

Christine Lagarde
Presidenta del Banco Central Europeo
Discurso: Movilización de ingresos y 
tributación internacional: elementos
clave de las economías del siglo XXI. 
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CARLOS HERNÁN 
RODRÍGUEZ BECERRA
CONTRALOR GENERAL 
DE LA REPÚBLICA

EN MEDIO DEL DEBATE SOBRE EL AJUSTE PRESUPUESTAL ANUNCIADO POR EL 
GOBIERNO NACIONAL, motivado por la caída en los ingresos tributarios, se 
ha reavivado una preocupación de fondo: la sostenibilidad de las finan-
zas públicas. La reducción en el recaudo ha obligado a replantear metas 
fiscales y prioridades de gasto, lo que evidencia la urgencia de revisar y 
modernizar el actual esquema tributario.
Esta edición de Economía Colombiana aborda, desde una mirada técnica 
y plural, un análisis de los principales retos del sistema fiscal del país. Exa-
mina las falencias estructurales, el impacto de la evasión, la regresividad 
del sistema y las posibilidades de avanzar hacia una institucionalidad más 
robusta que permita una tributación más equitativa, eficiente y legítima.
La dificultad persistente del Estado colombiano para financiar adecuada-
mente su gasto público emerge de manera cíclica en el debate nacional, 
a menudo acompañada por escándalos por irregularidades en aduanas 
y altos niveles de incumplimiento tributario. En este contexto, Economía 
Colombiana invita a una reflexión profunda sobre las vulnerabilidades del 
sistema y sus posibilidades de fortalecimiento para garantizar su sosteni-
bilidad en el tiempo.

El Estatuto Tributario nacional, con cerca de mil artículos y más de 
1.600 disposiciones reglamentarias, refleja una normativa extensa y com-
pleja. Tal como lo ha señalado el exdirector de la Dian, Gustavo Humberto 
Cote Peña, esta intrincada normativa es el resultado de más de veinte re-
formas en las últimas tres décadas. Los constantes cambios en las reglas 
de juego generan incertidumbre para los agentes económicos, incidiendo 
negativamente sobre el recaudo.

El impuesto sobre la renta y complementarios es el principal tributo di-
recto, con una participación superior al 97 % dentro de este grupo. Su re-
caudo pasó de $ 98.4 billones en 2019 a un pico de $146.7 billones en 2022, 
cayendo a $117 billones en 2024. En cuanto a los tributos indirectos, el IVA 

representa entre el 46 % y el 54 % del 
total, seguido por los aranceles adua-
neros (29,5 % a 38,2 %) y el impuesto 
a los movimientos financieros (10 % 
a 11 %), este último considerado an-
titécnico por desincentivar la banca-
rización.

En 2023, el recaudo alcanzó un 
17,7 % del PIB gracias al anticipo de 
recursos del año siguiente; sin em-
bargo, en 2024 el indicador volvió a 
su nivel histórico, inferior al 15 %. 
Esta situación evidencia la falta de 
sostenibilidad en el modelo actual.

Organismos como la Organi-
zación para la Cooperación y el 
Desarrollo Económico, Ocde, han 
alertado sobre la regresividad del 
sistema tributario colombiano, que 
privilegia los impuestos indirectos y 
no ha avanzado en una reforma es-
tructural que promueva la equidad. 
Según el Índice Internacional de 
Competitividad Tributaria, Colom-
bia presenta altas tasas impositivas 
y escasos incentivos efectivos para 
la inversión, lo que desalienta la lle-
gada de capital extranjero y limita el 
crecimiento empresarial.

RECAUDO FISCAL Y
 LEGITIMIDAD TRIBUTARIA 
DESAFÍOS ESTRUCTURALES Y 
OPORTUNIDADES DE MEJORA
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Uno de los principales desafíos fiscales sigue siendo la evasión. En 2024, se 

estimó en $98 billones (5,4 % del PIB), distribuidos en $30,8 billones por eva-
sión de IVA, $21,1 billones por renta de personas naturales y $46 billones por 
renta de personas jurídicas. Según estudios del exdirector de la Dian, Jairo 
Orlando Villabona, las causas de la evasión son múltiples: inequidad, infor-
malidad, corrupción, baja inversión en educación, escasa cultura tributaria 
y una limitada cooperación interinstitucional, sumadas a la complejidad del 
sistema y los bajos niveles de fiscalización.

El uso de paraísos fiscales representa otro punto crítico. Según cifras del 
Banco de la República, los montos invertidos en estos territorios son signifi-
cativos. Se requiere fortalecer los mecanismos de fiscalización y promover el 
intercambio automático de información para asegurar que dichos capitales 
sean debidamente reportados ante la autoridad tributaria.

Como señalan los investigadores Liliana Heredia Rodríguez y Mauricio 
Salazar Sáenz, las reformas tributarias recientes han sido coyunturales, cen-
tradas en los asalariados formales (menos del 45 % de los trabajadores) y las 
empresas registradas (80 % del total), lo que deja amplios sectores por fuera 
del sistema fiscal. La experiencia internacional ofrece valiosas lecciones: en 
Brasil, toda transacción electrónica es registrada por la autoridad tributaria; 
en Uruguay, se otorga un descuento de IVA si el pago se realiza electrónica-
mente, lo que fomenta la formalidad.

En Colombia, el Régimen Simple de Tributación ha sido una herramienta 
destacada. Desde su creación en 2018, ha beneficiado a más de 130.000 con-
tribuyentes, al integrar varios tributos y reducir cargas administrativas. No 
obstante, su permanencia ha sido cuestionada en debates legislativos.

El profesor Julio Fernando Lamprea advierte que la cartera de la Dian a 
cierre de 2024 ascendía a más de $50 billones, pero con una probabilidad de 
recaudo efectiva de apenas $13,5 billones. Entre sus recomendaciones figu-
ran el uso de nuevos canales de pago, la simplificación de procedimientos y 
el incentivo al uso de la factura electrónica entre personas naturales.

En la misma línea, el Registro Universal de Ingresos, promovido por el Plan 
Nacional de Desarrollo, representa una herramienta clave para focalizar el 
gasto social y mejorar la eficiencia del sistema redistributivo.

Desde el sector exportador, Javier Díaz Molina, presidente de Analdex, 
propone separar las funciones aduaneras de las tributarias, mediante la 
creación de una entidad autónoma de control fronterizo. Esta medida per-
mitiría una mejor articulación con los organismos de seguridad del Estado 
para combatir el contrabando.

El experto Daniel Gómez, del Consejo Privado de Competitividad, sugiere 
simplificar los formularios de declaración, utilizar recordatorios automati-
zados y premiar públicamente a los buenos contribuyentes, como una estra-
tegia para fortalecer la cultura fiscal.

 Por su parte,  Hernando Zuleta, decano de Economía de la Universidad de 
los Andes, advierte que la sostenibilidad fiscal también está condicionada 
por los riesgos ambientales. Las catástrofes naturales afectan la base gra-
vable e incrementan el gasto público. Por ello, recomienda integrar metas 

ecológicas —como límites a la defo-
restación o emisiones— dentro de 
las reglas fiscales para proteger la 
solvencia a largo plazo del Estado.
La Contraloría General de la Repú-
blica realiza un seguimiento per-
manente a la gestión de la Dian y 
hemos encontrado que en la pasa-
da vigencia 2024 solo se cumplió el 
85.4 % de la meta fijada. Ello condu-
jo a un recorte en el presupuesto de 
gastos de $28 billones y al final de la 
vigencia solo se ejecutaron el 83 % 
de los recursos asignados.
Como expresión de nuestra misión 
institucional nos interesa estable-
cer la eficiencia de las medidas para 
controlar la evasión y la elusión, la 
presunta manipulación en las bases 
de datos de contribuyentes y la efi-
ciencia en el recaudo y en el cobro 
coactivo.
En conclusión, la legitimidad del re-
caudo fiscal depende de su equidad, 
eficiencia y retorno en servicios pú-
blicos de calidad. Solo a través de 
una relación transparente entre el 
ciudadano y el Estado puede forta-
lecerse la soberanía fiscal. En este 
propósito, la Contraloría General de 
la República juega un rol esencial al 
ejercer vigilancia sobre la gestión y 
destino de los recursos tributarios.
Los invitamos a recorrer estas pá-
ginas con el ánimo de comprender 
mejor los retos que enfrenta nues-
tro sistema tributario y, sobre todo, 
de imaginar colectivamente las so-
luciones que requiere un país que 
ambiciona crecer con justicia fiscal, 
responsabilidad institucional y con-
fianza ciudadana. Porque solo con 
información, reflexión y compro-
miso, es posible construir un futu-
ro más equitativo y sostenible para 
todos. EC
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El sistema tributario colombiano ha 
experimentado diversas transformaciones a 
lo largo de las últimas décadas, marcadas 
por reformas fiscales que han impactado la 
estructura impositiva, la eficiencia recaudatoria 
y el crecimiento económico. Este artículo 
analiza su evolución, tendencias, efectos y 
modificaciones entre 1980 y 2024.  

IMPUESTOS 
Y REFORMA 
TRIBUTARIA 
EN COLOMBIA: 
ANÁLISIS HISTÓRICO 
Y ECONÓMICO
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DELEGADA PARA ECONOMÍA 
Y FINANZAS PÚBLICAS

LA ESTRUCTURA IMPOSITIVA DE UN PAÍS des-
empeña un papel fundamental en su desa-
rrollo económico y social, ya que permite la 
financiación de bienes y servicios públicos 
esenciales, la redistribución del ingreso y la 
estabilización macroeconómica. Un sistema 
tributario eficiente y equitativo contribuye 
al crecimiento sostenible y a la reducción de 
desigualdades, mientras que una estructura 
deficiente puede generar distorsiones econó-
micas, evasión fiscal y afectar la competitivi-
dad de un país.

En el caso de Colombia, la evolución del 
sistema impositivo desde 1980 ha estado mar-
cada por diversas reformas tributarias que 
han buscado mejorar la equidad, la eficien-
cia y la capacidad de recaudación del Estado. 
Durante las décadas de 1980 y 1990, las refor-
mas estuvieron enfocadas en ampliar la base 

tributaria, reducir la evasión y modernizar la 
administración fiscal. En particular, la década 
de los 90 significó un punto de inflexión con la 
independencia del Banco Central y la reduc-
ción de la dependencia del impuesto infla-
cionario. Posteriormente, las reformas de los 
años 2000 y 2010 han intentado fortalecer la 
tributación interna y reducir la elusión fiscal, 
aunque con desafíos persistentes en términos 
de equidad y progresividad.

Este artículo analiza la evolución de la 
política tributaria en Colombia, sus efectos 
sobre el crecimiento económico y el bienes-
tar, la problemática de la evasión fiscal y la 
redistribución del ingreso a través de la po-
lítica fiscal. Para ello, se examina la trayec-
toria de la presión tributaria, los cambios 
en la composición de los ingresos fiscales, el 
impacto de las reformas en la productividad 

❯❯ Un sistema 
tributario eficiente 
y equitativo 
contribuye al 
crecimiento 
sostenible y a 
la reducción de 
desigualdades. 
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de los principales impuestos y los efectos de 
la tributación sobre la equidad y la eficiencia 
económica. Asimismo, se discuten los desa-
fíos actuales del sistema impositivo colom-
biano y las posibles reformas necesarias para 
mejorar su sostenibilidad y su capacidad de 
contribuir al desarrollo del país.

Evolución histórica de la tributación  
en Colombia
El comportamiento de los ingresos tributa-
rios como proporción del PIB permite me-
dir la presión tributaria, pues representa el 
equivalente de la economía que el Gobierno 
recauda a través de los impuestos. El com-
portamiento en Colombia se ha dado de la si-
guiente manera entre 1980 y 2003. (Gráfico 1).

Entre 1980 y 1984 la participación de los 
ingresos tributarios en el PIB bajó del 9,18 % 
al 6,76 %. A partir de 1985 hasta 1989 hay una 
recuperación progresiva, alcanzando nueva-
mente niveles cercanos al 9,17 % en 1989. En 
la década de 1990, la participación de los in-
gresos tributarios en el PIB presenta una ten-
dencia creciente, alcanzando su primer pico 
en 1994 con 9,96 %, aunque con fluctuaciones 
menores entre 1995 y 1996. Desde 1997 hasta 
2003, hay un crecimiento notable, alcanzan-
do un máximo del 13,61 % en 2003.

•	 Composición de los ingresos  
tributarios

Los ingresos tributarios se componen prin-
cipalmente de aquellos provenientes de ac-
tividades económicas internas y actividades 
económicas externas. Entre los primeros se 
encuentran los impuestos recaudados dentro 
del territorio nacional sobre la producción, el 
consumo y la renta generada por residentes 
y empresas locales; y entre los externos se 
encuentran los ingresos fiscales obtenidos a 
través de impuestos relacionados con el co-
mercio exterior y la inversión extranjera.

Los impuestos internos como el IVA, el 
impuesto a la renta y los tributos sobre la pro-
piedad tienden a ser más estables en el tiem-
po dado que dependen del dinamismo del 
mercado interno. Un sistema tributario bien 
diseñado sobre la actividad interna puede 
contribuir a la equidad, gravando a quienes 
tienen mayor capacidad de pago. Un mayor 
peso de los impuestos internos reduce la vul-
nerabilidad del país a choques externos. Los 
gobiernos pueden incentivar o desincentivar 
ciertos sectores productivos mediante deduc-
ciones, exenciones o impuestos específicos.

Para los países con alta dependencia del 
comercio exterior, los aranceles y tributos so-
bre las importaciones/exportaciones pueden 

GRÁFICO 1.
INGRESOS TRIBUTARIOS / PIB NOMINAL

Fuente: Contraloría General de la República, DNP, Banco de la República, tomados de Impuestos
y reformas tributarias en Colombia 1980 – 2003 http://hdl.handle.net/1992/7927
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DELEGADA PARA ECONOMÍA 
Y FINANZAS PÚBLICAS

Fuente: Cálculos realizados a partir de datos de la DIAN.

GRÁFICO 2.
COMPOSICIÓN DE LOS INGRESOS TRIBUTARIOS

representar una fuente clave de ingresos. A 
través de impuestos a importaciones o expor-
taciones, el gobierno puede incentivar el desa-
rrollo de ciertos sectores estratégicos y prote-
ger la producción nacional. La dependencia 
excesiva de los ingresos tributarios derivados 
del comercio exterior puede hacer que el país 
sea más sensible a fluctuaciones en la econo-
mía global, como crisis comerciales y caídas en 
los precios de materias primas.

La composición de los ingresos tribu-
tarios en Colombia entre 1970 y 2018 se ha 
dado de la siguiente manera, como se detalla 
en el gráfico 2.

 En 1970 la tributación asociada al comer-
cio exterior representaba el 33,19 % del total, 
mientras que para el 2018 se redujo al 16 %. 
La contribución de los impuestos internos 
pasó del 66,81 % en 1970 al 83,95 % en 2018, 
con una tendencia de crecimiento más acen-
tuada a partir de la década de 1990. A partir 
de 1994 aparece una pequeña proporción de 
ingresos tributarios bajo la categoría “Otros”, 
pero sin superar el 1 % del total.

Entre 1970 y 1989 la tributación sobre la 
actividad externa fluctuó entre el 27 % y el 41 
%. En los años 70 la participación del comercio 
exterior aumentó hasta alcanzar su punto más 
alto en 1977 (41,02 %). A partir de 1983 la par-
ticipación de la actividad económica interna 
crece con fuerza hasta el 72,97 % en 1984.

Entre 1990 y 1999 se produjo una caída de 
los ingresos provenientes del comercio exte-
rior. En 1991 la tributación sobre la actividad 
externa cayó a su nivel más bajo hasta ese mo-
mento (25,02 %), mientras que la tributación 
por actividad interna alcanzó un 74,98 %. A 
partir de 1992 la actividad económica interna 
se mantiene por encima del 70 %. En 1999 la 
participación de la tributación interna alcan-
za el 78,20 %, y la externa cae a 21,74 %.

A partir del año 2000 se consolidó un 
sistema tributario basado en la actividad in-
terna, representando más del 75 % de los in-
gresos fiscales. En 2012 la participación de la 
actividad externa cae al 17,15 % y en 2018 se 
mantiene en 16 %.

•	 Productividad del impuesto  
a la renta y del IVA

En Colombia el impuesto a la renta tuvo una 
tarifa máxima del 49 % en 1983, reduciéndo-
se al 30 % en 1986. En 1992 se añadió una so-
bretasa elevándola a 37,5 %, pero en 1995 se 
eliminó, quedando en 35 %. A pesar de estos 
cambios, los recaudos solo aumentaron sig-
nificativamente tras las reformas de 1986 y 
1990, con un repunte entre 2001 y 2003 (5,3 % 
del PIB). La productividad del impuesto me-
joró con la reducción de la tarifa en 1986 y al-
canzó su máximo en 2003. (Sánchez Torres & 
Espinosa, 2005).
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El IVA ha experimentado aumentos pro-
gresivos: del 10 % en 1983 al 12 % en 1991, 
luego al 14 % en 1993 y finalmente al 16 % 
en 1995 y 19 % en la actualidad. Estos incre-
mentos elevaron los recaudos, alcanzando 
el 5,67 % del PIB en 2003. La productividad 
del IVA aumentó a lo largo del tiempo, esta-
bilizándose con la tarifa del 16 % y creciendo 
sostenidamente desde el 2000. Las reformas 
han buscado mejorar la eficiencia tributaria 
y aumentar los ingresos fiscales, aunque su 
impacto en el recaudo ha sido variable. (Sán-
chez Torres & Espinosa, 2005).

•	 Reformas tributarias en Colombia 
1980 – 2003

La reforma de 1983 tuvo como objetivo reac-
tivar la economía, brindar mayor flexibilidad 
a los tributos regionales y combatir la evasión 
fiscal mediante el aumento de los recaudos 
tributarios. Para lograrlo se estructuró la base 
tributaria, incluyendo nuevos contribuyentes 
y eliminando otros, con el fin de simplificar el 
cobro de los tributos. (Sánchez Torres & Es-
pinosa, 2005).

La reforma de 1986 buscó restablecer la 
equidad y la neutralidad del impuesto sobre 
la renta, adecuando las tarifas a la capacidad 
real de pago de los contribuyentes. Además, 
se propuso fortalecer la administración tri-
butaria mediante la eliminación de cargas 
que no contribuían efectivamente al recaudo 
y adecuar la estructura tributaria a la movili-
dad internacional de capitales. (Sánchez To-
rres & Espinosa, 2005).

La reforma de 1990 tuvo como propósito 
aumentar el ahorro en la economía, fomen-
tar el desarrollo del mercado de capitales e 
inducir la repatriación de capitales en el exte-
rior. También se planteó sustituir los ingresos 
tributarios externos por ingresos internos, 
ampliando la base tributaria mediante am-
nistías y modificaciones administrativas para 
simplificar la administración y el cobro de 
impuestos. Además, se otorgaron incentivos 
tributarios para estas actividades. (Sánchez 
Torres & Espinosa, 2005).

La reforma de 1992 tuvo la finalidad de-
garantizar el equilibrio de las finanzas públi-
cas a mediano y largo plazo, reemplazar los 

❯❯ El IVA ha 
experimentado 
aumentos 
progresivos: del
10 % en 1983 al 
12 % en 1991, luego 
al 14 % en 1993 y 
finalmente al 16 % 
en 1995 y 19 % en 
la actualidad. 
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Un sistema tributario eficiente y equitativo contribuye al 
crecimiento sostenible y a la reducción de desigualdades, 
mientras que una estructura deficiente puede generar 
distorsiones económicas, evasión fiscal y afectar la 
competitividad de un país.❯

ingresos tributarios externos por ingresos 
internos y, en el corto plazo, asegurar que la 
política fiscal contribuyera al equilibrio ma-
croeconómico. Para ello, se simplificó la es-
tructura tributaria, se redujo la dispersión en 
las tarifas y se amplió la base de casi todos 
los impuestos. (Sánchez Torres & Espinosa, 
2005).

La reforma de 1995 se enfocó en mante-
ner el equilibrio de las finanzas públicas y ga-
rantizar la estabilidad económica. Además, 
buscó incrementar los ingresos corrientes 
para cumplir con las obligaciones de gasto 
e inversión pública, mejorar la transparen-
cia, neutralidad, equidad y eficiencia de la 
estructura tributaria, y consolidar los proce-
sos de apertura y privatización. Para ello, se 
reestructuró la base de los impuestos, incor-
porando nuevos contribuyentes al impuesto 
de renta e IVA y excluyendo algunos para 
aumentar la eficiencia del sistema. También 
se incluyeron bienes y servicios en la tasa ge-
neral, antes gravados con tasas diferenciales. 
(Sánchez Torres & Espinosa, 2005).

La reforma de 1998 tuvo como principal 
objetivo generar nuevos recursos para redu-
cir el déficit fiscal en las finanzas públicas. 
Para ello, se creó un nuevo impuesto dirigi-
do al fortalecimiento del sector financiero y 
la reconstrucción del Eje Cafetero, se redujo 
el IVA y se amplió significativamente la base 
de bienes y servicios, con el fin de hacer la 
estructura tributaria más equitativa y menos 
distorsionante. (Sánchez Torres & Espinosa, 
2005).

La reforma de 2000 buscó continuar con 
el fortalecimiento del sector financiero y ha-
cer más sostenible el sistema tributario. Para 
ello, se declaró permanente el GMF y se au-
mentó su tasa al 3 por mil, con el objetivo 
de mejorar la situación del sector financiero. 

Para el impuesto a la renta, la elasticidad 
promedio entre 1982 y 2003 fue de 1.42, con 
aumentos tras reformas como las de 1986 y 
1995, y caídas en 1983 y 1992. En el IVA in-
terno, la elasticidad fue positiva, excepto en 
1983. Las reformas de 1983 y 1998 la incre-
mentaron, mientras que las de 1990, 1992 y 
1995 la redujeron. El impuesto de aduanas 
mostró un alza significativa tras la reforma 
de 1991, alcanzando una elasticidad de 5.65 
en 1992, antes de volver a niveles previos. 
Para el impuesto a la gasolina, la elasticidad 
fluctuó entre 0.4 y 2.05 sin un patrón claro 
debido a modificaciones anuales en la tarifa. 
El GMF, creado en 2000, tuvo una elasticidad 
promedio de 1.8 entre 2001 y 2003, indicando 
alta sensibilidad del recaudo a cambios en la 
base gravable. (Sánchez Torres & Espinosa, 
2005).

Asimismo, se incrementó el IVA al 16 % y se 
amplió la base gravable para incluir más bienes 
y servicios. (Sánchez Torres & Espinosa, 2005).

La reforma de 2003 tuvo como meta su-
perar la crisis económica mediante la reduc-
ción del déficit fiscal. Para ello, se amplió la 
base gravable del impuesto sobre la renta y se 
creó una sobretasa, además del impuesto al 
patrimonio. Asimismo, se aumentó la tarifa 
del GMF. (Sánchez Torres & Espinosa, 2005).

•	 Elasticidades impositivas
Las elasticidades impositivas evalúan cómo 
los cambios en la base gravable afectan a 
los recaudos tributarios, y se miden de la si-
guiente manera: 
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•	 Progresividad impositiva
En cuanto a progresividad impositiva respec-
to al IVA, normalmente se considera como un 
impuesto regresivo, pero estudios muestran 
que su impacto varía según los niveles de in-
greso. Un estudio de la Dian (2001) concluyó 
que el IVA es progresivo hasta cierto nivel de 
ingreso, pero regresivo en los estratos más 
altos debido a una mayor proporción de aho-
rro. Otro estudio basado en datos del 2000 
encontró que el IVA es progresivo, pues los 
deciles más altos pagan una mayor propor-
ción de su ingreso y gasto, atribuyendo esto 
a exenciones en bienes esenciales. En cuanto 
al impuesto a la renta, el análisis del índice de 
Gini para 1993-2000 muestra que este tribu-
to es progresivo, ya que está concentrado en 
los grupos de mayores ingresos. Se observó 
un aumento en la progresividad entre 1993 y 
1995, estabilizándose posteriormente. (Sán-
chez Torres & Espinosa, 2005). 

Impuestos y crecimiento económico 
(1970-2024)
El sistema tributario colombiano es altamen-
te complejo debido a la diversidad de tasas, 
subsidios, exenciones y a la evasión fiscal. 
Durante la década de los 90 se realizaron 
numerosas reformas que, aunque buscaban 
mejorar la eficiencia fiscal, terminaron gene-
rando distorsiones en la toma de decisiones 
económicas. La medición de los impactos 
macroeconómicos de estas políticas resulta 
difícil, especialmente en modelos de equili-
brio general dinámico. (Fergusson, 2003). La 
falta de estabilidad en las reglas tributarias 
también ha afectado la confianza de los in-
versionistas, incrementando la incertidum-
bre fiscal y desincentivando el crecimiento 
económico.

Desde la década de 1970, la política tribu-
taria en Colombia ha mostrado tendencias 
que limitan el crecimiento económico. En 
particular, la segunda mitad de los años 90 
fue un periodo de cambios significativos toda 
vez que se elevaron los niveles de tributación 
y se implementaron medidas para reducir la 
dependencia del impuesto inflacionario. En-
tre estas medidas destacan la eliminación de 
la cuenta especial de cambios y la creación de 
un banco central independiente con control 
sobre la inflación. (Fergusson, 2003). Si bien 
estos cambios ayudaron a estabilizar la eco-
nomía, también contribuyeron a una mayor 

carga impositiva sobre ciertos sectores pro-
ductivos, afectando su competitividad.

Además de los problemas a nivel nacio-
nal, el sistema tributario territorial en Co-
lombia también enfrenta importantes desa-
fíos. Su complejidad dificulta la generación 
eficiente de ingresos fiscales, lo que afecta 
la capacidad de los gobiernos locales para 
financiar el desarrollo regional. La estructu-
ra de impuestos locales no está adaptada a 
la realidad productiva de las regiones, lo que 
genera inequidades y limita el crecimiento 
económico. (Mendoza Tolosa y otros, 2022). 
Esta desconexión entre el diseño fiscal y la 
realidad económica de los territorios ha con-
tribuido a una dependencia excesiva de las 
transferencias nacionales, reduciendo la au-
tonomía financiera de los entes territoriales.

La acumulación de regulaciones desac-
tualizadas ha generado un marco normativo 
tributario fragmentado y poco eficiente. Es 
urgente la implementación de un estatuto 
tributario territorial que simplifique la tri-
butación, establezca un régimen tarifario 
acorde con cada región y fortalezca la ad-
ministración fiscal local. (Mendoza Tolosa y 
otros, 2022). La actualización de este marco 
normativo permitiría mejorar la recaudación 
y distribución de los ingresos fiscales, fo-
mentando una mayor autonomía fiscal y una 
asignación de recursos más equitativa.

Los impuestos locales juegan un papel 
crucial en el crecimiento económico regional. 
Sin embargo, las deficiencias administrativas 
y políticas actuales limitan su efectividad 
como herramienta de desarrollo. Un sistema 
tributario equitativo y eficiente es fundamen-
tal para fortalecer la dinámica productiva, ga-
rantizar la estabilidad económica y promover 
el bienestar social. (Mendoza Tolosa y otros, 
2022). La optimización de los impuestos lo-
cales, junto con la reducción de cargas im-
positivas distorsionantes, puede contribuir a 
mejorar la competitividad regional y a incen-
tivar la inversión en sectores estratégicos.

El sistema tributario colombiano enfren-
ta múltiples desafíos que requieren una refor-
ma integral. La alta complejidad del sistema, 
la ineficiencia en la asignación de recursos y 
la falta de autonomía fiscal en los territorios 
han limitado el crecimiento económico y la 
equidad en la distribución de los ingresos fis-
cales. Para superar estos problemas es funda-

LA FALTA DE 
ESTABILIDAD 
EN LAS REGLAS 
TRIBUTARIAS 
TAMBIÉN HA 
AFECTADO LA 
CONFIANZA 
DE LOS 
INVERSIONISTAS, 
INCREMENTADO LA 
INCERTIDUMBRE 
FISCAL Y 
DESINCENTIVANDO 
EL CRECIMIENTO 
ECONÓMICO.
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La acumulación de regulaciones desactualizadas ha 
generado un marco normativo tributario fragmentado 
y poco eficiente. Es urgente la implementación de un 
estatuto tributario territorial que simplifique la tributación, 
establezca un régimen tarifario acorde con cada región y 
fortalezca la administración fiscal local. ❯

mental simplificar la estructura tributaria, 
modernizar el marco normativo y mejorar 
la administración fiscal local. Solo mediante 
una reforma estructural bien diseñada será 
posible garantizar un sistema tributario 
más eficiente, progresivo y favorable al de-
sarrollo económico del país.

Evasión fiscal y tributación 
conductual 
La evasión tributaria es un fenómeno global 
que afecta el ingreso de los estados y puede 
provocar disminución en la inversión social. 
La economía conductual ha cobrado impor-
tancia como parte de la economía, aleján-
dose de la economía neoclásica tradicional 
(individualismo metodológico y comporta-
miento racional de los individuos), trayendo 
a la discusión económica temas como los 
efectos de la psicología y la conducta hu-
mana a la toma de decisiones de los agentes 
económicos en la sociedad. Existen estudios 
que asocian la economía conductual con 
la decisiones de evasión de impuestos que 
toman los contribuyentes; estos estudios 
se han identificado bajo el concepto  de tri-
butación conductual siguiendo la sociología 
fiscal de Schumpeter, donde se asegura que 
la conducta de los agentes económicos no 
responde a un comportamiento racional 
sino que está relacionado con la cultura, la 
confianza, la visión colectiva, las emociones, 
entre otras. (Cardoso Canizales & Navarro 
Pérez, 2022).

En Colombia uno de los principales fac-
tores conductuales que influyen en la eva-
sión es la percepción de los contribuyentes 
acerca del Estado, pues la corrupción y la 
desconfianza constituyen un estímulo para 
no pagar impuestos, pues piensan que los 
impuestos que se pagan no se están utilizan-

do para suplir las necesidades de la sociedad, 
por lo cual no tiene sentido seguir pagando 
o pagar impuestos altos para ellos. (Cardoso 
Canizales & Navarro Pérez, 2022).

Los valores culturales como la pertinencia 
y la adhesión a las normas inciden en el pago 
de impuestos, mientras que la percepción so-
bre lo injusto e inequitativo que es el sistema 
fiscal en Colombia incide negativamente en el 
pago de los impuestos, generando así incen-
tivos para la inversión. (Cardoso Canizales & 
Navarro Pérez, 2022).

Las causas de la evasión tributaria pueden 
ser políticas cuando hay rechazo a las políti-
cas gubernamentales y corrupción en la dis-
tribución de los recursos; sociales y culturales 
cuando no hay una cultura tributaria y se nor-
maliza la evasión en la sociedad; económicas 
cuando la existencia de crisis económicas, 
bajos salarios y alta tasa de desempleo fo-
mentan la informalidad y, a su vez, la evasión; 
administrativas cuando hay ineficiencia de 
la administración tributaria y corrupción en 
sus funcionarios; y jurídicas cuando la com-
plejidad del sistema fiscal dificulta su cum-
plimiento. (Parra Jiménez & Patiño Jacinto, 
2010).

Algunos casos particulares que se presen-
tan en la evasión de impuestos son las decla-
raciones que se basan en la sinceridad del 
contribuyente y facilita el fraude, las deduc-
ciones y descuentos que permiten manipu-
lación de costos y deducciones para reducir 
impuestos, además de la falta de fiscaliza-
ción, también la presión fiscal ejercida por la 
alta carga impositiva que motiva la evasión, 
generando un ciclo de aumento de impues-
tos. (Parra Jiménez & Patiño Jacinto, 2010).  

Los efectos de la evasión se dan en dife-
rentes ámbitos: en el económico  produce in-
equidad entre los que evaden y no evaden, y 
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puede causar desequilibrio en el mercado al 
modificar precios y costos; en lo sicológico se 
termina por adquirir el comportamiento de 
la masa de contribuyentes ya que por no ha-
ber sanciones justas no hay motivación para 
cumplir con las obligaciones tributarias; en lo 
técnico genera inconvenientes a la autoridad 
fiscal, llevan a nuevas legislaciones volvien-
do el sistema tributario más complejo; y en 
cuanto a lo político-financiero, la pérdida de 
recursos al Estado, ya sea por tributos evadi-
dos o por recursos invertidos en el control de 
la evasión. (Parra Jiménez & Patiño Jacinto, 
2010).

Política fiscal y redistribución  
del ingreso
El Gobierno ha priorizado el gasto público a 
través de subsidios y programas focalizados, 
mientras ha descuidado la estructura imposi-
tiva. Los programas focalizados han sido pre-
sentados como la alternativa óptima porque, 
desde la perspectiva neoclásica, respetan la 
lógica del mercado y permiten que los be-
neficiarios elijan dónde usar el subsidio. Sin 
embargo, esta visión neoclásica ignora que el 

mercado no siempre genera situaciones Pare-
to-eficientes, especialmente en condiciones 
de competencia imperfecta y asimetrías de 
información. (González, 1996).

Los programas focalizados no garantizan 
ni la eficiencia ni la equidad. Según Rawls, 
la eficiencia de Pareto (cuando no se puede 
mejorar la situación de alguien sin empeorar 
la de otro) no implica justicia distributiva. Un 
punto de equilibrio eficiente puede ser extre-
madamente desigual. La elección de criterios 
de equidad en la política social no puede de-
pender únicamente del mercado, sino que 
requiere principios normativos de justicia. 
(González, 1996).

El escaso impacto redistributivo del sis-
tema tributario colombiano se explica, en 
parte, por la regresividad de los impuestos 
indirectos, que afectan más a los hogares de 
menores ingresos. Además, el Estado ha pri-
vilegiado históricamente los subsidios como 
principal herramienta de política social. Esta 
preferencia por el gasto sobre la progresivi-
dad fiscal limita el potencial redistributivo de 
los impuestos y perpetúa las desigualdades 
estructurales en el país. (González, 1996).

❯❯ El Estado 
ha privilegiado 
históricamente 
los subsidios 
como principal 
herramienta de 
política social, 
utilizándolos no 
solo para aliviar 
la pobreza, sino 
también como 
mecanismo de 
legitimación política. 
Esta preferencia por 
el gasto sobre la 
progresividad fiscal 
limita el potencial 
redistributivo de 
los impuestos 
y perpetúa las 
desigualdades 
estructurales en 
el país.



ECONOMÍA COLOMBIANA ☛ REVISTA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

E
S

P
E

C
IA

L
  
❯

  
  

 R
E

C
A

U
D

O
 F

IS
C

A
L
 Y

 L
E

G
IT

IM
ID

A
D

 T
R

IB
U

T
A

R
IA

18

DELEGADA PARA ECONOMÍA 
Y FINANZAS PÚBLICAS

Aunque los subsidios han reducido la po-
breza, su impacto en la equidad es limitado. 
Los programas focalizados han tenido menos 
impacto distributivo que los programas uni-
versales. Lautier argumenta que en América 
Latina los estados regulan la pobreza de ma-
nera que no desafíe la estructura de poder. La 
erradicación de la pobreza es más un discurso 
que una realidad efectiva. (González, 1996).

La intervención del Estado reduce la des-
igualdad en el corto plazo por medio de la 
entrega de subsidios, pero a largo plazo no 
existe una tendencia sistemática de disminu-
ción de la pobreza, lo que indica que el efecto 
redistributivo fue contrarrestado rápidamen-
te por las dinámicas de concentración del in-
greso presentes. Para lograr la reducción de 
la desigualdad de manera sostenida es nece-
sario aumentar el efecto redistributivo de los 
impuestos por medio de una reforma tributa-
ria, la cual conllevaría altos costos políticos. 
(González, 1996).

Desde la reforma del Estado de 1968, se 
han establecido normas que obligan a desti-
nar recursos a programas sociales, principal-
mente educación y salud, a través de trans-
ferencias condicionadas. Sin embargo, la Ley 
60 de 1993 incrementó estas transferencias 
con destinación específica, protegiendo el 
gasto social de crisis fiscales, aunque limitan-
do la flexibilidad presupuestaria. La pobreza 
medida por Línea de Pobreza (LP) está más 
vinculada a la equidad que la pobreza por ne-
cesidades básicas insatisfechas (NBI), por lo 
que, si no hay avances en equidad, será difícil 
reducir la pobreza por LP. (González, 1996).

Durante la administración de César Ga-
viria (1990-1994), se priorizaron programas 
sociales focalizados en lugar de programas 
universales. Los programas focalizados han 
tenido un impacto redistributivo menor en 

comparación con los programas de cober-
tura universal. El efecto redistributivo de los 
subsidios en educación primaria y secunda-
ria representa el 34,16 % del efecto total de 
subsidios, mientras que los programas foca-
lizados solo representan el 8,44 % del efecto 
total de los subsidios. Esto sugiere que la po-
lítica de focalización ha sido menos efectiva 
en mejorar la equidad en comparación con 
estrategias de cobertura universal. (Gonzá-
lez, 1996).

El Estado colombiano no ha logrado 
modificar la estructura tributaria debido a 
la oposición de los sectores más poderosos. 
Para mejorar la equidad se propone un sis-
tema tributario más progresivo y una mayor 
eficiencia en el uso de los subsidios. La equi-
dad podría mejorar si el efecto redistributivo 
de los impuestos aumenta, lo cual depende 
de la capacidad política del Estado para im-
plementar las reformas fiscales progresivas. 
(González, 1996).

Análisis de la recaudación tributaria 
(2019-2024)

La tendencia de los ingresos tributarios 
muestra una caída de 15,2 coincidiendo con 
la pandemia del Covid-19, que redujo la ac-
tividad económica afectando la recaudación 
fiscal. Más adelante hubo una recuperación 
en el 2021 de 17,2 % a medida que se reactivó 
la economía y los ingresos tributarios retor-
naron a niveles similares a los de 2019. Para 
los años de 2022 y 2023 se mantuvo un creci-
miento sostenido de 16,1 % y 13,4 % respecti-
vamente. Mientras que para 2024 se presentó 
un descenso en los recaudos tributarios po-
siblemente por impacto de la reforma tri-
butaria de 2022 y los niveles de crecimiento 
económico de los dos últimos años (2023 y 
2024). (Gráfico 3)

Para mejorar la equidad del sistema tributario es fundamental 
implementar reformas que aumenten la progresividad de los 
impuestos, reduzcan las exenciones y mejoren la eficiencia 
del gasto público.❯
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GRÁFICO 3. INGRESOS TRIBUTARIOS 2019 - 2024

Fuente: Cálculos de la CGR a partir de datos de SIIF II – Minhacienda.

Los impuestos directos que hacen refe-
rencia a impuestos sobre la renta y patrimo-
nio tuvieron una caída del 14,3 % para el año 
2020 reflejando el impacto de la pandemia. 
Entre 2021 y 2023 hubo un crecimiento sos-
tenido alcanzando su punto más alto para 
2023 de 148.7 billones lo que representa un 
aumento del 34,2 % respecto al año anterior. 
Para el 2024 se presentó una caída del 19,5 %. 

En cuanto a impuestos indirectos, los 
cuales incluyen el IVA, el impuesto al consu-
mo y aranceles, también tuvieron una caída 
significativa para el 2020 de 16 % con relación 
a 2019, con un repunte de 23,1 % y 17 % para 
2021 y 2022, respectivamente, representando 

una recuperación fuerte, pero a diferencia de 
los impuestos directos, los impuestos indi-
rectos tuvieron una caída en los años 2023 y 
2024 de 3,9 % y 1,6 %, respectivamente, aun-
que la caída de 2024 no fue tan pronunciada 
como la de los impuestos directos. 

Los impuestos directos se mantuvieron 
entre 45% y 48% entre 2019 y 2022 como 
proporción de los Ingresos Tributarios, para 
2023 su participación aumentó a 53,79% y 
tuvo una reducción a 48,77% para 2024. Por 
su parte los impuestos indirectos se mantu-
vieron entre 51% y 54% entre 2019 y 2022, ca-
yendo a 46,21% para 2023 y recuperándose le-
vemente hasta el 51,23% en 2024. (Gráfico 4)

GRÁFICO 4. COMPOSICIÓN DE LOS INGRESOS TRIBUTARIOS 2019 - 2024

Fuente: Cálculos de la CGR a partir de datos de SIIF II – Minhacienda.
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DELEGADA PARA ECONOMÍA 
Y FINANZAS PÚBLICAS

GRÁFICO 5. COMPOSICIÓN IMPUESTOS DIRECTOS 2019 - 2024

Fuente: Cálculos de la CGR a partir de datos de SIIF II – Minhacienda.

El impuesto sobre la renta y complemen-
tarios es el de mayor participación dentro de 
los impuestos directos, representando más 
del 97 % para el periodo estudiado. Su recau-
do fue de 98.44 billones para 2019, luego llegó 
a su pico en 2022 con 146.78 billones, cayendo 
a 117.05 billones para 2024.

La participación del impuesto al patri-
monio osciló entre 0,08 % y 1,47 %, siendo su 
máximo recaudo de 1.47 billones. El impuesto 
a la riqueza tiene una participación máxima 
de 0,10 % del total de los impuestos directos 
en el periodo estudiado, pasando de 98.008 
millones en el primer año a 5.859 millones 
en el último año. El impuesto a la seguridad 
democrática fue de 1.415 millones en 2019 y 
luego desaparece. El impuesto de normali-
zación tributaria pasó de 1.57 billones en el 
primer año a 870 millones en el último año. El 
monotributo solo estuvo presente el primer 
año con un monto insignificante. El impuesto 
simple creció de 0,06 % a 1,01 % mostrando 
una tendencia al alza, pasando de 65.788 mi-
llones a 1.21 millones. (Gráfico 5).

El impuesto sobre las ventas representa 
la mayor proporción de los impuestos in-
directos, con una participación entre 46,34 

% y 53,65 %, con una ligera disminución en 
los últimos años. El segundo impuesto más 
importante en participación fue el impuesto 
sobre aduanas y recargos oscilando entre el 
29,55 % y 38,22 %. El gravamen a los movi-
mientos financieros se mantuvo estable en 
participación, entre el 10,26 % y 11,21 %. Los 
demás impuestos tuvieron una participación 
por debajo del 1 %. (Gráfico 6).

Discusiones
La evolución de la tributación en Colombia 
ha estado marcada por cambios estructu-
rales que han afectado la composición de 
los ingresos fiscales y su impacto en el cre-
cimiento económico. A partir de la década 
de 1980, la presión tributaria experimentó 
fluctuaciones significativas, con una caída 
entre 1980 y 1984, seguida de un crecimien-
to sostenido hasta 2003 (Contraloría Gene-
ral de la República, tomado de Impuestos 
y reformas tributarias en Colombia 1980 – 
2003). Este comportamiento sugiere que las 
reformas tributarias implementadas en los 
80 y 90 tuvieron un papel clave en la recu-
peración de la capacidad recaudatoria del 
Estado.

A PESAR DE LOS 
AVANCES EN LA 
RECAUDACIÓN, LA 
MULTIPLICIDAD DE 
TASAS, EXENCIONES 
Y LA EVASIÓN FISCAL 
HAN GENERADO 
DISTORSIONES 
EN LA EFICIENCIA 
DEL SISTEMA 
TRIBUTARIO. 
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GRÁFICO 6. COMPOSICIÓN IMPUESTOS INDIRECTOS 2019 - 2024

Fuente: Cálculos de la CGR a partir de datos de SIIF II – Minhacienda.

El crecimiento de la participación de los 
impuestos internos en el total de los ingresos 
tributarios, pasando del 66,81 % en 1970 al 
83,95 % en 2018 (Dian), refleja la transición 
hacia una mayor dependencia de tributos 
como el IVA y el impuesto a la renta. Esta ten-
dencia ha generado una menor vulnerabili-
dad ante fluctuaciones del comercio exterior, 
aunque también ha aumentado la presión 
sobre los contribuyentes nacionales.

Las reformas de los 80 y 90 lograron mejo-
rar la productividad del impuesto a la renta, 
reduciendo su tarifa máxima del 49 % en 1983 
al 30 % en 1986, lo que incrementó el recaudo 
hasta el 5,3 % del PIB en 2003. (Sánchez Torres 
& Espinosa, 2005). En paralelo, el IVA aumen-
tó del 10 % en 1983 al 16 % en 1995, logran-
do representar el 5,67 % del PIB en 2003. Este 
ajuste estructural consolidó la recaudación 
de tributos indirectos, aunque también plan-
teó retos en términos de equidad tributaria.

Si bien las reformas tributarias han for-
talecido la capacidad fiscal del Estado, tam-
bién han introducido distorsiones econó-
micas que pueden afectar el crecimiento. 
(Fergusson, 2003). La diversificación de tasas, 
exenciones y subsidios ha generado comple-
jidades en la administración tributaria y pro-
blemas de elusión fiscal. Adicionalmente, la 

consolidación de un Banco Central indepen-
diente desde los 90 redujo la dependencia del 
impuesto inflacionario, marcando un hito en 
la modernización de la política fiscal.

La economía conductual ha permitido 
analizar la influencia de factores psicológicos 
y culturales en la evasión tributaria. En Co-
lombia, la desconfianza en la gestión estatal 
y la percepción de inequidad en el sistema 
fiscal han incentivado la evasión, generando 
un círculo vicioso de mayor carga impositiva 
y menor cumplimiento tributario. (Cardoso 
Canizales & Navarro Pérez, 2022). Las estra-
tegias para reducir la evasión deben conside-
rar estos factores, promoviendo la transpa-
rencia y el fortalecimiento institucional.

Si bien la política fiscal colombiana ha 
priorizado el gasto social mediante subsidios 
y programas focalizados, estos han mostra-
do limitaciones en su impacto redistributivo 
(González, 1996). La falta de progresividad 
del sistema tributario y la preferencia por im-
puestos indirectos han reducido la capacidad 
del Estado para mitigar la desigualdad. A pe-
sar de que los subsidios han logrado reducir 
la pobreza en el corto plazo, su efectividad a 
largo plazo es limitada sin una reforma fiscal 
que incremente la progresividad del sistema 
impositivo.
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Los efectos de la pandemia de Covid-19 
generaron una caída del 15,2 % en la recauda-
ción en 2020, seguida de una rápida recupera-
ción en 2021 (17,2 %). Sin embargo, el decre-
cimiento en 2024, posiblemente relacionado 
con la reforma tributaria de 2022 y un menor 
crecimiento económico, evidencia la volati-
lidad de los ingresos fiscales en respuesta a 
factores externos e internos.

La composición de los ingresos tributa-
rios también ha variado en este periodo. La 
participación de los impuestos directos au-
mentó hasta 53,79 % en 2023 antes de caer a 
48,77 % en 2024, mientras que los indirectos, 
que habían descendido a 46,21 % en 2023, re-
puntaron al 51,23 % en 2024. Este comporta-
miento sugiere que la carga tributaria se ha 
redistribuido entre contribuyentes individua-
les y consumidores, con posibles implicacio-
nes en el consumo y la inversión.

Conclusiones y recomendaciones
La presión tributaria en Colombia ha expe-
rimentado fluctuaciones significativas en-
tre 1980 y 2024. Tras una caída entre 1980 y 
1984, hubo una recuperación sostenida has-
ta 2003, impulsada por reformas tributarias. 
Posteriormente, la carga impositiva aumen-

tó en las décadas siguientes, reflejando el 
esfuerzo del Estado por fortalecer su capaci-
dad recaudatoria.

La tributación interna ha incrementado 
su participación en los ingresos fiscales, redu-
ciendo la dependencia del comercio exterior. 
Mientras que en 1970 los impuestos internos 
representaban el 66,81 % de la recaudación, 
en 2018 alcanzaron el 83,95 %. Esta trans-
formación ha aumentado la carga sobre los 
contribuyentes nacionales, especialmente a 
través del impuesto sobre la renta y el IVA.

Las reformas fiscales entre 1980 y 2003 
lograron aumentar la productividad del im-
puesto a la renta y el IVA. La reducción de la 
tarifa máxima del impuesto a la renta del 49 % 
en 1983 al 30 % en 1986 contribuyó a mejorar 
su eficiencia, alcanzando un recaudo del 5,3 
% del PIB en 2003. Asimismo, el aumento del 
IVA del 10 % en 1983 al 16 % en 1995 elevó su 
participación en la recaudación hasta el 5,67 % 
del PIB en 2003.

A pesar de los avances en la recaudación, 
la multiplicidad de tasas, exenciones y la eva-
sión fiscal han generado distorsiones en la efi-
ciencia del sistema tributario. La evasión tri-
butaria sigue siendo un problema estructural, 
exacerbado por la desconfianza en el Estado, 

❯❯ La evasión 
tributaria sigue 
siendo un problema 
estructural, 
exacerbado por 
la desconfianza 
en el Estado, la 
percepción de 
corrupción y la falta 
de equidad en la 
distribución de la 
carga impositiva.
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La falta de progresividad del sistema tributario, 
el predominio de impuestos indirectos y la resistencia a 
reformas fiscales progresivas han restringido 
la capacidad redistributiva del sistema.❯
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la percepción de corrupción y la falta de equi-
dad en la distribución de la carga impositiva.

Desde los años 90, la eliminación del im-
puesto inflacionario y la independencia del 
Banco Central han modernizado la política 
fiscal. Sin embargo, las reformas han incre-
mentado la carga tributaria sin garantizar un 
crecimiento económico sostenido. La diver-
sidad de tasas y exenciones ha generado un 
sistema complejo que dificulta la inversión y 
el cumplimiento tributario.

La política fiscal ha priorizado los subsi-
dios y programas focalizados como mecanis-
mo redistributivo, pero con un impacto limi-
tado en la equidad. La falta de progresividad 
del sistema tributario, el predominio de im-
puestos indirectos y la resistencia a reformas 
fiscales progresivas han restringido la capaci-
dad redistributiva del sistema.

La recaudación tributaria sufrió una caí-
da del 15,2 % en 2020 debido a la pandemia, 
seguida de una recuperación en 2021 y 2022. 
Sin embargo, en 2024 se observó una nue-
va caída, posiblemente relacionada con los 
efectos de la reforma tributaria de 2022 y el 

menor crecimiento económico. Además, la 
composición de la recaudación ha variado, 
con un aumento de los impuestos directos 
en 2023, seguido de una reducción en 2024, 
mientras que los impuestos indirectos han 
repuntado, lo que podría impactar el consu-
mo y la inversión.

Para mejorar la equidad del sistema tribu-
tario es fundamental implementar reformas 
que aumenten la progresividad de los im-
puestos, reduzcan las exenciones y mejoren 
la eficiencia del gasto público. Sin embargo, 
estas reformas enfrentan altos costos polí-
ticos debido a la resistencia de sectores con 
mayor capacidad de influencia.

La evolución tributaria en Colombia ha 
estado marcada por reformas no estructu-
rales que han logrado aumentar la recauda-
ción, pero han generado efectos secundarios 
en la eficiencia económica y la equidad fiscal. 
La evasión, la complejidad del sistema y la 
dependencia de impuestos regresivos siguen 
siendo desafíos clave para mejorar la sosteni-
bilidad y la legitimidad del sistema tributario 
colombiano.EC
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LA REGLA FISCAL 
EN COLOMBIA

LA REGLA FISCAL ES UN ELEMENTO DE LA 
INSTITUCIONALIDAD que enmarca la gestión 
del presupuesto del Gobierno Nacional y la 
sostenibilidad de las finanzas públicas en 
Colombia. Desde hace unos años, el cumpli-
miento de la regla fiscal ha sido objeto de se-
guimiento por parte del mercado financiero y 
del público en general. 

En este artículo se ilustra, en primer lugar, 
la evolución del instrumento, a partir de su 
creación legal en 2011, y el marco institucio-
nal del Comité Autónomo de la Regla Fiscal 
(Carf). En la segunda sección se hace un exa-
men general de las finanzas públicas en los úl-
timos cinco años. En tercer lugar, se presenta 
la situación de las finanzas públicas en 2025 y, 
por último, se comentan los retos fiscales de 
la economía colombiana de corto y de media-
no plazo.

   
Evolución de la regla fiscal  
y surgimiento del Carf
La regla fiscal fue establecida por la Ley 1473 
del 5 de 2011 cuyo objeto fue “expedir normas 
que garanticen la sostenibilidad de largo pla-
zo y contribuyan a la estabilidad macroeconó-
mica del país”. Su ámbito de aplicación quedó 
limitado a “las cuentas fiscales del Gobierno 
Nacional Central (GNC), de acuerdo con la 
metodología que para tal efecto defina el Con-
sejo Superior de Política Fiscal (Confis)”.

La ley prescribe qué regla fiscal se mate-
rializa a través del Marco Financiero de Me-

La situación de las finanzas públicas del Gobierno evidencia la necesidad 
de medidas estructurales para elevar los ingresos o reducir gastos, con la 

participación del Congreso. La presencia de un ancla fiscal creíble es necesaria 
para gestionar las fragilidades tanto de corto como de mediano plazo. 

ASTRID MARTÍNEZ 
ORTIZ

PRESIDENTA DEL COMITÉ 
AUTÓNOMO DE 

LA REGLA FISCAL 

TRAYECTORIA Y PERSPECTIVAS

diano Plazo (Mfmp) y establece que el plan de 
inversiones del proyecto de ley del Plan Na-
cional de Desarrollo, el marco de gasto de me-
diano plazo, el plan financiero, el plan opera-
tivo anual de inversiones y el proyecto de ley 
del Presupuesto General de la Nación “deben 
ser consistentes con la regla fiscal”, contenida 
en el Mfmp (artículo 4 de la ley 1473 subtitula-
do: Coherencia).

Sobre la regla fiscal la ley dispuso que el 
gasto estructural (diferente del gasto contra 
cíclico) “no podrá superar el ingreso estruc-
tural en un monto que exceda la meta anual 
del balance estructural establecido. Y fijó esta 
meta para 2022 en 1 % del PIB, la cual se al-
canzaría mediante una senda decreciente, a 
partir de 2014 (2,3 %)

Se ordenó también que el Gobierno de-
bía presentar al comité consultivo técnico 
independiente las metodologías y paráme-
tros de la regla fiscal, el informe de cumpli-
miento de la regla fiscal al Congreso de la 
República y la suspensión de la regla con-
templada en la ley, con el fin de obtener su 
concepto no vinculante. El comité consul-
tivo estaba conformado por académicos y 
expertos y no tenía un grupo técnico inde-
pendiente y permanente. 

En 2021 se modificó la Ley 1473 de 2011 
para crear el Comité Autónomo de la Regla 
Fiscal (Carf) e introducir cambios en la regla 
fiscal y fortalecer su institucionalidad. El Carf 
fue creado por medio del artículo 61 de la Ley 

Pandemia e inflación
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de Inversión Social (Ley 2155 de 2021), como 
un organismo de carácter técnico, permanen-
te e independiente, adscrito al Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público. El Comité tiene 
como objeto realizar el seguimiento a la regla 
fiscal, así como propender por la sostenibi-
lidad de las finanzas públicas por medio de 
conceptos no vinculantes.

En desarrollo de su objeto, el Comité Au-
tónomo de la Regla Fiscal tiene las siguientes 
funciones:
•	 Pronunciarse y emitir concepto formal 

sobre el Mfmp y sobre el informe de 
cumplimiento de la regla fiscal que el Go-
bierno Nacional debe presentar ante las 
comisiones económicas del Congreso de 
la República, de conformidad con el artí-
culo 12 de la Ley 2155 de 2021.

•	 Pronunciarse sobre las proyecciones del 
Gobierno Nacional en materia macroeco-
nómica y fiscal, y sobre la sostenibilidad 
de largo plazo de las finanzas públicas del 
Gobierno general.

•	 Emitir concepto técnico sobre las metodo-
logías empleadas para el cálculo de los indi-
cadores fiscales asociados al balance fiscal 
y a la deuda del Gobierno Nacional Central.

•	 Efectuar análisis de consistencia entre las 
metas de la regla fiscal y el contenido de 
los principales instrumentos de la políti-
ca fiscal, tales como el Mfmp, el marco de 
gasto de mediano plazo y el Presupuesto 
General de la Nación y el Plan Plurianual 
de Inversiones del Plan Nacional de De-
sarrollo, en lo que tiene que ver con los 
recursos del Gobierno Nacional.

•	 Adicionalmente, emitir concepto técnico 
sobre el cálculo de los ciclos petrolero y 
económico, usados para la aplicación de 
la regla fiscal. En el caso del ciclo econó-
mico, el Comité Autónomo de la Regla 
Fiscal proveerá los insumos técnicos que 
mediante reglamentación el Gobierno 
Nacional considere necesarios para su 
cálculo.

❯❯ En desarrollo 
de su objeto, el 
Comité Autónomo 
de la Regla Fiscal 
tiene, entre otros 
la función de emitir 
concepto técnico 
sobre el cálculo de 
los ciclos petrolero y 
económico, usados 
para la aplicación 
de la regla fiscal.
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•	 Pronunciarse públicamente sobre la 
activación de la cláusula de escape, sin 
perjuicio del concepto previo que debe 
entregar sobre esta materia al Confis. 
Igualmente, deberá realizar seguimiento 
a la aplicación de la cláusula de escape, 
en los términos que determine el Gobier-
no Nacional mediante reglamentación.

La ley indica que los pronunciamientos 
formales del Comité Autónomo de la Regla 
Fiscal (Carf) serán públicos y ampliamente 
difundidos. Está compuesto por 5 miembros 
expertos en finanzas públicas, nombrados 
por períodos fijos por el ministro de Hacienda 
y 2 miembros del Congreso de la República. 
Cuenta con un equipo técnico que le da los 
insumos que requiere para cumplir con sus 
funciones. A sus sesiones asiste el ministro de 
Hacienda y Crédito Público, con voz, pero sin 
voto. Los conceptos del comité son no vincu-
lantes y sus funciones legales se cumplen a 
través de pronunciamientos públicos. En sus 
tres años de vida ha logrado reconocimiento 
como organismo técnico independiente, que 
provee insumos a los analistas del mercado 
financiero y a la opinión pública. Presenta dos 
informes de sus actividades al año al Congre-
so de la República.

En el Titulo V de la ley 2155 de 2021 se 
consagra la regla fiscal como mecanismo de 

sostenibilidad de las finanzas públicas, de tal 
forma que no supere el límite de deuda. Esta 
disposición establece el límite de deuda en 
el 71 % del PIB y un ancla de deuda de 55 % 
del PIB. El balance primario neto estructural 
(Bpne)  “equivale al balance primario del Go-
bierno Nacional Central (GNC) [no el gobier-
no general], excluyendo el efecto de las (…) 
TUV, el ciclo petrolero y el ciclo económico. El 
(…) Confis efectuará el cálculo de este balan-
ce” (artículo 61 de la Ley 2155 de 2021).

De lo anterior se puede concluir acerca de 
las características institucionales y técnicas 
de la nueva regla fiscal vigente en Colombia. 
En lo que respecta al marco institucional, es 
importante destacar algunos aspectos. El 
Carf está definido como organismo del orden 
nacional, técnico, independiente y perma-
nente, adscrito al Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público. No tiene personería jurídica 
ni autonomía administrativa y financiera. 

Las leyes que crearon la regla fiscal y el Co-
mité no dispusieron que sea el comité quien 
certifique el cumplimiento de la regla fiscal 
en Colombia. Es el Confis quien calcula el ba-
lance primario neto estructural y el Gobierno 
quien informa sobre el cumplimiento de la re-
gla fiscal al Congreso de la República. El Carf 
emite conceptos técnicos independientes no 
vinculantes sobre las metodologías y paráme-
tros de la regla fiscal, sobre el informe al Con-

❯❯ La ley 
indica que los 
pronunciamientos 
formales del Comité 
Autónomo de la 
Regla Fiscal (Carf) 
serán públicos 
y ampliamente 
difundidos. Está 
compuesto por 
5 miembros 
expertos en 
finanzas públicas, 
nombrados por 
períodos fijos 
por el ministro 
de Hacienda y 
2 miembros del 
Congreso de la 
República. 
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La exigencia del ajuste fiscal que hay que realizar en 2026, en 
el primer año del nuevo gobierno, dependerá del nivel en el que 
cierre la deuda en 2025. Los esfuerzos de ajuste fiscal durante 
este año determinarán en buena medida los grados de libertad 
con los que operará la política fiscal a partir del próximo año.❯

greso y sobre la activación de la cláusula de 
escape, en el caso en que se utilice esa figura, 
en condiciones excepcionales. 

A pesar de su nombre, el comité no es au-
tónomo en el sentido en que la Constitución 
Nacional define los organismos autónomos 
como el Banco de la República, que no forma 
parte de las ramas del poder público. Una re-
forma legal le podría dar al comité, además de 
su independencia, autonomía administrativa 
y financiera. 

Sobre los elementos técnicos de la regla, 
la ley incluye definiciones sobre ciclo petrole-
ro, ciclo económico y TUV, así como sobre el 
balance primario neto estructural, sobre las 
cuales el Confis desarrolla una metodología. 
La ley incluye un límite y un ancla de deuda, 
una ecuación en la cual vincula el Bpne con la 
dinámica de la deuda y una disposición sobre 
las metas de la regla en una etapa de transi-
ción hasta 2025.

A la manera de otros consejos fiscales en 
el mundo, el Carf hace seguimiento de la regla 

fiscal, con alertas tempranas para asegurar su 
cumplimiento. De igual forma, analiza de ma-
nera técnica e independiente, el impacto fiscal 
de las políticas públicas, del balance fiscal y de 
la dinámica de la deuda pública, en línea con 
su mandato legal de velar por la sostenibilidad 
de las finanzas públicas en el mediano plazo. 

Dinámica de las finanzas públicas 
del GNC en el último lustro
En los últimos años el país ha acumulado des-
balances fiscales sustanciales que han con-
ducido al aumento de riesgos y que requieren 
gestión y monitoreo cercano. En efecto, el dé-
ficit fiscal, es decir, el margen con el que los 
gastos superan los ingresos, se incrementó 
desde 2,5 % del PIB en 2019, antes de la pan-
demia, hasta 6,8 % del PIB en 2024. 

En consecuencia, la deuda pública creció 
10,9 puntos porcentuales (pp) del PIB en ese 
periodo y se ubicó en 59,3 % del PIB al cierre 
de 2024, el tercer dato más alto de la historia 
(Gráfico 1); la tasa de interés implícita de la 

Fuente: Elaboración DT-Carf con información del Ministerio de Hacienda y Crédito Público.

GRÁFICO 1. 
DÉFICIT FISCAL POR COMPONENTES 2024 VS 2019.
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deuda pasó de 6 % en 2019 a 7,3 % en 2024. El 
servicio de la deuda aumentó desde cuando, 
en 2019, el Gobierno destinaba 1 de cada 5 pe-
sos de recaudo tributario a ese fin, hasta 2024, 
cuando esa relación fue de 1 de cada 3 pesos 
recaudado. 

Las cifras son dicientes. El aumento de 
4,3pp del PIB en el déficit fiscal entre 2019 y 
2024 es el espejo de mayores gastos por 4,5pp 
del PIB y un incremento marginal de 0,3pp del 
PIB de los ingresos totales del Gobierno, pese 
a la aprobación de dos reformas tributarias 
(en 2021 y 2022).  

Las partidas de funcionamiento son las 
que más presión han ejercido, con un aporte 
agregado de 2,9pp del PIB. Este aumento del 
gasto de funcionamiento se ha concentrado 
en el déficit del Fondo de Estabilización de 
Precios de los Combustibles (1,2pp del PIB), 
salud (0,7pp del PIB) y pensiones (0,4pp del 
PIB). Adicionalmente, el pago de intereses 
alcanzó su máximo histórico en 2024, 4,4 % 
del PIB, es decir, 1,4pp del PIB por encima del 
costo de la deuda pública registrado en 2019 
y 1,2pp del PIB superior al promedio de la úl-
tima década. En paralelo, la inversión solo se 
incrementó 0,2pp del PIB entre 2019 y 2024.

Según cálculos del comité, en el último 
quinquenio, cerca del 85 % del gasto total 
corresponde a partidas inflexibles, es decir, 
ordenadas por alguna disposición constitu-
cional o legal; y las obligaciones financieras 
hacen parte de las inflexibilidades del presu-
puesto. 

En materia de ingresos tributarios, el país 
no ha superado, de forma sostenida, el umbral 
de 14,5 % del PIB, pese a la frecuencia con la 
que se aprueban reformas tributarias en el 

país. En 2023 los ingresos se ubicaron en 16,6 
% del PIB, pero esta expansión fue excepcio-
nal.  En 2024 el recaudo cerró en 14,3 % del 
PIB, en línea con los ingresos tributarios pro-
medio de la última década (14,2 % del PIB). 

Cierre fiscal del Gobierno Nacional 
Central en 2024
En 2024 se revirtió el proceso de consolida-
ción fiscal que se presentó entre 2021 y 2023. 
El déficit fiscal había pasado de 7,8 % del PIB 
en 2020 a 4,3 % del PIB, un ajuste de 3,5pp 
del PIB. La deuda, por su parte, se había re-
ducido desde 60,7 % del PIB en 2020 hasta 
53,4 % del PIB en 2023, nivel por debajo del 
ancla legal de 55 % del PIB1. Luego, en 2024, 
el déficit total se incrementó 2,6pp del PIB 
respecto de 2023 y se ubicó en 6,8 % del PIB, 
el máximo desde que se tienen registros si se 
excluye del análisis los años de crisis econó-
mica y pandemia (1999, 2020 y 2021). La deu-
da aumentó 5,9pp del PIB hasta 59,3 % del 
PIB, impulsada principalmente por la tasa de 
cambio y el déficit primario, que aportaron el 
88 % de su crecimiento. 

El deterioro de la posición fiscal del país 
se explica, por un lado, por el hecho de que 
los ingresos tributarios fueron cerca de 4pp 
del PIB inferiores a los programados en el 
presupuesto de 2024. Por otro lado, el gasto 
fiscal fue casi 1pp del PIB superior al que se 
había estipulado en el Mfmp. Lo anterior, a 
pesar de que la ejecución del presupuesto 
de gasto fue inferior al promedio de los úl-
timos años.

En comparación con 2023, los ingresos 
tributarios se redujeron 7 % en 2024 y se ubi-
caron en COP 244,7 billones. De acuerdo con 

1.	 Excepcionalmente bajaron los pagos por intereses externos (con respecto de lo proyectado para la tasa de cambio),  
y hubo menores descuentos en colocación de deuda interna. Pronunciamiento 10  Carf.

La situación fiscal del país se percibe también retadora en 
el mediano plazo. En primer lugar aún si se cumple la regla 
fiscal en 2025, la deuda pública mantendría su tendencia 
creciente este año y cerraría por encima de 60 % del PIB.❯
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análisis del comité, el comportamiento de los 
ingresos tributarios en 2024 reflejó un proce-
so de corrección de los factores transitorios2   
que favorecieron el recaudo de 2023. De he-
cho, el recaudo de 2024 fue consistente con la 
tendencia de los ingresos tributarios que se 
observó hasta 2022. 

El Confis aprobó TUV por COP 32 billones 
que, de acuerdo con la ley 2155, se descuen-
tan del cómputo del balance primario neto 
estructural, el indicador relevante para eva-
luar el cumplimiento de la regla fiscal. Con la 
inclusión de esas TUV, el Gobierno sustenta 
que el Bpne estuvo en línea con la meta fiscal 
legal. El arreglo institucional existente deter-
mina que el Confis es la instancia encargada 
de validar las TUV, después de analizar un 
concepto técnico que debe emitir el Carf con 
carácter no vinculante.

2.	 Ellos fueron altos precios de petróleo y carbón, altísimo crecimiento económico 2021 y 2022, y aumentos  
en la retención y el anticipo de renta. 

3.	 El comité se pronunciará en junio sobre el informe que el Gobierno presente al Congreso de la República 
	 sobre este particular.

El concepto técnico previo que emitió el 
comité considera que la caída en el recaudo 
no fue sobreviniente ni tendrá efectos transi-
torios. En total, de los $32 billones propuestos 
por el gobierno, el comité dio concepto no 
vinculante positivo por solo $6.2 billones. El 
diagnóstico del comité se basó en las defini-
ciones de la ley 2155, así como en el documen-
to que aprobó el Confis en 2022. 

En ausencia de las TUV aprobadas por 
el Confis, en contra del concepto técnico del 
Carf, se habría incumplido la regla fiscal. De 
acuerdo con la ley, el Bpne en 2024 debió ser 
-0,2 % del PIB, el mismo que avaló el Confis 
tras la inclusión de las TUV. Si el Confis hubie-
ra acogido el concepto técnico no vinculante 
del comité, el BPNE habría sido -1,8 % del PIB, 
es decir, 1,5pp más negativo que el permitido 
por la ley3. 

❯❯ En materia de 
ingresos tributarios, 
el país no ha 
superado, de forma 
sostenida, el umbral 
de 14,5 % del PIB, 
pese a la frecuencia 
con la que se 
aprueban reformas 
tributarias en el país.
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De acuerdo con la actualización del plan financiero de 2025, 
el déficit este año cerraría en 5,1 % del PIB. Lo anterior 
significaría una mejora en el balance fiscal de 1,7pp del PIB, 
la máxima de las últimas dos décadas.❯

A manera de conclu

Perspectivas fiscales 
para 2025
De acuerdo con la actualización del plan fi-
nanciero de 2025, el déficit este año cerraría 
en 5,1 % del PIB. Lo anterior significaría una 
mejora en el balance fiscal de 1,7pp del PIB, 
la máxima de las últimas dos décadas. El ba-
lance primario, que no es otra cosa que el ba-
lance fiscal excluyendo el pago de intereses, se 
ubicaría en -0,2 % del PIB. 

En el papel, bienvenida la intención de 
cumplir la regla fiscal; en la realidad, el comi-
té considera improbable que se materialice 
la totalidad de la proyección de ingresos que 
contempla el plan financiero. De acuerdo con 
el Gobierno, los ingresos tributarios presenta-
rían un crecimiento anual de 22,6 % en 2025, 
en un contexto en el que la economía crecería 
5,8 % en términos nominales (2,6 % en térmi-
nos reales). El comité, en cambio, proyecta un 
crecimiento del recaudo de 8,7 %, más cerca-
na al crecimiento de la actividad productiva, 

con lo cual los ingresos tributarios ascen-
derían a COP 265,9 billones ( frente a COP 
299,9 billones previstos en el PF). La gestión 
adicional podría recaudar COP 6,2 billones, 
por debajo de los COP 14 billones incluidos 
en el PF; el comité estima que la proyección 
del Gobierno estaría sobrestimada en COP 34 
billones en 2025.  

El Gobierno emitió un decreto de apla-
zamiento por COP 12 billones en enero, que 
no tiene impacto fiscal hasta tanto no se 
materialicen medidas para reducir el gasto. 
La estrategia presentada por el ministerio de 
Hacienda incluye un uso eficiente de la caja, a 
través de mayores controles en el Plan Anual 
de Caja (PAC). El instrumento convencional y 
más efectivo para reducir el gasto es su recor-
te. Las medidas de aplazamiento o de control 
del PAC no eliminan partidas de gasto y cons-
tituyen un riesgo, máxime cuando se estima 
que alrededor del 90 % del presupuesto de 
2025 es inflexible. 

❯❯ En la economía 
del día a día, el 
pequeño comercio 
enfrenta las 
consecuencias 
de la inflación y el 
bajo crecimiento 
económico, 
síntomas de un 
entorno fiscal frágil.
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❯❯ La sostenibilidad 
fiscal del país 
requiere decisiones 
estructurales y 
consensuadas, 
donde el Congreso 
desempeña un 
papel decisivo 
para lograr una 
política fiscal con 
credibilidad.

Además, la reserva presupuestal, el gasto 
que se aplaza de una vigencia a otra, cerró en 
máximos históricos en 2024 y ejercerá presio-
nes fiscales sustanciales en 2025. En efecto, 
la reserva presupuestal cerró en COP 52,2 bi-
llones en 2024, cifra significativamente supe-
rior a la registrada en 2023 (COP 33 billones). 
Lo anterior supone retos adicionales para el 
cumplimiento de la regla fiscal en 2025 y para 
la liquidez del Gobierno.

En suma, el comité prevé que se requiere 
un ajuste de COP 46 billones (2,6 % del PIB), 
para cumplir la regla fiscal en 2025. 

Consideraciones sobre  
el mediano plazo
La situación fiscal del país se percibe también 
retadora en el mediano plazo. En primer lugar 
aún si se cumple la regla fiscal en 2025, la deu-
da pública mantendría su tendencia creciente 
este año y cerraría por encima de 60 % del PIB. 
Hasta 2025 rige el periodo de transición de la 
regla fiscal, según el cual la ley establece unas 
metas puntuales sobre el Bpne, independiente-
mente del nivel de la deuda neta. Sin embargo, 
la fórmula paramétrica de la regla fiscal empie-
za a operar en 2026. Dicha fórmula fija metas 
sobre el Bpne en función de la distancia entre 

la deuda observada el año anterior y su nivel 
objetivo de mediano plazo -técnicamente co-
nocido como el ancla- que es 55 % del PIB. 

En consecuencia, la exigencia del ajuste 
fiscal que hay que realizar en 2026, en el pri-
mer año del nuevo gobierno, dependerá del 
nivel en el que cierre la deuda en 2025. Los 
esfuerzos de ajuste fiscal durante este año 
determinarán en buena medida los grados de 
libertad con los que operará la política fiscal a 
partir del próximo año. 

En segundo lugar, la relación entre el 
costo efectivo de la deuda y la capacidad de 
generación de ingresos del Gobierno se ha 
debilitado en los últimos años. En otras pa-
labras, la interacción entre las altas y persis-
tentes tasas de interés y las modestas tasas 
de crecimiento económico, generarán pre-
siones alcistas sobre la deuda, que dificulta-
rán su convergencia al ancla. 

En conclusión, la situación de las finan-
zas públicas del Gobierno evidencia la nece-
sidad de medidas estructurales para elevar 
los ingresos o reducir gastos, con la partici-
pación del Congreso. La presencia de un an-
cla fiscal creíble es necesaria para gestionar 
las fragilidades tanto de corto como de me-
diano plazo. EC
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¿Puede una economía sostenerse 
mientras sus ríos se secan y sus 
cosechas fallan? La crisis climática 
no solo amenaza el ambiente: mina 
la base tributaria, encarece el gasto 
público y compromete la capacidad 
del Estado para responder. Este 
artículo revela por qué integrar lo 
ambiental en la política fiscal ya no 
es opcional, sino urgente.
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“DEMASIADO POBRE 
PARA SER VERDE”
EL ERROR QUE AMENAZA 
EL FUTURO FISCAL

HERNANDO ZULETA
DECANO FACULTAD 

DE ECONOMÍA
UNIVERSIDAD DE LOS ANDES
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LAS FINANZAS PÚBLICAS desempeñan un pa-
pel esencial para el funcionamiento de cual-
quier Estado, pues de ellas dependen la pres-
tación de servicios básicos, la inversión en 
infraestructura y la atención de necesidades 
sociales. No obstante, cuando los ingresos gu-
bernamentales (provenientes de impuestos, 
regalías y otras fuentes) no alcanzan para cu-
brir el gasto, los gobiernos recurren al endeu-
damiento. La diferencia entre ingresos y gas-
tos se conoce como déficit fiscal y los pasivos 
que el Gobierno asume con los prestamistas 
se denominan deuda pública.

La magnitud de la deuda y la capacidad 
de pago del Gobierno se reflejan en la llamada 
sostenibilidad fiscal, que depende de la solidez 
institucional, la estabilidad macroeconómica 
y la trayectoria de crecimiento de la economía 
(Hall, 2013). Si el gasto público supera persis-
tentemente los ingresos o si se percibe un 
riesgo elevado en las finanzas públicas, las ta-
sas de interés tenderán a subir y el país puede 
caer en un círculo vicioso de encarecimiento 
de la deuda. Para reducir dicha vulnerabili-
dad, numerosos países han implementado 
reglas fiscales, es decir, límites o guías para el 
déficit, la deuda y/o el gasto. 

En este artículo señalo la necesidad de 
incluir consideraciones ambientales en el di-
seño de las reglas fiscales. El cambio climáti-
co y la degradación de los recursos naturales 
representan riesgos crecientes para la esta-
bilidad económica, lo que, a su vez, incide 
en la solvencia de los estados (Peters, 2012; 
Pekanov & Schratzenstaller, 2020). Este ar-
tículo analiza, de manera didáctica, por qué 
la degradación ambiental afecta la recauda-
ción tributaria y el gasto público, y cómo la 
política fiscal puede --y debe-- integrar con-
sideraciones ecológicas para proteger tanto 
los ecosistemas como la estabilidad finan-
ciera de largo plazo1.

Deuda pública
sostenibilidad fiscal
Cuando un país se endeuda, ya sea con orga-
nismos internacionales, instituciones finan-
cieras o inversionistas privados, la calidad de 
estos préstamos depende de la reputación y la 
capacidad de pago del gobierno. Dicha capa-
cidad está vinculada con el crecimiento eco-
nómico, la estabilidad financiera y la fortaleza 
institucional. En este contexto, sostenibilidad 
fiscal significa la aptitud para no acumular 

1.	 Zuleta & Rojas (2025) presentan un análisis similar a la luz de un modelo de crecimiento económico.
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deuda de manera indefinida, conservando 
una gestión que permita atender oportuna-
mente las obligaciones corrientes y futuras 
(Hall, 2013).

En la literatura se considera que la deuda 
pública es sostenible si el valor presente de 
los superávits primarios proyectados (ingre-
sos menos gastos, sin contar los intereses de 
la deuda) iguala o supera el volumen de deu-
da. Si un país mantiene déficits fiscales per-
sistentes o si la tasa de interés supera signi-
ficativamente a la tasa de crecimiento de la 
economía, entonces la deuda puede crecer de 
forma incontrolable, desembocando en ajus-
tes bruscos o reestructuraciones (Hall, 2013).

Para reducir la probabilidad de que la deu-
da pública crezca sin límite, se han adoptado 
reglas fiscales en varios países. 

Estas reglas imponen restricciones cuanti-
tativas al déficit, la deuda o el crecimiento del 
gasto, y buscan enviar una señal de disciplina 
a los mercados (Burke et al., 2015). No obstan-
te, hasta hace poco, la mayoría de los debates 
sobre sostenibilidad fiscal no incorporaban 
riesgos ambientales. Esta omisión supone un 
problema creciente, ya que la degradación 
ecológica puede reducir el potencial produc-

tivo, disminuir la base impositiva y generar 
mayores costos sociales y económicos.

El diseño e implementación de las reglas 
fiscales varía ampliamente entre países, en 
función de sus objetivos, capacidades institu-
cionales y circunstancias macroeconómicas. 
En términos generales, estas reglas se agru-
pan en cuatro grandes categorías, que pueden 
utilizarse de forma independiente o comple-
mentaria (García-Zambrano et al, 2022).

Primero, las reglas de gasto establecen lí-
mites al crecimiento o nivel del gasto público 
—ya sea total, primario o corriente—, fijándo-
los en términos absolutos, como porcentaje 
del PIB, o según su tasa de crecimiento no-
minal o real. Se trata de reglas relativamente 
simples de monitorear y con potencial con-
tracíclico, especialmente útiles en contextos 
donde es difícil estimar un balance estructu-
ral. No obstante, existe preocupación sobre 
sus efectos en la composición del gasto, dado 
que podrían inducir una reducción de la in-
versión pública en favor de partidas más elec-
toralmente atractivas. Este tipo de regla es 
utilizado, entre otros, por Alemania, Estados 
Unidos, Italia, España, Colombia, Brasil, Uru-
guay y Perú.

❯❯ La ocupación 
inadecuada del 
suelo y la falta 
de planeación 
aumentan la 
vulnerabilidad 
ante desastres, 
reflejando la 
necesidad de 
integrar la gestión 
ambiental en las 
decisiones fiscales 
y presupuestales.
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Los pasivos ambientales —los costos potenciales 
de daños o desastres relacionados con el entorno— 
se incrementan. Cuando un gobierno no se prepara 
para manejar estos riesgos, se exponen las finanzas 
públicas a fuertes desequilibrios.❯

En segundo lugar, las reglas de balance im-
ponen restricciones numéricas al resultado 
fiscal, ya sea en su versión general o estructu-
ral (ajustada por el ciclo económico). Pueden 
complementarse con instrumentos como la 
“regla de oro”, que permite endeudarse única-
mente para financiar inversión pública, con el 
fin de promover equidad intergeneracional. 
Este tipo de regla requiere una mayor capa-
cidad técnica para su aplicación, pero está 
presente en países como Chile, Costa Rica, 
Finlandia, Grecia, Japón, México, Noruega y 
Uruguay.

Tercero, las reglas de ingresos establecen 
techos o pisos a la recaudación —en términos 
absolutos o como proporción del PIB— con 
el objetivo de evitar cargas tributarias exce-
sivas o el uso procíclico de ingresos extraor-
dinarios. Sin embargo, son menos frecuentes, 
debido al bajo grado de control que tienen 
los gobiernos sobre los ingresos públicos y al 
riesgo de inducir una política fiscal procíclica 
si no se acompañan de restricciones sobre el 
gasto o el balance. Algunos países que las han 
adoptado incluyen Australia, Francia, Irán, 
Senegal y los Países Bajos.

Finalmente, las reglas de deuda fijan un 
ancla para el nivel de endeudamiento, típica-
mente como porcentaje del PIB. Estas reglas 
buscan garantizar la sostenibilidad fiscal de 
mediano plazo y son apreciadas por su clari-
dad comunicacional y por ofrecer una señal 
de compromiso con la responsabilidad fiscal. 
Además, contribuyen a generar espacio para 
responder a shocks negativos y fortalecer la 
confianza de los mercados.

Sin embargo, ninguna de estas categorías 
incorpora de manera explícita el problema 
ambiental y, en la actualidad, las discusiones 
sobre sostenibilidad fiscal no pueden soslayar 
la dimensión ambiental. 

Cuando la degradación ambiental 
se convierte en riesgo fiscal
La incidencia de la degradación ambiental 
en la sostenibilidad fiscal es cada vez más 
evidente. Diversos desastres recientes ejem-
plifican cómo los daños ecológicos pueden 
mermar los ingresos del gobierno y exigir un 
gasto adicional. Un caso notable es el de la 
ruptura de la presa de residuos mineros en 
el municipio de Mariana (Brasil) en 2015, que 
ocasionó la muerte de 19 personas y el vertido 
de 34 millones de metros cúbicos de lodo tó-
xico en el río Doce (Aires et al., 2018). El daño 
medioambiental y la paralización de las acti-
vidades mineras causaron pérdidas fiscales 
significativas: en 2017, el Estado de Espírito 
Santo dejó de percibir aproximadamente 206 
millones de reales y Minas Gerais, 138 millo-
nes (Samarco, 2017).

Otro ejemplo es la falta de acceso a agua 
limpia e infraestructura de saneamiento bá-
sico, la cual eleva considerablemente el gasto 
en salud pública. De acuerdo con la Organi-
zación Mundial de la Salud (2014), por cada 
dólar invertido en agua y saneamiento, se ge-
neran 4.3 dólares de ahorro en costos de aten-
ción médica y otros impactos adversos. En la 
medida en que no se atiendan estas necesida-
des, aumenta el gasto público y, por ende, la 
tensión sobre la sostenibilidad de las finanzas 
estatales (Banco Mundial, 2012).

El cambio climático, por su parte, inten-
sifica eventos extremos como inundaciones, 
sequías y olas de calor, que destruyen infraes-
tructuras y afectan actividades agrícolas y 
pesqueras. Según el Informe Stern, la inacción 
frente al cambio climático puede costar del 5 
% al 20 % del PIB mundial al año (Stern, 2007). 
Otros estudios estiman que el calentamiento 
global impactará de manera negativa a la gran 
mayoría de las economías, especialmente a 
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las más pobres, reduciendo su productividad 
media (Burke et al., 2015; Dell et al., 2014).

Así, los pasivos ambientales —los costos 
potenciales de daños o desastres relaciona-
dos con el entorno— se incrementan. Cuando 
un gobierno no se prepara para manejar es-
tos riesgos, se exponen las finanzas públicas 
a fuertes desequilibrios. Para atenuar esta 
vulnerabilidad se requiere intervenir con po-
líticas públicas que, además de focalizarse en 
variables macroeconómicas, incluyan meca-
nismos de gestión y adaptación ambiental.

“Demasiado pobre para ser verde”
En países en desarrollo es frecuente que el 
combate a la pobreza y la desigualdad se per-
ciba como una prioridad más urgente que 
la protección del medio ambiente (Banco 
Mundial, 2012). Bajo el argumento de que la 
protección ambiental es un ‘bien de lujo’, se 
presenta la tesis de que ciertos países son 
‘demasiado pobres para ser verdes’ (Martí-
nez-Alier, 1995). Las razones que sustentan 
esa visión son:
1.	 Necesidades básicas insatisfechas: en con-

textos de bajos ingresos, la población tien-
de a priorizar el acceso a bienes esenciales 
como la alimentación, la salud y la educa-
ción, por encima de las preocupaciones 

ambientales (Grossman & Krueger, 1995). 
En consecuencia, los países más pobres 
deben concentrarse en resolver las nece-
sidades básicas insatisfechas de su pobla-
ción. La transición hacia una economía 
más verde puede generar presiones sobre 
el consumo de bienes fundamentales, 
como los alimentos, lo que plantea desa-
fíos importantes en términos de equidad. 
Si se implementa de manera uniforme en 
todos los países, dicha transición podría 
agravar la pobreza y la desigualdad en las 
economías más vulnerables.

2.	 Escasa conciencia ambiental: en contextos 
de menor acceso a la educación y menor 
ingreso per cápita, se presupone que tam-
bién hay menos demanda social por polí-
ticas ambientales (Azadi et al., 2011).

3.	 Limitaciones presupuestarias: los países 
con ingresos altos tienen recursos para 
enfrentar problemas ecológicos, mientras 
que los países más pobres carecen de esos 
márgenes (Munasinghe, 1999).

Aun así, la omisión de la dimensión am-
biental puede desencadenar en el futuro 
costos todavía más elevados: destrucción 

❯❯ Las pérdidas 
económicas 
ocasionadas por 
eventos extremos 
no solo afectan 
directamente a los 
ciudadanos, sino 
que disminuyen 
la productividad 
y reducen la 
recaudación 
tributaria, poniendo 
en jaque la 
sostenibilidad fiscal.
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de medios de vida, mayores gastos en salud, 
crisis por migraciones internas, pérdida de 
competitividad agrícola, entre otros. Estos 
problemas terminan por presionar el presu-
puesto público y amenazan la sostenibilidad 
fiscal (Dell et al., 2012). Por otro lado, la im-
plementación de políticas fiscales verdes —por 
ejemplo, gravámenes a la contaminación y 
subsidios a energías limpias— puede consti-
tuir una oportunidad para abordar simultá-
neamente asuntos estructurales de desarrollo 
y la protección del entorno (Peters, 2012).

Integrar la dimensión ambiental 
en las reglas fiscales
Integrar la dimensión ambiental en las reglas 
fiscales constituye un paso fundamental ha-
cia la sostenibilidad de las finanzas públicas. 
Si bien las políticas fiscales tradicionales se 
centran en controlar el déficit, la deuda y el 
gasto, los efectos del deterioro medioambien-
tal —como la contaminación, la sobreexplo-
tación de recursos y la mayor frecuencia de 
desastres naturales— pueden alterar signifi-
cativamente los parámetros de solvencia de 
un país. 

En este sentido, incluir límites a la emisión 
de contaminantes o a la deforestación resulta 
clave para salvaguardar tanto la estabilidad 
macroeconómica como la base de recursos 
naturales que sustenta la actividad económi-
ca (Pekanov & Schratzenstaller, 2020). 

Además, establecer objetivos ecológicos 
claros puede estimular la innovación soste-
nible, pues se incentiva la inversión en ener-
gías renovables, infraestructura resiliente y 
tecnología verde (Scrieciu et al., 2013). Otro 
beneficio importante radica en la prevención 
de externalidades negativas: el deterioro de 
los ecosistemas tiende a repercutir a mediano 
y largo plazo en el gasto público, por lo que 

actuar con antelación permite reducir costes 
de restauración y proteger al erario de desem-
bolsos imprevistos (IPCC, 2014a).

No obstante, integrar la variable ambien-
tal en las reglas fiscales también presenta de-
safíos notables. Uno de los más significativos 
es la medición precisa de los impactos eco-
lógicos, ya que los indicadores tradicionales 
(déficit, deuda/PIB, entre otros) son más sen-
cillos de cuantificar que la calidad ambiental 
o la huella de carbono, las cuales conllevan 
altos grados de incertidumbre (IPCC, 2018). 
Asimismo, existe la posibilidad de que la in-
clusión de metas ‘verdes’ se utilice como ex-
cusa para elevar el gasto y el endeudamiento 
sin que esto se traduzca en beneficios tangi-
bles para el medio ambiente (Peters, 2012). 
A ello se suma el conflicto con prioridades 
inmediatas como el desempleo, la pobreza 
y la inflación, que suelen acaparar la agenda 
política, sobre todo en países en desarrollo y 
en períodos electorales, dificultando la asig-
nación de recursos suficientes a la protección 
ecológica (Munasinghe, 1999).

Estos retos se hacen evidentes al anali-
zar cómo la calidad ambiental repercute en 
la producción, la recaudación tributaria y 
la deuda pública. La productividad de una 
economía depende del capital (público y pri-
vado), la fuerza laboral y la eficiencia de es-
tos factores, pero la degradación de suelos y 
fuentes hídricas, así como la contaminación 
del aire, puede reducir significativamente ren-
dimientos agrícolas, pesqueros e industriales 
(IPCC, 2014b). 

Un entorno ambiental deteriorado frena 
el crecimiento económico y, por ende, recorta 
la base impositiva, a la vez que incrementa la 
necesidad de gasto en mitigación y adapta-
ción. En condiciones en que la tasa de creci-
miento es menor que la de interés, la deuda 

Un entorno ambiental deteriorado frena el crecimiento 
económico y, por ende, recorta la base impositiva, a la vez que 
incrementa la necesidad de gasto en mitigación y adaptación. 
En condiciones en que la tasa de crecimiento es menor que 
la de interés, la deuda pública tiende a volverse insostenible.❯
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pública tiende a volverse insostenible, y los 
choques ambientales no hacen sino agravar la 
situación (Burke et al., 2019). Incluso en casos 
de crecimiento robusto, el deterioro ecológico 
continuado puede mermar la generación de 
ingresos tributarios a mediano y largo plazo, 
afectando la capacidad del Estado para hon-
rar sus compromisos (Stern, 2016).

Dentro de este panorama, el gasto en 
adaptación actúa como una especie de ‘segu-
ro fiscal’: la inversión en diques, defensas con-
tra inundaciones, sistemas de riego y reservas 
de agua, infraestructura hospitalaria o planes 
de gestión de riesgos reducen la probabilidad 
de asumir costos aún mayores en el futuro 
(IPCC, 2007). 

Desde la perspectiva de las reglas fisca-
les se pueden reservar porcentajes mínimos 
del presupuesto para obras de protección 
ambiental o permitir cierto grado de déficit 
en situaciones extremas, siempre que los re-
cursos se destinen explícitamente a tareas de 
reconstrucción y prevención (Scrieciu et al., 
2013). Estas estrategias no solo resguardan a 
la población de los efectos de eventos climá-
ticos adversos, sino que también conservan 
la confianza de los mercados, al mostrar que 
el país tiene mecanismos de respuesta fiscal 
sólidos.

Diseñar reglas fiscales que incluyan la 
variable ambiental implica establecer metas 
o indicadores ecológicos, tales como topes 
a la deforestación, a la contaminación del 
aire o al uso excesivo de agua (Peters, 2012). 
Asimismo, resulta clave contemplar crite-
rios flexibles de gasto: del mismo modo en 
que muchas reglas fiscales permiten un in-
cremento del gasto cuando el PIB cae para 
atenuar el ciclo económico, debería contem-
plarse un aumento de la inversión ‘verde’ 
en casos de crisis ambientales (Pekanov & 
Schratzenstaller, 2020). 

Otro mecanismo útil es la creación de fon-
dos de estabilización ambiental, similares a 
los que se emplean en sectores como el petro-
lero, de modo que se ahorren recursos en pe-
ríodos normales y se disponga de ellos cuan-
do se presenten shocks ecológicos (Scrieciu 
et al., 2013). La transparencia y la verificación 
independiente resultan cruciales: organismos 
autónomos deben monitorear el destino de 
los recursos “verdes” para evitar que la in-
clusión de variables ambientales sirva úni-
camente como una justificación política de 
nuevos gastos o endeudamientos sin control 
(Dell et al., 2014). Por último, la adaptación 
local de estas reglas es esencial, puesto que 
cada región enfrenta problemáticas ambien-

❯❯ Los desastres 
naturales 
provocados por 
la degradación 
ambiental —
agravada por 
prácticas como 
la minería ilegal, 
la explotación a 
cielo abierto, la 
deforestación y el 
uso inadecuado del 
suelo— obligan al 
Estado a destinar 
crecientes recursos 
a emergencias y 
reconstrucción. 
Estas presiones 
elevan el gasto 
público, erosionan 
la capacidad 
fiscal y dificultan 
el cumplimiento 
de la regla fiscal, 
comprometiendo 
la sostenibilidad 
financiera del país.
tensionando el 
cumplimiento de la 
regla fiscal.
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Los hacedores de política deben equilibrar la solidez 
financiera y la credibilidad en los mercados con la 
protección del capital natural que sustenta la generación de 
ingresos. Asumir que un país es ‘demasiado pobre para ser 
verde’ es peligroso en un contexto de urgencia climática.❯

tales específicas, como inundaciones, sequías 
o la elevación del nivel del mar, que exigen so-
luciones a medida (Silva, 2010).

En definitiva, la integración de lo ecológi-
co en el marco de las reglas fiscales no solo 
aporta un enfoque de largo plazo y promueve 
la innovación sostenible, sino que también 
sirve para prevenir externalidades negativas 
que tarde o temprano recaerían sobre el pre-
supuesto público. Sin embargo, para que este 
enfoque sea realmente efectivo, es indispen-
sable resolver los desafíos de medición, velar 
por la disciplina en el gasto y lidiar con las 
múltiples prioridades sociales y económicas 
de cada país. 

Al final, proteger la calidad ambiental no 
es solo una cuestión de conciencia ecológica, 
sino también una estrategia para salvaguardar 
la base impositiva, la estabilidad económica y 
la viabilidad de la deuda. De esta manera, se 
refuerza la resiliencia de las finanzas públicas 
ante el cambio climático y otras amenazas 
ambientales, contribuyendo a un desarrollo 
que sea verdaderamente sostenible para las 
generaciones presentes y futuras.

Perspectivas de largo plazo 
y reflexiones finales
Las proyecciones climáticas sugieren que los 
eventos extremos y la degradación ambiental 
podrían intensificarse (IPCC, 2018), impac-
tando de forma cada vez más significativa 
la producción y la recaudación fiscal. Sec-
tores clave, como el agrícola y el industrial, 
enfrentarían mayores riesgos de destrucción 
de infraestructura y de caída en su capacidad 
productiva, con el consecuente aumento del 
gasto público en emergencias y reconstruc-
ción (Stern, 2007, 2016). 

En este panorama, la sostenibilidad fiscal 
no puede basarse únicamente en indicadores 

económicos clásicos; la conservación de los 
activos ambientales se vuelve igualmente cru-
cial. De lo contrario, se sobrevalora la capa-
cidad de la economía para honrar su deuda, 
pues indicadores como el PIB podrían inducir 
a error si no se descuenta la pérdida o el de-
terioro de los recursos naturales, además de 
incurrir en errores de medición del PIB (Scrie-
ciu et al., 2013).

De cara al futuro, los hacedores de polí-
tica deben equilibrar la solidez financiera y 
la credibilidad en los mercados con la pro-
tección del capital natural que sustenta la 
generación de ingresos. Asumir que un país 
es ‘demasiado pobre para ser verde’ es peli-
groso en un contexto de urgencia climática: 
no actuar de manera oportuna acumula pa-
sivos que terminarán manifestándose en ca-
tástrofes, afecciones a la salud y pérdida de 
competitividad (Stern, 2016). Esto, a su vez, 
incrementa la presión sobre el gasto público 
y eleva la carga de la deuda.

En este sentido, pueden destacarse las si-
guientes conclusiones principales:
1.	 Sostenibilidad fiscal y ambiental van de la 

mano. La degradación del entorno recor-
ta la base impositiva y eleva los gastos en 
emergencias, mermando la capacidad de 
pago del Estado.

2.	 Las reglas fiscales tradicionales requieren 
una actualización. Incluir metas ambien-
tales ayuda a prever sobrecostos futuros y 
a mantener el equilibrio de largo plazo.

3.	 El argumento ‘demasiado pobre para ser 
verde’ es engañoso. Postergar la protec-
ción ecológica multiplica los costos a lar-
go plazo y expone aún más las finanzas 
públicas.
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4.	 El gasto en adaptación funciona como un se-
guro. Incorporarlo de manera explícita en la 
regla fiscal fortalece la resiliencia ante de-
sastres naturales.

5.	 La innovación institucional y la transparencia 
son decisivas. Sin una supervisión clara, los 
objetivos ambientales pueden usarse como 
excusa para un gasto indebido o política-
mente motivado.

En suma, la adopción de reglas 
fiscales con consideraciones ambien-
tales constituye una estrategia hacia 
la sostenibilidad integral. La prospe-
ridad económica y la preservación de 
los recursos naturales deben ir de la 
mano para garantizar un crecimiento 
que no ponga en peligro el bienestar 
de las generaciones futuras. EC
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LA ECONOMÍA DEL COMPORTAMIENTO ayuda 
a entender cómo las decisiones de los indi-
viduos y las empresas se desvían de las pre-
dicciones de los modelos tradicionales de 
elección racional. A diferencia de la teoría 
económica clásica, que asume que los con-
tribuyentes toman decisiones basadas en la 
maximización de su utilidad y con base en un 
análisis costo-beneficio perfectamente racio-
nal, la economía del comportamiento reco-
noce la influencia de factores psicológicos, 
cognitivos y sociales en la toma de decisiones 
fiscales (Thaler & Sunstein, 2008). En este 
contexto, el cumplimiento tributario no pue-
de explicarse únicamente a partir de sancio-
nes y beneficios, sino que debe considerarse 
el papel de la confianza en las instituciones, la 
percepción de equidad y la influencia de nor-
mas sociales (Arias, 2019).

¿Y si pagar impuestos no fuera solo cuestión de números? En Colombia, los 
sesgos mentales y las normas sociales influyen tanto como la contabilidad. 

Entender cómo la psicología afecta el comportamiento tributario puede ser la 
clave para mejorar la recaudación, fortalecer la confianza ciudadana y construir 

un sistema más justo. La economía del comportamiento es una herramienta 
que puede transformar la política fiscal y acercarnos a una cultura tributaria 

más transparente y equitativa.
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SISTEMA TRIBUTARIO
ESTRATEGIAS CONDUCTUALES Y 
RECOMENDACIONES DE POLÍTICA

El sistema tributario colombiano es com-
plejo y está compuesto por diversos impues-
tos que buscan garantizar el financiamiento 
del Estado y promover la equidad y el desarro-
llo económico. Entre sus principales tributos 
destacan el impuesto sobre el valor agregado 
(IVA), que grava el consumo de bienes y servi-
cios; el impuesto sobre la renta, aplicado tan-
to a personas naturales como a empresas en 
función de sus ingresos; y el impuesto predial, 
que afecta a la propiedad inmueble y cuya ad-
ministración es competencia de los entes te-
rritoriales (Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, 2023). 

El sistema enfrenta desafíos significativos, 
como la evasión y elusión fiscal, la informa-
lidad económica y la percepción de inefi-
ciencia en la gestión de los recursos públicos 
(Ocde, 2021).
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En este contexto, la economía del com-
portamiento ofrece herramientas valiosas 
para mejorar el diseño de políticas tributarias 
y fomentar el cumplimiento voluntario de los 
contribuyentes. Mediante estrategias como 
el uso de “nudges” o incentivos conductuales, 
la simplificación de procesos tributarios y la 
mejora en la comunicación gubernamental, 
es posible fortalecer la cultura tributaria y 
aumentar la recaudación sin recurrir exclusi-
vamente a sanciones más estrictas (López & 
Pérez, 2020). 

Este documento demostrará cómo la inte-
gración de la economía del comportamiento 
en el ámbito tributario puede contribuir a en-
frentar los desafíos del sistema fiscal colom-
biano, promoviendo mayor eficiencia y equi-
dad en el recaudo.

Sesgos conductuales clave 
y su relevancia para la tributación
La economía del comportamiento ha identifi-
cado múltiples sesgos cognitivos que afectan 
la toma de decisiones de los contribuyentes. 
A continuación, se analizan cinco sesgos rele-
vantes en el marco del sistema tributario y sus 
implicaciones para la política fiscal.

•	 Aversión a la pérdida
	 La aversión a la pérdida identifica que los 

individuos experimentan el dolor de una 
pérdida con mayor intensidad que el placer 
de una ganancia equivalente (Kahneman 
& Tversky, 1979). En el contexto tributario 
colombiano esto significa que los contribu-
yentes pueden reaccionar con mayor resis-
tencia a un aumento del IVA o del impues-
to sobre la renta que con satisfacción ante 
una reducción fiscal de igual magnitud. 

•	 Efectos de encuadre
	 El efecto de encuadre se refiere a cómo la 

forma en que se presenta la información 
influye en la toma de decisiones (Tversky 
& Kahneman, 1981). En el ámbito tribu-
tario colombiano la manera en que se co-
munican las obligaciones fiscales puede 
impactar el recaudo. Por ejemplo, si la 
Dian (Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales) enmarca el pago del impues-
to sobre la renta como una contribución 
necesaria para el desarrollo del país en 
lugar de una carga impositiva, los con-
tribuyentes pueden percibirlo de manera 
más positiva. 

❯❯ La informalidad, 
que alcanza a 
casi la mitad de 
los trabajadores, 
plantea desafíos 
fiscales y exige 
políticas sensibles 
al comportamiento 
social.
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En Colombia la percepción de que la evasión fiscal 
es generalizada puede incentivar a más contribuyentes 
a incumplir, perpetuando un ciclo de baja recaudación 
y desconfianza en la administración tributaria.❯

•	 Sesgo del presente
	 El sesgo del presente describe la tenden-

cia de las personas a priorizar recompen-
sas inmediatas sobre beneficios futuros 
(O’Donoghue & Rabin, 1999). En Colom-
bia este sesgo se refleja en la procrastina-
ción en la presentación de declaraciones 
de impuestos, donde muchos contribu-
yentes esperan hasta el último momento 
para declarar, lo que genera colapsos en 
las plataformas de la Dian y aumenta los 
errores en las declaraciones. También se 
manifiesta en la subdeclaración de ingre-
sos entre trabajadores independientes, 
quienes prefieren evitar un pago inmedia-
to sin considerar las sanciones futuras. 

•	 Contabilidad mental
	 La contabilidad mental es un concepto 

que describe cómo los individuos catego-
rizan el dinero según su origen y destino, 
en lugar de tratarlo de manera uniforme 
(Thaler, 1999). En Colombia muchos tra-
bajadores informales y pequeños empre-
sarios manejan su dinero sin separar los 
fondos destinados a impuestos, lo que 
dificulta el cumplimiento tributario. Ade-
más, los contribuyentes suelen percibir 
los reembolsos fiscales como “dinero ex-
tra” en lugar de un ajuste de su carga tri-
butaria, lo que puede afectar su ahorro. 

•	 Normas sociales
	 Las normas sociales juegan un papel 

crucial en la decisión de cumplir con las 
obligaciones tributarias. En Colombia la 
percepción de que la evasión fiscal es ge-
neralizada puede incentivar a más con-
tribuyentes a incumplir, perpetuando un 
ciclo de baja recaudación y desconfianza 
en la administración tributaria. Sin em-
bargo, estrategias como la publicación de 
tasas de cumplimiento elevadas y cam-

pañas de reconocimiento a los buenos 
contribuyentes pueden reforzar normas 
positivas. 

Intervenciones conductuales  
en el diseño de políticas tributarias  
El cumplimiento tributario no solo depende 
de sanciones y fiscalización, sino también 
de estrategias que aprovechen principios de 
la economía del comportamiento. Diversos 
mecanismos conductuales pueden mejorar 
la eficiencia del sistema tributario colombia-
no, reduciendo la evasión y fomentando una 
mayor participación ciudadana en el pago 
de impuestos. A continuación, se presentan 
intervenciones clave basadas en la economía 
del comportamiento que pueden aplicarse en 
el diseño de políticas fiscales en Colombia.

Saliencia: hacer que la información tributaria 
sea más visible y fácil de entender.

La saliencia hace referencia a la capacidad 
de una información para captar la atención de 
los contribuyentes y facilitar su comprensión. 
En Colombia muchos ciudadanos y empresas 
enfrentan dificultades para comprender sus 
obligaciones tributarias debido a la compleji-
dad del sistema fiscal y la falta de comunica-
ción clara por parte de la Dian.

Aplicaciones en Colombia
•	 Simplificación de los formularios de de-

claración: la Dian puede rediseñar los 
formularios de impuestos, utilizando un 
lenguaje claro y ejemplos visuales para 
ayudar a los contribuyentes a completar 
correctamente sus declaraciones.

•	 Uso de recordatorios personalizados: en-
viar mensajes de texto o correos electró-
nicos recordando fechas de vencimiento y 
proporcionando enlaces directos a plata-
formas de pago ha demostrado ser efecti-
vo para aumentar el cumplimiento.
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•	 Alertas en aplicaciones bancarias: incor-
porar notificaciones en las aplicaciones 
de bancos sobre la proximidad de fechas 
de vencimiento tributario, facilitando el 
pago desde la misma plataforma.

Valores predeterminados: inscripción automá-
tica en planes de ahorro con ventajas fiscales.

El uso de valores predeterminados es 
una estrategia efectiva para fomentar com-
portamientos deseables sin necesidad de 
intervención activa por parte del contribu-
yente. En el contexto colombiano, una op-
ción viable es la inscripción automática en 
planes de ahorro con beneficios fiscales para 
promover el cumplimiento y la planificación 
financiera.

Aplicaciones en Colombia
•	 Planes de ahorro para el pago del im-

puesto predial: establecer un sistema en 
el que los propietarios de viviendas sean 
inscritos automáticamente en un plan de 
ahorro mensual para el pago del impues-
to predial. Esto ayudaría a reducir la car-
ga financiera acumulada al final del año 
y disminuiría los niveles de morosidad.

•	 Deducciones automáticas para trabaja-
dores independientes: implementar un 
sistema en el cual los trabajadores inde-
pendientes inscritos en el régimen sim-
ple de tributación tengan una retención 
automática de impuestos basada en sus 
ingresos registrados, evitando la necesi-
dad de una declaración compleja.

•	 Incentivos en pensiones y cesantías: pro-
mover la inscripción automática en fon-
dos de pensiones voluntarias y cesantías 
con beneficios fiscales, asegurando que 
más personas aprovechen estas opciones 
sin requerir trámites adicionales.

Normas sociales: destacar las altas tasas de 
cumplimiento entre otros contribuyentes.

Las normas sociales juegan un papel 
clave en la toma de decisiones tributarias. 
Cuando los contribuyentes creen que la ma-
yoría de las personas cumplen con sus im-
puestos, es más probable que ellos también 
lo hagan. En Colombia, la percepción de que 
la evasión fiscal es alta puede desincentivar 
el cumplimiento, por lo que es crucial desta-
car ejemplos positivos.

Aplicaciones 
en Colombia
•	 Mensajes en declaraciones de impuestos: 

incluir frases en los formularios de la 
Dian como “El 85 % de los colombianos 
cumple con sus obligaciones tributa-
rias a tiempo”, refuerza la idea de que el 
cumplimiento es la norma.

•	 Publicación de estadísticas de cumpli-
miento: presentar datos positivos sobre 
la recaudación y el uso de los impuestos 
en plataformas digitales y medios de 
comunicación para reforzar la confian-
za en el sistema fiscal.

•	 Reconocimiento a buenos contribuyen-
tes: implementar un programa de “Con-
tribuyente Ejemplar” donde se premie 
públicamente a ciudadanos y empresas 
que cumplen consistentemente con sus 
obligaciones fiscales.

Encuadre: presentar la información tributa-
ria de forma positiva o alentadora.

La manera en que se presenta la infor-
mación tributaria influye en la percepción y 
la disposición de los contribuyentes a cum-
plir con sus obligaciones. En lugar de enfa-
tizar sanciones y penalidades, los mensajes 
pueden enfocarse en los beneficios que trae 
el pago de impuestos para la sociedad.

Aplicaciones 
en Colombia
•	 Facturas con mensajes positivos: al 

emitir facturas de pago de impuestos, 
incluir mensajes como “Gracias a su 
aporte 500 niños recibieron educación 
gratuita este mes” puede generar mayor 
aceptación del sistema.

•	 Campañas de comunicación visualmen-
te atractivas: crear videos o infografías 
que expliquen cómo se invierten los im-
puestos en salud, educación e infraes-
tructura, en lugar de centrarse solo en 
las obligaciones fiscales.

•	 Mensajes en portales de pago: en la pla-
taforma de la Dian, antes de confirmar 
un pago, mostrar frases como “Su con-
tribución ayuda a construir un mejor 
futuro para Colombia” refuerza la mo-
tivación para cumplir. 

✔ Muchos 
trabajadores 
informales 
y pequeños 
empresarios 
manejan su dinero 
sin separar los 
fondos destinados a 
impuestos.

✔ El cumplimiento 
tributario no 
solo depende 
de sanciones 
y fiscalización, 
sino también 
de estrategias 
que aprovechen 
principios de la 
economía del 
comportamiento. 
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Diagnostico actual 
del sistema tributario
Características del sistema tributario  
colombiano

El sistema tributario colombiano se com-
pone de impuestos directos e indirectos. En-
tre los principales tributos se encuentran:
•	 Impuesto sobre la renta y complementarios: 

afecta tanto a personas naturales como 
jurídicas. Las altas tasas impositivas para 
las empresas han sido objeto de críticas 
debido a su impacto en la inversión y el 
crecimiento económico.

•	 Impuesto sobre el valor agregado (IVA): con 
una tasa general del 19 %, es una fuente 
importante de ingresos, pero su estructu-
ra regresiva genera presión sobre los hoga-
res de menores ingresos.

•	 Impuesto al patrimonio: dirigido a las per-
sonas con altos niveles de riqueza, aunque 
su impacto en la recaudación es limitado.

•	 Impuesto predial e industria y comercio 
(ICA): tributos de orden territorial que de-
penden de la administración local.
Colombia presenta una recaudación tri-

butaria baja en comparación con la Ocde, 
situándose en 22,2 % del PIB en 2023p, mien-
tras que el promedio de la Ocde es 33,9 %, una 
diferencia de más de 11 puntos porcentuales. 
Aunque ha crecido desde 2021 (19,2 %), sigue 
reflejando una menor capacidad del Estado 
para financiarse a través de impuestos en 
comparación con economías desarrolladas. 
(Gráfico 1).

La participación de los ingresos de la renta 
corporativa sobre el total del recaudo tributa-

GRÁFICO 1. 
INGRESOS: RECAUDACIÓN TRIBUTARIA COMO PORCENTAJE DEL 
PIB, 2021-2023P

Fuente: Ocde 2025.

Colombia presenta una recaudación tributaria baja en 
comparación con la Ocde, situándose en 22,2 % del PIB en 
2023p, mientras que el promedio de la Ocde es
33,9 %, una diferencia de más de 11 puntos porcentuales.❯
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Para Colombia esta alta dependencia del 
impuesto de renta corporativa implica vul-
nerabilidad fiscal ante crisis económicas o 
caídas en la rentabilidad empresarial. Una 
tributación excesiva a las empresas desin-
centiva la inversión y fomenta la evasión 
fiscal y la informalidad. En comparación, 
economías desarrolladas dan mayor peso a 
impuestos al consumo y renta a personas, 
reduciendo la presión sobre el sector pro-
ductivo. 

Para mejorar su competitividad y estabili-
dad fiscal, Colombia debe buscar un equilibrio 
en su estructura impositiva, reducir la carga 
sobre las empresas y ampliar otras fuentes 
de ingresos fiscales, garantizando un sistema 
más equitativo y sostenible.

GRÁFICO 2 .
IMPUESTOS DE RENTA CORPORATIVA, 2021

Fuente: Ocde (2023a).

Principales retos del sistema  
tributario colombiano
•	 Alta evasión y elusión fiscal
	 Uno de los mayores problemas del sistema 

tributario colombiano es la evasión y elu-
sión fiscal. Se estima que la evasión del IVA 
se encuentra entre el 20 % y el 30 %, mien-
tras que la evasión del impuesto sobre la 
renta empresarial supera el 30 %. La infor-
malidad económica también contribuye a 
esta problemática, ya que una gran pro-
porción de la actividad comercial ocurre 
fuera del sistema tributario formal.

•	 Complejidad del sistema tributario
	 La estructura fiscal en Colombia es com-

pleja, dificultando el cumplimiento por 
parte de los contribuyentes y generando 
altos costos administrativos. La multipli-
cidad de tributos y regímenes impositivos 
crea incertidumbre y eleva los costos de 
transacción, afectando tanto a empresas 
como a individuos.
El gráfico 2 muestra el Índice de Com-

petitividad Tributaria Internacional 2024, 
donde Estonia lidera con la puntuación 
más alta (100 puntos), seguida por Letonia 
(92.2) y Nueva Zelanda (84.2), reflejando 
sistemas fiscales eficientes y favorables 
para la inversión. 

rio y la tasa del impuesto de renta corporativa 
en distintos países muestra que Colombia tie-
ne la tasa más alta (35 %) y, al mismo tiempo, 
la mayor dependencia de este impuesto en su 
recaudación total (23,7 %). En contraste, el 
promedio de la Ocde establece una tasa del 
25 %, con una menor participación de la renta 
corporativa en la recaudación total (10,2 %). 
Países como Irlanda (12,5 %) y Suiza (14,9 %) 
logran atraer inversión con tasas impositivas 
bajas sin depender excesivamente de este tri-
buto. (Gráfico 2)

✔ Los ciudadanos y 
empresas de Estonia 
se destacan por su 
alto cumplimiento 
tributario. Su sistema 
fiscal está altamente 
digitalizado, 
es simple y 
transparente, con 
pocas exenciones 
y deducciones, 
con un marco legal 
predecible, y con 
un solo impuesto 
corporativo de 
20%, que solo se 
paga cuando se 
distribuyen las 
utilidades.
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GRÁFICO 3. 
ÍNDICE DE COMPETITIVIDAD TRIBUTARIA INTERNACIONAL 2024

•	 Baja competitividad fiscal
	 Según el Índice Internacional de Com-

petitividad Tributaria, Colombia se en-
cuentra en una posición poco favorable 
debido a sus elevadas tasas impositivas 
y la falta de incentivos efectivos para la 
inversión. Esto desincentiva la llegada de 
capital extranjero y afecta el crecimiento 
del sector empresarial. (Gráfico 3).

Implicaciones y recomendaciones 
de política
Diseño de políticas tributarias más eficaces

Para mejorar la eficiencia y equidad del 
sistema tributario colombiano, es necesario 
aplicar estrategias que incentiven el cumpli-
miento voluntario y reduzcan la evasión. Al-
gunas recomendaciones incluyen:
•	 Uso de incentivos conductuales: incorpo-

rar nudges fiscales como recordatorios 

personalizados y mensajes positivos que 
refuercen el cumplimiento tributario. 
Estudios han demostrado que los contri-
buyentes son más propensos a pagar sus 
impuestos cuando se les recuerda que la 
mayoría de sus compatriotas cumplen 
con sus obligaciones fiscales.

•	 Simplificación de la declaración y el pago 
de impuestos: reducir la complejidad del 
sistema tributario mediante la automa-
tización de procesos y la adopción de 
formularios más intuitivos. La implemen-
tación de declaraciones prellenadas y la 
integración con plataformas bancarias 
facilitaría el cumplimiento.

•	 Mayor progresividad en la tributación: 
ajustar las tasas impositivas para que 
quienes tienen mayores ingresos contri-
buyan en mayor proporción, reduciendo 
la carga sobre los sectores más vulnera-
bles. Reformas al impuesto sobre la renta 
y al patrimonio pueden mejorar la equi-
dad fiscal.

•	 Uso de valores predeterminados: imple-
mentar mecanismos de inscripción auto-
mática en planes de ahorro con beneficios 
fiscales, asegurando que los contribuyen-
tes adopten mejores prácticas de planifi-
cación financiera sin necesidad de inter-
vención activa.

Fuente: Ocde 2025.

En contraste, Colombia ocupa la última 
posición (38°) con 45.7 puntos, lo que indica 
un sistema tributario menos competitivo en 
términos de carga fiscal, simplicidad y estruc-
tura de incentivos. Otros países latinoameri-
canos como México (64.9, posición 23) y Chile 
(58.4, posición 29) también se ubican en la 
parte baja del ranking, aunque por encima de 
Colombia. 

✔ Las normas 
sociales positivas, 
visibilizadas en el 
entorno cotidiano, 
pueden fomentar una 
cultura tributaria más 
sólida y participativa.

¡EL BUENA PAGA GANA!
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La integración de estrategias basadas en la economía 
del comportamiento puede mejorar la recaudación de 
impuestos, fortalecer la confianza en el sistema 
tributario y promover una mayor equidad en la distribución 
de la carga fiscal en Colombia.❯

Conclusiones
El análisis de sesgos conductuales en el con-
texto colombiano sugiere que el comporta-
miento tributario está influenciado por facto-
res psicológicos y sociales que van más allá de 
la racionalidad económica tradicional. Com-
prender cómo la aversión a la pérdida, el en-
cuadre, el sesgo del presente, la contabilidad 
mental y las normas sociales afectan el cum-
plimiento tributario, permite diseñar políticas 
fiscales más efectivas. 

La integración de estrategias basadas en 
la economía del comportamiento puede me-
jorar la recaudación de impuestos, fortalecer 
la confianza en el sistema tributario y promo-
ver una mayor equidad en la distribución de la 
carga fiscal en Colombia.

El uso de intervenciones conductuales 
en el diseño de políticas tributarias en Co-
lombia puede mejorar el cumplimiento fis-
cal y fortalecer la confianza en el sistema. 
A través de estrategias como la saliencia, 

los valores predeterminados, las normas 
sociales y el encuadre, es posible facilitar 
el proceso tributario y motivar a más con-
tribuyentes a cumplir con sus obligaciones. 
Implementar estas tácticas no solo aumen-
taría la recaudación, sino que también pro-
movería una cultura de responsabilidad fis-
cal y transparencia en el país.

Las políticas tributarias en Colombia pue-
den beneficiarse de un enfoque basado en la 
economía del comportamiento para mejorar 
el cumplimiento y la eficiencia del sistema fis-
cal. A través de la simplificación de procesos, 
la promoción de normas sociales positivas y la 
digitalización de la administración tributaria, 
es posible fortalecer la recaudación y aumentar 
la equidad del sistema. La colaboración entre el 
gobierno y el sector privado es esencial para im-
plementar estas estrategias de manera efectiva, 
mientras que la investigación continua permiti-
rá perfeccionar las intervenciones y adaptarlas a 
las características específicas del país. EC
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RECAUDO TRIBUTARIO 

EL RECAUDO TRIBUTARIO debe corresponder-
se con las necesidades de los países, puede 
aumentar de manera significativa, pero si los 
gastos y las necesidades de inversión aumen-
tan por encima del racaudo, será insuficiente 
a pesar de los esfuerzos fiscales. 

Colombia es un país con un recaudo tri-
butario insuficiente para poder atender todas 
las necesidades del país en educación, salud, 
infraestructura, desarrollo rural, seguridad y 
demás programas sociales. 

La complejidad del sistema tributario en Colombia genera obstáculos tanto 
para el cumplimiento de los contribuyentes como para la administración fiscal, 
lo que termina afectando el proceso de recaudo y reduciendo los recursos que 

el Estado puede obtener para invertir en el desarrollo del país.

JAIRO ORLANDO 
VILLABONA ROBAYO 

PROFESOR ASOCIADO 
UNIVERSIDAD NACIONAL 

DE COLOMBIA

INSUFICIENTE PARA ATENDER 
LAS NECESIDADES SOCIALES

Esto se hizo más evidente en 2024 cuando 
hubo necesidad de hacer billonarios recortes 
en muchos de estos sectores por la falta del 
recaudo o sobreestimaciones generando in-
conformismos sociales. En 2024 el recaudo 
tributario en Colombia, sin incluir la segu-
ridad social, estuvo en el 14,5 %, mientras el 
promedio de los países de la Ocde para 2022 
era cercano al 27 % (Bascuñán, 2022), a nivel 
internacional es también un recaudo modes-
to. (Gráficos 1 y 2).

GRÁFICO 1. 
RECAUDACIÓN IMPOSITIVA 
COMO PORCENTAJE DEL PIB 2022

Fuente: Banco Mundial, elaboración propia
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Valor agregado- industria
Los países sin una industria desarrollada 
suelen tener un menor crecimiento econó-
mico. La industria es un motor clave para 
el crecimiento económico, genera una gran 
cantidad de empleos, tanto directos como 
indirectos, mejora la productividad a tra-
vés de la innovación, la adopción de nuevas 
tecnologías y la eficiencia en los procesos, 
lo cual permite un crecimiento económico 
sostenido y un mayor recaudo. 

Los países como Colombia, que depen-
den de sectores primarios como la agricultura 
o la extracción de recursos naturales, pueden 
tener un crecimiento más volátil y limitado, 
estos sectores están sujetos a fluctuaciones 
de precios en los mercados internacionales y 
no generan tantos beneficios a largo plazo en 
términos de innovación y desarrollo.

Gasto tributario
Para revisar entre los gastos tributarios que 
cumplen sus objetivos y aquellos que no lo 
hacen, se deben evaluar desde su eficacia y 
eficiencia para lograr las metas de política 
determinadas.  

Las evaluaciones ex ante deben determi-
nar el monto de los ingresos que no se van a 
recibir  al nivel del gasto asignado y este gasto 
debe estar justificado por un beneficio social 
importante, en dicha evaluación el beneficio 
social debe ser mayor que el valor dejado de 
recaudar. En las evaluaciones ex post, lo que 
se pretende es determinar si aún el beneficio 
social sigue siendo mayor que el valor dejado 
de recaudar, así mismo se debe determinar 
por cuanto tiempo se justifica que dicho gas-
to, no puede ser indefinido. 

Según la Cepal (Berg, 2023), Colombia es 
el país con mayor gasto tributario de América 
Latina, cerca de 7,2 % del PIB lo que implica 
para 2023 alrededor de $113 billones, sin em-
bargo, de acuerdo con las últimas cifras de la 
Dian este valor está por encima del 8,0 % del 
PIB. (Gráfico 3). 

Esto implica una alta erosión de la base 
tributaria que no permite un adecuado re-
caudo, ni tampoco un sistema progresivo. Los 
beneficios o gastos tributarios no han obede-
cido a estudios ex ante y ex post, tampoco se 
han realizado evaluaciones y al parecer han 
obedecido más al lobby parlamentario.

GRÁFICO 2. 
RECAUDO NETO DE IMPUESTOS DIAN
PORCENTAJE DEL PIB 2018-2025

Fuente:DIAN, Elaboración propia
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En Colombia se han aprovechado en 
forma indebida varios de estos beneficios, 
las zonas francas se establecen para gene-
rar exportaciones, tan solo el 48 % de ellas 
exporta, se han creado fundaciones desde 
grandes empresas para desviar parte de las 
utilidades, se han dado beneficios exagera-
dos en hotelería, se han aprovechado zonas 
de desastres o pobreza por parte de gran-
des grupos para facturar desde esos lugares 
a bajas tasas, sin la operación correspon-
diente. 

Lobby
El lobby en sí mismo no es una práctica ile-
gítima cuando se reglamenta conveniente-
mente y genera la participación adecuada de 
la ciudadanía en el esfuerzo por incidir en las 
decisiones públicas. En Chile se aprobó la ley 
de lobby para regular la forma en que se repre-
sentan los intereses particulares frente a las 
autoridades (Arís, 2018).

Cuando el lobby no se reglamenta pasa de 
ser una adecuada herramienta para aumen-
tar la participación ciudadana a convertirse 
en un elemento negativo, sesgado y perjudi-
cial para las políticas públicas. Generalmente 
los grupos de poder con su amplia influen-
cia logran que el lobby genere desigualdad 
en la representación de intereses, influencia 
indebida, competencia desleal, entre otras 

prácticas irregulares y corruptas, donde se 
privilegian los intereses particulares sobre los 
colectivos.

En Colombia es necesario reglamentar el 
lobby, determinar los parámetros que otor-
guen un acceso responsable, previniendo una 
posible conquista institucional por parte de 
aquellos que tienen mayor poder o influen-
cia para incidir en las políticas públicas o en 
prácticas irregulares.

Evasión
La evasión o fraude fiscal es un delito median-
te el cual se ocultan ingresos, activos, se de-
claran pasivos inexistentes y se realizan otras 
maniobras para reducir el monto de impues-
tos que se deben pagar. La evasión fiscal dis-
minuye el recaudo y tiene múltiples causas; 
algunas son de orden económico y social pro-
pio del país, y otras provienen directamente 
de una gestión fiscal inadecuada y de un con-
trol demasiado débil.

El valor de la evasión en Colombia para 
2024 según (Dian, 2025) fue de $98 billones 
(5,4 % del PIB), IVA $30.8 billones (1,8 % del 
PIB), renta personas naturales $21.1 billones 
(1,1 % del PIB) y renta personas jurídicas $46 
billones (2,5 % del PIB). 

De acuerdo con la investigación doctoral 
en la Université de Rouen (Villabona, 2015), 
denominada “La lucha contra el fraude fis-

GRAFICO 3.
GASTO TRIBUTARIO (% DEL PIB)

Fuente: (Berg, 2023) CEPAL
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El sistema tributario en Colombia es complejo, cuenta 
con más de 290 beneficios fiscales, entre ingresos no 
constitutivos de renta, exenciones, descuentos tributarios, 
deducciones fiscales especiales, esta situación tiene un alto 
impacto en el recaudo de impuestos. ❯

cal – caso Colombia” se pudo determinar que 
existen diferentes causas de la evasión en Co-
lombia que se dividen en causas externas o 
ajenas a la administración de impuestos, las 
mixtas y las internas relacionadas con la en-
tidad. 

En orden de importancia en las externas, 
de acuerdo con la información del Índice 
Mundial de Competitividad (IMD), con altos 
índices de correlación se encuentran: la in-
equidad, la informalidad, la corrupción y la 
inversión pública en educación.  En las mix-
tas en las que influyen factores externos y de 
la administración se encuentran: educación 
y cultura fiscal, la legislación, cooperación 
internacional e interinstitucional y en las in-
ternas se encuentran la tecnología, baja fisca-
lización, complejidad del sistema y recursos 
humanos. 

Factores externos
Inequidad. Se pudo verificar, de acuerdo con 
el IMD, que aquellos países con mayor in-
equidad también son los que tienen mayor 
evasión, por ende, un menor recaudo. Colom-
bia en 2022, de acuerdo con cifras del Banco 
Mundial, era el país con mayor inequidad en 
el mundo (Banco Mundial, 2025). La inequi-
dad es un problema estructural y está rela-
cionado con la regresividad de los impuestos, 
por tal razón se hace necesario realizar una 
reforma estructural que permita que los im-
puestos generen una real distribución de los 
ingresos, como uno de los principios funda-
mentales de la tributación.

Informalidad. De acuerdo con una estima-
ción a julio de 2024 (Dane, 2025), la informali-
dad alcanzó a nivel nacional el equivalente de 
56 %. Las empresas informales pueden ofre-
cer productos o servicios a precios más bajos 
porque no pagan impuestos, ni cumplen otras 
disposiciones, se crea una competencia des-
leal para las empresas que cumplen con sus 
obligaciones.

La informalidad está asociada a menores 
niveles de productividad y competitividad. 
Las microempresas, que constituyen el 95 % 
de las unidades productivas en el país, enfren-
tan desafíos como dificultades para acceder 
a financiamiento y tecnología avanzada, limi-
tando su capacidad de crecimiento y forma-
lización. 

Corrupción. A nivel global existe una alta 
correlación entre las cifras de corrupción y la 
evasión (IMD- International Institute for Ma-
nagement Development, 2023). En Colombia, 
la corrupción y la evasión de impuestos están 
estrechamente relacionadas y se alimentan 
mutuamente, lo que dificulta el avance hacia 
una mayor transparencia y equidad fiscal.

En un contexto donde hay corrupción en 
las instituciones encargadas de la fiscaliza-
ción, la evasión de impuestos se facilita. Los 
inspectores o auditores fiscales corruptos 
pueden omitir investigaciones, manipular 
informes o, incluso, borrar deudas fiscales a 
cambio de dádivas; es necesario señalar que 
son pocos los funcionarios corruptos, pero le 
hacen un daño irreparable a la entidad. 

La percepción de corrupción también 
genera desconfianza en el sistema tributario, 
lo que lleva a que muchos contribuyentes, 
tanto personas como empresas, eviten pagar 
impuestos, ya que sienten que su dinero no 
será utilizado de manera transparente o en 
su beneficio.

Inversión pública en educación. De acuerdo 
con las cifras del IMD, la inversión pública en 
educación está correlacionada inversamente 
con la evasión de impuestos, a menor inver-
sión en educación mayor evasión. Si no exis-
te cierto nivel de formación, tampoco existe 
conciencia sobre las obligaciones tributarias. 
A pesar de que en Colombia ha aumentado 
en los últimos años la inversión pública en 
educación, los niveles han sido bajos. Actual-
mente está cerca del promedio de la región 
con un 4,5 % del PIB, por debajo de Uruguay, 
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Argentina, Bolivia, Costa Rica y Brasil. Se hace 
necesario aumentar el monto asignado para 
inversión pública en educación, lo que no es 
fácil en este momento.

La educación fomenta una mayor concien-
cia cívica, incluyendo el entendimiento de la 
importancia de contribuir al sistema tributario. 
Las personas que han recibido educación, espe-
cialmente en temas relacionados con la econo-
mía, la justicia fiscal y el bien común, son más 
propensas a comprender cómo los impuestos 
financian servicios públicos esenciales.

Factores mixtos e internos
Complejidad. El sistema tributario en Colom-
bia es complejo, cuenta con más de 290 bene-
ficios fiscales, entre ingresos no constitutivos 
de renta, exenciones, descuentos tributarios, 
deducciones fiscales especiales, esta situa-
ción tiene un alto impacto en el recaudo de 
impuestos. 

La variedad de normas, exenciones y re-
gulaciones crea confusión y dificultades tanto 
para los ciudadanos como para las empresas 
y lleva a errores en las declaraciones de im-
puestos, incumplimiento de las obligaciones 
tributarias, en muchos casos costos adiciona-
les, debido a la necesidad de contratar conta-
dores y/o abogados. 

La complejidad genera desigualdad en 
el cumplimiento de las obligaciones fiscales, 
las grandes empresas cuentan con recursos 
para cumplir con la normativa, mientras que 
las pequeñas y medianas empresas (pymes) 
pueden estar más expuestas a la evasión o a 
dificultades para cumplir con los requisitos.

En resumen, la complejidad del sistema 
tributario en Colombia genera obstáculos 
tanto para el cumplimiento de los contribu-
yentes como para la administración fiscal, lo 
que termina afectando el proceso de recaudo 

y reduciendo los recursos que el Estado puede 
obtener para invertir en el desarrollo del país.

Legislación. Las normas para castigar la eva-
sión son laxas. En Colombia hay normas que in-
dican que aquellos contribuyentes que omitan 
o declaren activos por un menor valor o decla-
ren pasivos inexistentes con propósito de de-
fraudación, podrán recibir penas de prisión. Sin 
embargo, esta norma queda inocua por cuanto 
también se indica que la pena podrá extinguirse 
con el pago de los impuestos siempre y cuando, 
quien los comete, no haya incurrido en estas 
conductas más de dos veces, lo cual va ser muy 
improbable que ocurra y que la administración 
lo detecte, teniendo en cuenta que los recursos 
de fiscalización son muy limitados.

En Colombia, los evasores fiscales no se 
enfrentan a penas de cárcel desde la prime-
ra vez como ocurre en países vecinos como 
Chile, Argentina o México. Las cifras de impu-
nidad en Colombia son alarmantes: durante 
mucho tiempo se ha mantenido en un nivel 
cercano al 90 %. Como señala Diego Laserna 
en su interesante estudio, solo se denuncian 
20 de cada 100 delitos, de los cuales 14 casos 
prescriben (Laserna, 2017). En estas condi-
ciones, es poco probable que una persona se 
tome la molestia de denunciar los delitos, en-
tre ellos el fraude fiscal.

Tecnología. La administración de impues-
tos no cuenta con un adecuado nivel tecnoló-
gico; existen más de 120 sistemas de informa-
ción, muchos de ellos están desarticulados y 
no cuentan con los controles necesarios para 
intrusiones y modificaciones no autorizadas, 
lo que ha ocasionado pérdidas en el recaudo 
en impuestos y aduanas. Para expedir un es-
tado de cuenta se deben consultar cinco siste-
mas con mucha probabilidad de error.

La Dian adelanta desde 2021 un préstamo 
con el BID por $250 millones de dólares, que 

La percepción de corrupción también genera desconfianza 
en el sistema tributario, lo que lleva a que muchos 
contribuyentes, tanto personas como empresas, eviten pagar 
impuestos, ya que sienten que su dinero no será utilizado de 
manera transparente o en su beneficio.❯
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en un 77 % está destinado a la modernización 
tecnológica. Es imprescindible para la enti-
dad desarrollar todo el programa que garan-
tice a través de las herramientas informáticas 
un mayor control y fiscalización, uso de algo-
ritmos, procesamientos más veloces.

Como parte de la modernización se han 
logrado avances importantes, entre otros, el 
motor de búsqueda de renta, el cual permite a 
los ciudadanos verificar su obligación de pre-
sentar la declaración de renta, la declaración 
exprés que permite aceptar, presentar y pagar 
con pocos clics, la declaración no experta, 
que facilita la preparación sin contador, y de-
talle de compras con factura electrónica. Sin 
embargo, es necesario disminuir la cantidad 
de sistemas de información, se debe lograr 
mayor integración entre ellos con una mejor 
eficiencia, mayor seguridad y  desarrollar más 
herramientas que faciliten las acciones de los 
contribuyentes.

Fiscalización. Es evidente que la Dian es una 
entidad muy compleja. Se han realizado desa-
rrollos para mejorar la fiscalización, sin embar-
go, hay varios factores que no permiten mejores 
resultados que redunden en un mayor recaudo.

De acuerdo con las cifras de la Dian a 2024, 
el monto de la cartera correspondía a $40.8 bi-
llones, sin embargo, según el concepto de la 
directora de gestión de impuestos, el monto 
recuperable no alcanza los $15 billones. Es ne-
cesario hacer una depuración objetiva de este 
valor, existe un alto desgaste en las áreas de 
cobranzas y fiscalización, muchos funciona-
rios para no tener problemas disciplinarios se 
concentran en deudas antiguas de bajo valor 
por dineros que nunca llegarán.

La fiscalización en la Dian se ve afectada 
por una deficiencia en el número de funciona-
rios en esta área, por sistemas de información 
obsoletos e inseguros, por falta de capacita-
ción pertinente y porque no existe especia-
lización por sectores económicos o tipos de 
negocios.

Es necesario implementar las recompen-
sas por denuncias de evasión y contrabando 
para montos importantes, protegiendo la 
identidad del denunciante como existe en 
otros países, con altas sanciones por falsas 
denuncias, debe dotarse con cámaras a todo 
el personal de aduanas y Polfa1 que esté re-
lacionado con la manipulación o control de 

mercancías, debe restringirse el efectivo, se 
presta para el lavado de activos, todas las ope-
raciones deben ser facturadas electrónica-
mente. Es necesario exigir más información 
a los catastros municipales, a plataformas de 
servicios electrónicos como Airbnb, Uber, etc. 

En razón a los insistentes rumores de co-
rrupción que existe en los puertos, incluso 
en los aeropuertos, en la Dian se seleccionó 
un grupo de funcionarios capacitados, que 
deben cumplir con pruebas de confiabilidad 
y polígrafo para tomarse toda la operación 
aduanera en períodos de al menos un mes.

Un control muy importante está relacio-
nado con el cruce automático de información 
de la facturación electrónica con los medios 
de pago como tarjetas débito, crédito, davi-
plata y otros; el monto de la factura electróni-
ca nunca puede ser menor a lo reportado por 
estos medios de pago. 

Se deben establecer normas de selectivi-
dad en tráfico postal y pasajeros que hoy en 
día no existen, así mismo, como se pretendía 
establecer en la Ley de Financiamiento se 
debe cobrar el IVA en los paquetes inferiores 

1.	 Polfa. Policía Fiscal y Aduanera

❯❯ Pequeños 
negocios enfrentan 
grandes retos para 
cumplir con el 
sistema tributario 
colombiano, debido 
a su complejidad 
y a los costos de 
asesoría contable 
que deben asumir.
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ES NECESARIO 
PROFUNDIZAR EN 
LA FISCALIZACIÓN 
DE LOS INGRESOS 
REPORTADOS 
POR EVENTOS, 
CONCIERTOS, 
FIESTAS Y 
ESPECTÁCULOS 
PÚBLICOS, 
EN COMPRAS 
ELECTRÓNICAS 
Y MEJORAR LOS 
PROCESOS DE 
SELECCIÓN DE 
FUNCIONARIOS.

a $200 dólares. Los comerciantes a través de 
Fenalco indican que los comerciantes legales 
están siendo muy afectados por el ingreso de 
mercancías de bajos valores que no pagan 
IVA, ni aranceles.

De acuerdo con las cifras (Banco de la 
República, 2025) sobre inversión de colom-
bianos en el exterior, se puede apreciar que 
hay montos muy importantes en millones de 
dólares que van a los paraísos fiscales. Es ne-
cesario que la Dian, a través de fiscalización 
y analítica, permita rastrear que se están de-
clarando esos patrimonios y los ingresos que 
eventualmente puedan recibir en ellos, debe 
asegurarse un intercambio de información 
con estos territorios o de lo contrario estable-
cer normas que prohíban el giro desde y hacia 
esos paraísos fiscales. 

Debe modificarse la norma con el pro-
pósito de que cuando los funcionarios de la 
Dian realicen visitas y encuentren, con prue-
bas suficientes, que no se está facturando 
electrónicamente puedan cerrar el estableci-
miento de manera preventiva de inmediato, 
al menos durante 3 días. Actualmente solo se 
expide un acta y se regresa a los cuatro me-
ses, aproximadamente, lo cual no intimida a 
los evasores.

Se deben realizar auditorías conjuntas con 
los municipios y departamentos, intercambio 
de información interinstitucional e interna-
cional, debe efectuarse el cruce automático 
de los registros de exportación de los países 
de donde proceden las mercancías frente a 
los registros de importación aprovechando la 
base de datos obtenida por la fiscalía, se po-
drán verificar subfacturaciones.

Un aspecto que afecta notablemente el re-
caudo es el beneficio de auditoría; es conoci-
do que grandes empresas lo han aprovechado 
teniendo en cuenta el tiempo tan corto para 
poder hacer la fiscalización. Internamente en 
la Dian hay análisis que estiman evasiones 
por varios billones. 

Es necesario profundizar en la fiscaliza-
ción de los ingresos reportados por eventos, 
conciertos, fiestas y espectáculos públicos, en 
compras electrónicas y mejorar los procesos 
de selección de funcionarios. Es conveniente 
la implementación de videos pedagógicos en 
todas las áreas, profundizar en las mesas an-
ticontrabando, para puestos sensibles siem-
pre se deben efectuar pruebas de polígrafo, 
se debe mejorar el uso de la información y el 
acceso regulado a las direcciones seccionales 
de la Dian. EC
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DELEGADA PARA ECONOMÍA 
Y FINANZAS PÚBLICAS

ENTENDER LO QUE SUCEDE 
ES ENCONTRAR LAS 
OPORTUNIDADES

SE HA DESATADO UN MAREMOTO GLOBAL 
CON EL REGRESO DEL PRESIDENTE DONALD 
TRUMP, con evidentes cambios políticos y eco-
nómicos que sacuden los paradigmas existen-
tes y que han desencadenado situaciones que 
obligan a analizar y replantear los modelos 
económicos, las alianzas y las posibilidades 
y que, al mismo tiempo, pueden representar 
tanto desafíos como oportunidades para Co-
lombia, lo cual implica que debe posicionarse 
estratégicamente para beneficiarse de la nue-
va configuración del comercio internacional. 

Por ejemplo, al tener un acuerdo de libre 
comercio con Estados Unidos, Colombia tie-
ne la posibilidad de incrementar sus exportaciones, la 
inversión mediante el friendshoring, el impulso a los sec-
tores de energía y minería y crear las condiciones para 
multiplicar el turismo norteamericano en el país.

Tenemos que considerar que estamos frente a una 
coyuntura particular por el avance exponencial de la 
tecnología, la inminente transformación de las energías, 
el calentamiento global,  la manipulación de la informa-
ción, la inteligencia artificial, el internet de las cosas, la 
comunicación cuántica y la influencia social de las redes 
virtuales.

En un escenario tan particular y en circunstancias 
tan complejas, la presencia de un personaje disruptivo 
e impulsivo como Donald Trump transforma significati-

La llegada de Donald Trump al poder no debe verse solo como una 
amenaza, sino también como una coyuntura que, bien gestionada, 

puede significar oportunidades para Colombia, con motivos históricos 
y capacidad suficiente para adaptarse a los cambios en la política 
estadounidense y fortalecer su posición en el escenario global. Se 
requiere liderazgo, visión estratégica y una diplomacia pragmática 

que permita convertir los desafíos en ventajas competitivas.

vamente el panorama. Incluso antes de su 
posesión ya se observaban cambios: los con-
flictos en Europa y Oriente Medio comenza-
ron a experimentar alteraciones, mientras 
que sus socios comerciales se preparaban 
para enfrentar las amenazas proteccionis-
tas que marcaron su campaña. No sólo ha 
cumplido estas promesas a cabalidad, sino 
que las ha intensificado, demostrando que el 
poder permite ejercer una presión aún ma-
yor en favor de los propios intereses.

En el ámbito interno, su estrategia sigue 
alineada con la consigna de “Make America 
Great Again”, basada en fortalecer la seguri-

dad, la prosperidad y el poderío estadounidense. A nivel 
internacional, esto se traduce en la contención de la cre-
ciente influencia china en todos los continentes, la reduc-
ción del histórico déficit comercial con diversas naciones, 
la represión de la migración ilegal y el tráfico de drogas, así 
como la drástica disminución de la cooperación exterior, 
ahora sujeta a condiciones estrictas y contraprestaciones 
específicas. (White House, 2025).

No hay dudas sobre la seriedad de estas adverten-
cias. Sus principales socios comerciales, como México y 
Canadá, lo han constatado de primera mano; sus aliados 
tradicionales en Europa han sentido la presión; y sus ad-
versarios, especialmente China, han enfrentado medidas 
contundentes. 

MARÍA CLAUDIA 
LACOUTURE

PRESIDENTA EJECUTIVA 
AMCHAM COLOMBIA
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En América Latina, todas las naciones, incluyendo 
Colombia, han sido testigos del alcance de su determina-
ción. Colombia, de hecho, fue el primer país en poner a 
prueba su enfoque, y Trump no dudó en desplegar su po-
derío para dejar clara su disposición a utilizar todos los re-
cursos disponibles para hacer valer sus políticas. (Cámara 
Colombo Americana, AmCham Colombia, 2025).

Las tensiones con terceros dejan espacios
En todas las confrontaciones comerciales que se avecinan 
Colombia podría beneficiarse. Una menor presencia de 
China, de México o de Canadá, abre opciones en sectores 
como la agroindustria y la manufactura, principalmen-
te. Sin embargo, para aprovechar esta ventaja, Colombia 
debe mejorar su infraestructura, reducir costos logísticos 
y fortalecer la competitividad de sus empresas.

Los estadounidenses también esperan reducir la in-
fluencia china en el continente americano. En Colombia, 
a pesar del aumento de la inversión y de acuerdos del 
Gobierno con China, los empresarios nacionales siguen 
respaldando y priorizando la relación de beneficio mutuo 
con Estados Unidos.

El impacto del comercio chino es una preocupación 
mutua y un desafío compartido. Desde Colombia, el sec-
tor empresarial trabaja para enfrentar la competencia 
desleal y el comercio desbalanceado, pero se requiere el 

apoyo de Estados Unidos con tec-
nología y mejores prácticas para 
fortalecer la industria local y man-
tener a China al margen.

Colombia no debe depender de 
China a través de la Ruta de la Seda. 
Seguir este camino, como han he-
cho otras economías, aumentaría el 
riesgo de subordinación económica 
y tecnológica. Fortalecer la alianza 
con Estados Unidos es clave para 
preservar la autonomía y estabili-
dad del país.

La cooperación con Estados 
Unidos es clave para contrarrestar 
la expansión china en infraestructu-
ra, IA, tecnología en la nube y ener-
gía. Empresas estadounidenses ya 
invierten en estos sectores en Colombia, generando em-
pleo y modernización. La competencia desleal de China 
amenaza su estabilidad, por lo que es vital proteger estas 
inversiones estratégicas.

Momento para el friendshoring
El Friendshoring se ha convertido en una tendencia global 
que busca acercar la producción a los mercados aliados y 

❯❯ Al tener un 
acuerdo de libre 
comercio con 
Estados Unidos, 
Colombia tiene 
la posibilidad de 
incrementar sus 
exportaciones, la 
inversión mediante 
el friendshoring, 
el impulso a los 
sectores de energía 
y minería y crear 
las condiciones 
para multiplicar 
el turismo 
norteamericano en 
el país.
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cerca de los consumidores para reducir costos de trans-
porte y evitar riesgos en la cadena de suministro. La polí-
tica de ‘America First’ de Trump ha incentivado a muchas 
empresas estadounidenses a buscar socios comerciales 
más cercanos, lo que podría favorecer a Colombia como 
destino de inversión.

Colombia cuenta con una ubicación geoestratégica 
privilegiada, acceso a dos océanos, zonas francas y acuer-
dos comerciales que facilitan el comercio con Estados 
Unidos. Si el país refuerza su seguridad jurídica, hace más 
eficiente su administración pública y mejora la infraes-
tructura y competitividad por sectores con oportunida-
des podría convertirse en un centro clave para la manu-
factura, la tecnología y la tercerización de servicios (BPO). 
La llegada de nuevas empresas estadounidenses crearía 
empleo y facilitaría las transferencias tecnológicas que 
potenciarían la economía local.

Trump ha expresado su apoyo a la expansión de la in-
dustria de combustibles fósiles y la reducción de regulacio-
nes ambientales en Estados Unidos. Esta postura podría in-
fluir en la demanda de petróleo y carbón colombiano, dos 
de los principales productos de exportación del país. Con 
la posibilidad de que Estados  Unidos reduzca las restric-
ciones a la importación de estos recursos, Colombia podría 
ver un incremento en sus exportaciones energéticas, forta-
leciendo su balanza comercial.

Sin embargo, esta situación también plantea desafíos, 
ya que la transición global hacia energías renovables sigue 
en marcha. Colombia debe equilibrar su apuesta por los 
combustibles fósiles con la promoción de energías limpias, 
lo que podría atraer inversión extranjera en proyectos de 
energía solar y eólica, sectores en los que el país tiene un 
gran potencial de crecimiento. Pero también abre oportu-
nidades en sectores relacionados con la manufactura, texti-
les y confecciones, salud y, sobre todo, en el sector agrícola. 

Si Colombia refuerza su seguridad, moderniza su in-
fraestructura turística y mejora la conectividad aérea, po-
dría captar una mayor cantidad de visitantes estadouni-
denses que buscan nuevos destinos en la región. Además, 
la posible reducción de restricciones de visado para ciuda-
danos de Estados Unidos podría facilitar el incremento del 
turismo y la inversión en este sector.

Narcotráfico, migración y cooperación
La administración Trump ha mantenido un enfoque de 
“mano dura” contra el narcotráfico, lo que podría tradu-
cirse en una renovada cooperación bilateral con Colom-
bia en la erradicación de cultivos ilícitos y el combate a 
las organizaciones criminales. Esto podría representar 
un aumento en el apoyo financiero y técnico por parte de 
Estados Unidos, siempre que Colombia demuestre com-
promiso con la reducción de los cultivos, la interdicción 
de drogas y el fortalecimiento de la seguridad en las zonas 
más afectadas.

Colombia es un aliado estratégico de Estados Unidos 
en la región y la política de Trump podría llevar a un re-
fuerzo del apoyo militar, especialmente en la lucha contra 
grupos armados ilegales y el control de fronteras. Esto po-
dría traducirse en un incremento en la asistencia en in-
teligencia, equipamiento y entrenamiento de las Fuerzas 
Armadas colombianas. No obstante, es fundamental que 
Colombia maneje esta relación con equilibrio para evitar 
tensiones con otros actores internacionales y garantizar 
su soberanía.

Para Colombia la migración tiene dos componentes 
principales: por un lado, retiene en su territorio una enor-
me población de venezolanos que si no encuentran cómo 
subsistir intentarán el camino hacia el norte. Por otro lado, 
están los colombianos que buscan nuevas oportunidades 
y los nacionales que son deportados, lo cual representa un 
desafío importante pero también una oportunidad para 
fortalecer su relación con la diáspora, incentivar las opor-
tunidades, el retorno de talento y capitalizar el envío de 
remesas como un motor de crecimiento económico.

Con el endurecimiento de las políticas migratorias 
miles de colombianos en situación irregular se verán afec-
tados, lo cual podría impactar sobre las remesas, aunque 
también se incrementaría el envío de las mismas ante el 
temor de deportaciones, lo que fortalecería temporal-
mente la economía en algunos sectores.

Colombia podría aprovechar la coyuntura para pro-
mover el regreso de miles de profesionales y emprendedo-
res que se encuentran en el exterior, creando incentivos 
fiscales y programas de empleo dirigidos a colombianos 
que retornen con experiencia internacional. Sectores 
como tecnología, finanzas, investigación y educación se 
verían beneficiados con la llegada de talento altamente 
calificado.

También se podría facilitar el acceso a créditos, capi-
tal semilla y beneficios tributarios para quienes deseen 
iniciar negocios en Colombia tras su experiencia en Es-
tados Unidos. Esto permitiría que la diáspora contribuya 
a la innovación y al desarrollo económico, para lo cual se 
requiere reducir la burocracia en la homologación de es-
tudios y convalidar la experiencia laboral para facilitar la 
reincorporación de profesionales en sectores estratégicos.

Países como India y China han tenido experiencias 
interesantes en este sentido, implementando estrategias 
para atraer a sus ciudadanos de vuelta con incentivos 
para invertir en industrias clave. Colombia podría apren-
der de estos modelos para aprovechar la fuga de talento 
que ha experimentado en los últimos años.

Dejar de ver una amenaza
La actual coyuntura obliga a preguntarnos cuál debe ser la 
estrategia a adoptar, a partir de las tres opciones posibles: 
confrontarlos y llevar el país a la crisis; dejar que ruede 
el balón y vamos haciendo ajustes que nos mantengan a 
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salvo; o aprovechamos decididamente las oportunidades 
que se abren en el nuevo contexto mundial, afianzamos 
la relación estratégica con Estados Unidos, utilizamos a 
nuestro favor que no tenemos superávit comercial con 
ellos, que está vigente un acuerdo de libre comercio y que 
somos una pieza fundamental para el control de migran-
tes y el control de la producción y distribución de estupe-
facientes. No hay que ser muy inteligentes para saber cuál 
es el camino.

Mantener una actitud de confrontación pone en 
riesgo la estabilidad nacional y compromete el desarro-
llo económico, una actitud pasiva poco servirá con una 
contraparte que va a demandar acciones y exigir resulta-
dos más temprano que tarde. Nos queda la opción de las 
oportunidades, al margen de las ideologías y los populis-
mos, que es lo que menos le importa a Trump. Al gober-
nante estadounidense solo le importa que en los resulta-
dos se reflejen sus intereses.  

El Gobierno del presidente Gustavo Petro tiene la 
oportunidad de fortalecer la relación con Estados Unidos 
en beneficio del país, posicionándose estratégicamente 
en la coyuntura actual y articulando acciones con el sec-
tor privado y los actores internacionales.

Colombia debe abordar la crisis en la relación con Es-
tados Unidos con una estrategia diplomática, pragmática 
y equilibrada, que priorice sus intereses nacionales sin 
comprometer su acceso a beneficios estratégicos, debe 
fortalecer la comunicación bilateral con Washington para 
evitar que la relación se deteriore irreparablemente, ges-
tionar reuniones de alto nivel para aclarar posturas y bus-
car puntos de convergencia, evitar declaraciones públicas 
que aumenten la tensión y priorizar canales diplomáticos 
discretos.

Debe abstenerse de comprometer la seguridad y la 
estabilidad económica por posturas ideológicas innece-
sarias que puedan cerrar puertas y en su lugar impulsar 
reformas económicas y políticas que reduzcan la vulne-
rabilidad del país e incentiven la certidumbre de que el 
país es un destino confiable para invertir y diversificar la 
economía.

Tanto el sector público como el privado tienen que ac-
tuar con rapidez y pragmatismo para minimizar los efec-

tos negativos de la crisis y encontrar oportunidades de 
crecimiento en nuevos mercados y sectores. Una ruptura 
con Estados Unidos debilitará la inversión, el comercio y 
la cooperación en seguridad, en momentos en que lo que 
necesitamos es ponernos al día con los pendientes, como 
la falta de infraestructura y de seguridad, la equidad y la 
inclusión. La mejor opción es la de aprovechar las opor-
tunidades. 

Y también hay que diversificar las alianzas, explorar 
mayores relaciones comerciales y políticas con la Unión 
Europea, Asia y otros actores clave para reducir la depen-
dencia de Estados Unidos, fortalecer la integración regio-
nal en América Latina, mantener una posición soberana 
en temas sensibles, pero con una narrativa que permita la 
cooperación sin sometimiento.

Momento vulnerable
Es esencial insistir en un enfoque pragmático, donde el 
sector privado y otros actores clave jueguen un rol activo 
en preservar y fortalecer la relación bilateral. Más allá de 
la coyuntura política, la estabilidad económica y la com-
petitividad de nuestro país dependen de mantener una 
relación sólida con su principal socio comercial.

Con este propósito, la Cámara Colombo Americana, 
AmCham Colombia, ha propuesto un plan de acción in-
mediato para proteger y fortalecer la relación bilateral, 
crear nuevas oportunidades, anticiparse a posibles ten-
siones y generar oportunidades de cooperación y creci-
miento. (Cámara Colombo Americana, AmCham Colom-
bia, 2025 )

El sector empresarial ha sido un jugador clave en la 
relación bilateral durante 200 años. Lo fue durante las 
negociaciones del Tratado de Libre Comercio, lo fue en 
los momentos de difícil coyuntura de orden público, en 
la construcción del Plan Colombia y siempre ha estado 
abierto y resuelto a participar en todas las propuestas 
productivas que ha planteado el Ejecutivo. 

Hoy, más que nunca, el empresariado tiene la respon-
sabilidad de tomar la vocería para mantener esta exitosa 
historia bilateral, fuente de crecimiento y cooperación. 
Los temas que hoy afectan esta relación requieren de 
acción inmediata y constante, basada en el diálogo, en 

Los estadounidenses también esperan reducir la influencia 
china en el continente americano. En Colombia, a pesar del 
aumento de la inversión y de acuerdos del Gobierno con 
China, los empresarios siguen respaldando y priorizando la 
relación de beneficio mutuo con Estados Unidos. ❯
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DELEGADA PARA ECONOMÍA 
Y FINANZAS PÚBLICAS

la gestión y en la comunicación clara y constructiva, que 
logre minimizar el impacto de las diferencias ideológicas 
y políticas.

Una relación de mutuo beneficio
Estados Unidos es el principal socio comercial de Colom-
bia, con una relación estratégica que se refleja en un supe-
rávit en la balanza comercial y en la presencia de más de 
650 empresas estadounidenses en el país. En 2024 la inver-
sión extranjera directa (IED) de Estados Unidos en Colom-
bia alcanzó los USD 5.508 millones, representando el 39 % 
del total de la IED y registrando un crecimiento del 1,1 %, a 
pesar de que la inversión global cayó un 15,2 %, según cifras 
del Banco de la República. (Banco de la República, 2025). 
Estas inversiones han sido claves para la economía colom-
biana, impulsando la productividad y la generación de más 
de 150.000 empleos formales en sectores estratégicos.

Las empresas estadounidenses tienen una fuerte pre-
sencia en la economía colombiana, con participación en 
sectores estratégicos como el farmacéutico y salud (20 %), 
petróleo (28 %), energía y renovables (14 %), automotor 
(14 %), BPO (15 %), entretenimiento (6 %), carbón (50 %) 
y agroindustria (7 %). (Cámara Colombo Americana, Am-
Cham Colombia, 2025)

Además, muchas compañías han establecido hubs re-
gionales en Colombia, consolidando al país como un cen-
tro de operaciones para América Latina. Empresas como 
Johnson & Johnson, Cargill y 3M han reconocido la ventaja 
competitiva de operar desde Colombia, aprovechando su 
ubicación estratégica y el talento humano.

El comercio bilateral también fortalece la competiti-
vidad de las industrias estadounidenses. Productos co-
lombianos como café, flores, frutas, textiles y autopartes 
abastecen mercados claves en Estados Unidos, reduciendo 
costos de producción y asegurando insumos esenciales. 
Por ejemplo, Colombia es el primer proveedor de flores, 
generando ingresos por más de USD 1.300 millones y sus-
tentando miles de empleos en estados como Florida. De 
igual manera, el café colombiano es clave para empresas 
en California y Texas, impulsando la industria de bebidas 
y consumo masivo.

Además, el impacto del comercio y la inversión bilate-
ral trasciende a pequeñas y medianas empresas estadou-
nidenses. Colombia es un mercado prioritario para expor-
tadores de maquinaria, tecnología y servicios, brindando 
oportunidades en sectores como infraestructura, tecno-
logía y salud. La estabilidad del mercado colombiano es 
crucial para empresas con operaciones en estados como 
Texas, Florida y Georgia, donde sectores como el agrícola 
y el manufacturero dependen de insumos y exportaciones 
hacia Colombia.

Más allá del comercio y la inversión, el flujo de reme-
sas desde Estados Unidos a Colombia es un componente 
vital de la economía. Actualmente, el 53 % de las reme-
sas que recibe nuestro país provienen de Estados Unidos 
(Banco de la República, 2025), representando un pilar 
financiero para miles de hogares. Asimismo, el turismo 
estadounidense ha crecido, registrando más de 1.2 millo-
nes de visitantes al año, generando ingresos y empleo en 
sectores clave del país. (Ministerio de Comercio, Industria 
y Turismo, MinCIT, 2025)

El turismo representa otra oportunidad de extraordi-
nario potencial. Colombia podría consolidarse como un 
destino atractivo para turistas y nómadas digitales que 
buscan alternativas en América Latina. El país cuenta 
con una biodiversidad excepcional, playas caribeñas, ciu-
dades históricas y una creciente oferta en turismo de na-
turaleza y aventura.

Transformemos los retos en oportunidades
AmCham Colombia identificó 144 partidas con ventaja 
comparativa revelada (VCR) frente a China, 43 frente a Ca-
nadá y 37 frente a México. Estos productos, pertenecien-
tes a sectores como agroindustria, textiles, manufacturas, 
productos químicos, plásticos y bienes de valor agregado, 
destacan a Colombia como un proveedor competitivo 
para el mercado estadounidense.

El estudio de AmCham Colombia subraya que estas 
oportunidades no se limitan a unos pocos estados en Es-
tados Unidos. En total 23 de ellos, incluidos mercados cla-
ve como Florida, Texas, California y Nueva York, muestran 
interés en adquirir productos colombianos. Estos estados, 

Colombia es un aliado estratégico de Estados Unidos en 
la región y la política de Trump podría llevar a un refuerzo 
del apoyo militar, especialmente en la lucha contra grupos 
armados ilegales y el control de fronteras.❯
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por su tamaño económico, cercanía geográfica y altos índi-
ces de consumo de bienes importados, ofrecen un amplio 
panorama para que las empresas colombianas amplíen su 
alcance y encuentren nichos de mercado en diversas regio-
nes de Estados Unidos.

Además, las oportunidades no se concentran exclusi-
vamente en las regiones más industrializadas de Colom-
bia. Aunque Antioquia, Bogotá, Valle del Cauca y Atlántico 
lideran en número de productos con VCR, cada departa-
mento tiene potencial de exportación. Incluso regiones 
como Arauca, Caquetá, Casanare y Putumayo pueden 
diversificar su producción y competir en mercados inter-
nacionales con productos como cacao, frutas tropicales, 
aceites esenciales o derivados del petróleo.

Aunque frecuentemente se destaca la vecindad de 
México con Estados Unidos y las ventajas que esto ofrece, 
Colombia no queda rezagada. Con apenas dos horas y 25 
minutos de vuelo hacia Estados Unidos, una mano de obra 
competitiva y una red de empresarios decididos a crecer, el 
país cuenta con factores clave para sobresalir en la región.

Para maximizar estas oportunidades, Colombia debe 
implementar estrategias que incluyan a todas las regio-
nes, fortalezcan su infraestructura, impulsen la asociativi-
dad, ofrezcan seguridad jurídica y económica y fomenten 
la innovación. Un enfoque clave será el desarrollo de par-
ques industriales autosostenibles con suministro propio 
de energía y agua, bajo el modelo de nearshoring como 
servicio.

En el sector servicios, el país 
tiene un gran potencial para posi-
cionarse como proveedor de solu-
ciones digitales, outsourcing y tec-
nología avanzada, alineándose con 
las demandas de un mercado esta-
dounidense en evolución. (Cámara 
Colombo Americana, AmCham Co-
lombia, 2025)

Es bueno recordar que Colom-
bia mantuvo una relación respeta-
ble y fructífera con la primera ad-
ministración de Donald Trump. El 
reto ahora será construir acuerdos 
que combinen las prioridades de 
ambas naciones porque es más lo 
que nos une que lo que nos separa y 
el trabajo conjunto entre empresa-
rios de ambos países será un puen-
te de oro para aprovechar las oportunidades de beneficio 
mutuo. 

Colombia afronta una vulnerabilidad limitada, ya que 
no exporta significativamente bienes sensibles. Además, 
el Tratado de Libre Comercio entre ambos países ofrece 
un marco jurídico que protege de barreras unilaterales, 
garantizando estabilidad en el comercio y la inversión, 
incluso ante tensiones políticas entre los presidentes 
Trump y Petro.

❯❯ Si el país 
refuerza su 
seguridad jurídica, 
hace más eficiente 
su administración 
pública y mejora 
la infraestructura 
y competitividad 
por sectores con 
oportunidades 
podría convertirse 
en un centro clave 
para la manufactura, 
la tecnología y la 
tercerización de 
servicios.
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OPORTUNIDADES
• Fortalecimiento de alianzas entre el sector priva-
do colombiano y el estadounidense para impulsar 
inversiones y expansión de negocios.
• Exploración de nuevas áreas de inversión y co-
mercio como productos agrícolas no estratégicos, 
energías renovables y minerales críticos secunda-
rios, textiles, construcción, BPO, y turismo.
• Mayor articulación entre empresas de Estados 
Unidos en Colombia y sus casas matrices para 
incidir en políticas que refuercen la relación bila-
teral.
• Apertura de canales de diálogo entre el Congre-
so de Estados Unidos y Colombia para mejorar la 
cooperación en temas estratégicos.
• Reconfiguración de cadenas de suministro glo-
bales, necesidad de satélites para complementar a 
Estados Unidos, lo que podría favorecer a Colom-
bia como destino de inversión y producción.
• Desarrollo de mecanismos de cooperación en se-
guridad y migración, a través de actores indepen-
dientes como empresas, alcaldes y gobernadores 
evitando la dependencia exclusiva del Gobierno.
• Reposicionamiento de Colombia como país so-
lución que aporta a los objetivos de hacer de Es-
tados Unidos una nación más próspera, segura y 
con más poder.

ANÁLISIS
 DOFA

FORTALEZAS
• Relación comercial sólida y estable con Estados 
Unidos, respaldada por un acuerdo comercial es-
tratégico que favorece a ambos países.
• Superávit de balanza comercial de Estados Uni-
dos frente a Colombia, lo que refleja un comercio 
dinámico y constante.
• Presencia de más de 650 empresas estadouniden-
ses en sectores estratégicos como farmacéutico 
(20 %), petróleo (28 %), energía (14 %), automotriz 
(14 %), BPO (15 %), carbón (50 %), entretenimiento 
(6 %) y agroindustria (7 %).
• Papel estratégico de Colombia en la seguridad 
regional y en la lucha contra el narcotráfico, refor-
zando su relevancia en la agenda bilateral.
• Relevancia de Colombia en la contención de 
migración venezolana, más de 2.5 millones de mi-
grantes acogidos, aliviando presión migratoria en 
Estados  Unidos.
• Turismo y remesas como pilares económicos, re-
presentando el 53 % del total de remesas recibidas 
en Colombia.
• Fuerte relación entre empresas de Estados Uni-
dos en Colombia y congresistas de Estados Uni-
dos, facilitando interlocución en temas comercia-
les y legislativos.
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AMENAZAS 
• Tensiones entre el gobierno colombiano y Esta-
dos Unidos que pueden afectar acuerdos comer-
ciales, programas de cooperación e inversión.
• Riesgo de descertificación de Colombia por dife-
rencias en políticas antidrogas, lo que impactaría la 
cooperación bilateral y las relaciones comerciales.
• Por primera vez desde que hay datos, los colom-
bianos tienen mucha mejor imagen de China (50 % 
aprueba – 35 % desaprueba) que de Estados Uni-
dos (39 % aprueba – 54 % desaprueba).
• Uso de barreras comerciales y aranceles como 
herramienta de presión política, afectando secto-
res clave de la economía colombiana.
• Competencia con otros países de la región para 
atraer inversión y cooperación estadounidense, lo 
que podría reducir el papel de Colombia como so-
cio prioritario.
• Diferencias en la agenda de seguridad y lucha 
contra el narcotráfico, que pueden generar friccio-
nes en la relación bilateral.
• Posible alejamiento de Estados Unidos en favor 
de otros aliados estratégicos, debido a un estre-
chamiento de lazos comerciales y diplomáticos de 
Colombia con países como China.
• Algunas decisiones recientes del gobierno co-
lombiano han generado reacciones en el Congreso 
de Estados Unidos, lo que resalta la importancia 
de fortalecer los espacios de diálogo y mantener 
una interlocución fluida para preservar el respaldo 
bipartidista.

• Persistencia de barreras comerciales y disputas 
regulatorias en sectores clave, como las investi-
gaciones por derechos compensatorios sobre la 
leche en polvo, etanol y maíz, así como las restric-
ciones en el sector automotriz y el programa de 
chatarrización de camiones, lo que puede afectar 
el acceso de productos colombianos al mercado 
estadounidense.

DEBILIDADES
• Falta de una estrategia diplomática, unificada 
y estructurada para fortalecer el relacionamiento 
con actores clave en Estados Unidos, incluyendo al 
Congreso, al sector privado y a las entidades mul-
tilaterales.
• Inestabilidad política en Colombia, lo que ha ge-
nerado incertidumbre para inversionistas extran-
jeros y ha deteriorado la imagen del país.
• Reducción de la presencia activa de Colombia en 
Washington, lo que requiere fortalecer la estrate-
gia diplomática y comercial para consolidar la re-
lación bilateral.
• Falta de coordinación entre el Gobierno Nacio-
nal, gobiernos locales y sector privado en temas 
como comercio, inversión, seguridad y migración.
• Reducción del bipartidismo en el Congreso de 
Estados Unidos, afectando la capacidad de Colom-
bia para mantener relaciones con ambos partidos.
• Dependencia comercial de Estados Unidos, con 
falta de diversificación de mercados, lo que au-
menta la vulnerabilidad ante cambios en la políti-
ca estadounidense.
• Débil promoción de la imagen de Colombia 
como aliado estratégico más allá del comercio, li-
mitando su capacidad de incidencia en la toma de 
decisiones clave en Washington.
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CONCLUSIONES
• Indispensable fortalecer la presencia 
y el diálogo con Estados Unidos me-
diante una estrategia proactiva que 
involucre al sector privado, líderes po-
líticos y sociedad civil para reforzar la 
confianza y estabilidad en la relación 
bilateral.
• Comunicación unificada y adaptada 
a cada audiencia, evitando mensajes 
redundantes y maximizando el impac-
to en actores estratégicos.
• El sector privado debe asumir un rol 
más activo en la diplomacia económi-
ca, fortaleciendo alianzas y generando 
nuevas oportunidades de inversión y 
comercio. Además, es fundamental 
desarrollar o fortalecer programas con 
impacto social dirigidos a colombia-
nos vulnerables y migrantes.
• Colombia debe consolidar su papel 
geopolítico en seguridad, migración y 
lucha contra el narcotráfico, promo-
viendo su importancia como socio 
clave para Estados Unidos en la esta-
bilidad regional. Esto debe lograrse a 
través de actores independientes que 
complementen las acciones del Go-
bierno, como alcaldes, gobernadores y 
congresistas.

• La relación bilateral enfrenta desafíos que deben gestionarse 
con pragmatismo y diplomacia, como la incertidumbre políti-
ca en ambos países, tensiones comerciales y competencia con 
socios estratégicos en la región. 
• Reforzar su posicionamiento e impulsar una campaña que 
comunique y genere conocimiento sobre la estrategia bilateral 
para mantener su relevancia ante Estados Unidos.

PLAN DE ACCIÓN
Estructurar un plan estratégico que unifique mensajes, identifique 
interlocutores clave y defina acciones concretas para maximizar el 
impacto de las acciones en Estados Unidos debe incluir, entre otros: 

• Narrativa estratégica: desarrollo de mensajes clave adaptados a 
cada audiencia, con contenido para medios, videos y campañas de 
comunicación.
• Impacto y responsabilidad de un rompimiento: construcción de 
una narrativa específica para Colombia sobre las implicaciones eco-
nómicas, políticas y estratégicas de una ruptura con Estados Unidos.
• Interlocutores clave: identificación de actores prioritarios inclu-
yendo tomadores de decisión, Congreso, Gobierno y sector privado 
de ambos países, agencias multilaterales, centros de pensamiento y 
embajadas, entre otros.
• Acciones concretas: planificación de acciones estratégicas que 
incluya misiones, eventos, foros, campañas, etc.

Es momento para la reflexión y el pragmatismo, priorizando una 
relación bilateral estable y constructiva que permita aprovechar las 
oportunidades estratégicas en beneficio del país. EC
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SOBRE EL FENÓMENO DEL CONTRABANDO SE 
HA ESCRITO MUCHO desde distintas ópticas y 
se ha tratado de cuantificarlo, pero no llega-
mos sino a estimaciones de lo que significa 
para nuestro país este problema, que tiene 
más de 200 años de historia y que hoy, como 
producto de los escándalos de corrupción, 
está en el ojo del huracán. 

Muriel Laurent, en su libro “Contrabando 
en Colombia en el siglo XIX”, analiza la pro-
blemática entre los años 1821–1886, cuando 
surgen dos tendencias: por un lado, la subes-
timación del fenómeno ya que en los archivos 
no hay rastros de muchas situaciones ilegales; 
y por otro, quienes piensan que el fenómeno 
está sobredimensionado, tras poner en duda 
si los decomisos que quedaron registrados 
son representativos frente a lo que en realidad 
se contrabandeaba. 

Durante esos 65 años de análisis, además 
del problema de la medición del fenómeno, se 
refleja lo que hoy por hoy son las complica-
ciones de la aduana moderna, entre ellos, el 
control al contrabando y la competencia téc-

Más allá de un delito económico, el contrabando es un fenómeno con 
raíces profundas en la historia del país, cargado de tolerancia social, fallas 

institucionales y escándalos de corrupción que aún hoy lo mantienen vigente. 
Desde el siglo XIX, hasta nuestros días, el país no ha logrado medirlo con 
precisión ni atacarlo de manera efectiva. A pesar de las leyes, decretos y 

promesas de modernización, el sistema aduanero sigue siendo una estructura 
frágil, permeada por intereses criminales y atrapada en la burocracia. La 

pregunta ya no es si debemos combatir el contrabando, sino cómo refundar 
las instituciones para hacerlo con rigor, inteligencia y visión estratégica.

SEPARAR LA ADUANA 
DE LOS IMPUESTOS

PERMITIRÁ ATACAR MEJOR 
EL CONTRABANDO

nica de los funcionarios, toda vez que, desde 
el punto de vista de la gestión y resultados, la 
Dian podría tener mejores cifras y estar mejor 
dotada para analizar y atacar tanto el ingreso 
ilegal de mercancías como aquel que llega su-
bfacturado o sin el cumplimiento de requisi-
tos, es decir, el contrabando técnico. 

El exceso de regulación, que hoy también 
nos aqueja, era motivo de críticas porque se 
pretendía dar solución a todo con normas que 
establecían requisitos, condiciones y, en gene-
ral, trámites que llenaban de ineficiencias una 
importación como el que, por ejemplo, pedía 
consularizar las facturas en sitios en donde 
Colombia no tenía siquiera representación. 

Existían otros temas que hacían complejo 
el intercambio comercial y algunas de las difi-
cultades señaladas en esa publicación perma-
necen vigentes en la actualidad.

Problemas con historia
Resulta claro, entonces, que los problemas de 
la aduana llevan siglos y que desmontarlos y 
cambiar la cultura muy seguramente toma-

JAVIER DIAZ 
MOLINA

PRESIDENTE EJECUTIVO 
ANALDEX
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rá otros más pues la corrupción usualmente 
acompaña al contrabando, que ha venido 
transformándose y desde hace algunos años 
ha sido el instrumento para lavar el dinero del 
narcotráfico y legalizar los recursos genera-
dos por las economías ilegales. 

Los recientes escándalos que se han co-
nocido a través de los medios de comunica-
ción alrededor del denominado “papá pitufo” 
o “el bendecido” muestran que el poder de la 
corrupción de estas estructuras criminales 
alcanza a la propia aduana, la policía fiscal- 
aduanera (Polfa) y a las personas que inter-
vienen en la cadena de control de las impor-
taciones. No solo se introducen ilegalmente 
mercancías, el tráfico también es de armas, 
precursores químicos y estupefacientes.

Dada esta situación, se plantea la necesi-
dad de mirar a las aduanas más allá de su pa-
pel de recaudador de aranceles o impuestos a 
las importaciones. 

A partir de los actos terroristas del 11 de 
septiembre de 2001, en Estados Unidos empe-
zaron a mirar a sus aduanas como un instru-

mento de seguridad nacional para la protec-
ción de sus fronteras.

En Colombia estamos en mora de proce-
der de igual forma. En lugar de expedir nuevas 
normas se debería liquidar la actual aduana, 
separándola de impuestos, creando una nue-
va entidad, más cercana a los organismos de 
seguridad y encargada de controlar las fron-
teras. 

Aceptación social
La aceptación social ha acompañado al con-
trabando desde siempre. La publicación de la 
profesora Muriel Laurent da cuenta de cómo 
el contrabando ha gozado de aceptación en 
las esferas políticas, sociales e incluso en la 
justicia. Culturalmente se ha visto al contra-
bando como una actividad que no necesaria-
mente genera rechazo. Famosos son los dis-
tintos cantos vallenatos en los que los juglares 
recrean esta actividad, como una acción nor-
mal. Basta recordar cantos como “El Almi-
rante Padilla”, “El Chevrolito” o “El Medallón” 
para entender lo que significa el contrabando 

❯❯ La medición 
del fenómeno del 
contrabando es 
una tarea difícil 
por la logística 
operacional de 
los puertos y 
pasos de frontera, 
por la cantidad 
de productos 
que ingresan al 
país frente a la 
capacidad para 
inspeccionarlos 
y por los 
procedimientos 
para formalizar su 
ingreso. 
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para buena parte de la sociedad colombia-
na. En el mismo sentido es preciso recordar 
famosos comercios como los “San Andresi-
tos”, que durante los años 70 y 90 vivieron su 
época dorada y aún hoy  gozan de aceptación 
social. 

El almacenamiento y disposición de mer-
cancías es otro de los aspectos que hay que 
analizar. Tradicionalmente ha significado un 
problema para la entidad la guarda, custodia 
y conservación de las mercancías decomisa-
das o retenidas por la aduana o aquellas que 
quedan bajo su control. 

Anteriormente esa actividad la desa-
rrollaba directamente la aduana. Mientras 
se definía el curso que deberían seguir las 
mercancías en poder de la aduana estás se 
extraviaban, se cambiaban o simplemente se 
desaparecían. Ni que decir de aquellas zonas 
del país donde no existían sitios para su al-
macenamiento. ¡Todo era un caos! 

En los años 90 la aduana privatizó el al-
macenamiento de las mercancías, sin embar-
go, los problemas de sobrecostos, deterioro y 
otras problemáticas, incluida la corrupción, 
continúan en el orden del día 

La donaciones, ventas y destrucciones 
que se realizan en la actualidad, de alguna 
manera resuelven el problema. No obstante, 
la Dian con las 46 causales de aprehensión 
que hoy tiene en la normativa aduanera de-
biera repensar el modelo y reconocer que 
en muchos casos es mejor la imposición de 
una multa y no asumir el costo de tener una 
mercancía que muchas veces paga más por 
almacenamiento que lo que se obtiene por 
su remate. No es negocio para la Dian seguir 
asumiendo este rol, que no hace parte de su 
estrategia e incluso se podría pensar en ter-
cerizar esta actividad.

Política de denunciantes
Ante la débil capacidad institucional para evi-
tar el comercio ilícito se creó la política de de-
nunciantes buscando fomentar que a los ter-
ceros, afectados o no por el fenómeno, se les 
reconociera un porcentaje de participación. 
Ello motivó muchas denuncias, anónimos 
y ataques contra gente honrada, de modo  
que no se sabía con claridad si el instrumen-
to realmente servia para la lucha contra el 
contrabando. Incluso, algunos jueces fueron 
cuestionados por el alcance de sus fallos y pa-
recía que se estaba perdiendo la batalla.

En los últimos años esta medida ha queri-
do implementarse nuevamente, con lo que pa-
reciera quedar demostrado que no se conoce 
la historia y que estaríamos repitiendo un error 
al igual que otros para atacar el contrabando. 

Los ataques al buen nombre y las falsas 
denuncias son el resultado de creer que el 
contrabando se ataca con delaciones sin sus-
tento. Aquí es donde el rigor de la denuncia y 
el trabajo público privado son necesarios, de 
lo contrario, seguiremos construyendo corti-
nas de humo para atacar el fenómeno.

La Dian, a través de su oficina de estu-
dios económicos, realizó un gran informe 
comprendido entre 1960 y 1995. Son 35 años 
de análisis referidos al proteccionismo que 
se aplicó entre 1950 y 1974, cuando existían 
aranceles altos y barreras comerciales que 
pretendían apoyar la producción local me-
diante la sustitución de importaciones. 

Luego se pasó a un período de transición 
entre 1975 y 1985, que incorporó el concep-
to de internacionalización de la economía, 
destacando en especial el modelo del Plan 
Vallejo que se incorporó a través del Decre-
to-Ley 444/67, que permitía a los exportado-
res ingresar bienes sin el pago de aranceles y 
del IVA con el compromiso de utilizarlos para 
la producción de bienes de exportación. El 
modelo implementado aún hoy, con algunas 
variaciones, ha permanecido en el tiempo y se 
visiona como un instrumento valioso para el 
crecimiento de las exportaciones, con la gene-
ración de valor agregado.   

Durante esta fase de transición los empre-
sarios se vieron nuevamente afectados por el 
contrabando en distintos sectores de la eco-
nomía; también los ingresos de la nación sin-
tieron el impacto de los menores recaudos a 
causa del fenómeno. Nuevamente fueron ex-
pedidas normas como la Ley 21/87 que creó 
el Estatuto Penal Aduanero, que años más 
adelante sería derogado.

En la década de los 90 llegó la apertura 
económica y el comercio exterior comenzó 
una tendencia ascendente, pero quedó de-
mostrado que la aduana no tenía la capaci-
dad técnica, económica y administrativa para 
atender esos grandes retos. 

Actualmente, Colombia tiene ratificados 
18 tratados de libre comercio y sus exporta-
ciones ascienden a más de 60.000 millones 
de dólares, que son administrados sin una 
modernización en la Dian que incorpore una 

COLOMBIA TIENE 
RATIFICADOS 

18
 TRATADOS DE LIBRE 
COMERCIO Y SUS 
EXPORTACIONES 
ASCIENDEN A 
MÁS DE 

60.000
MILLONES DE 
DÓLARES, QUE SON 
ADMINISTRADOS 
SIN UNA 
MODERNIZACIÓN 
EN LA DIAN QUE 
INCORPORE UNA 
TRASFORMACIÓN 
DIGITAL QUE 
PERMITA 
CONTROLAR 
DE MANERA 
INTELIGENTE EL 
PROCESO DE 
IMPORTACIÓN Y 
EXPORTACIÓN. 
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trasformación digital que permita controlar  
de manera inteligente el proceso de importa-
ción y exportación. 

El año 1993 será recordado porque fue 
entonces cuando se integraron los impuestos 
y las aduanas en la actual Dirección de Im-
puestos y Aduanas Nacionales (Dian) acerca 
de la cual también se escuchan noticias sobre 
corrupción. Por ello, se recomienda la separa-
ción de las entidades y refundar una nueva, 
que se destaque por la idoneidad técnica y ad-
ministrativa y se ocupe de los temas de segu-
ridad nacional y de asuntos verdaderamente 
estratégicos para el país.   

Ahora bien, revisados los informes de ges-
tión de los últimos 15 años presentados por 
los distintos directores de la Dian, podemos 
decir que todos ellos han formulado acciones 
para controlar el contrabando, mencionando 
también sus resultados y los planes de choque. 

Lo que se concluye  de la estrategia imple-
mentada desde 2010 hasta la fecha es que la 
Dian no ha logrado concretar, como se men-
cionó, su proceso de modernización, inclui-
da la trasformación digital, que se ha venido 
aplazando año tras año, permaneciendo una 
entidad cuestionada por sus resultados en los 
asuntos de contrabando. En general, en las 

Lo que se concluye  de la estrategia implementada desde 
2010 hasta la fecha es que la Dian no ha logrado concretar 
su proceso de modernización, incluida la trasformación 
digital, que se ha venido aplazando año tras año, 
permaneciendo una entidad cuestionada por sus resultados 
en los asuntos de contrabando.❯
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operaciones de comercio exterior abundan 
la discrecionalidad, las demoras, el exceso de 
trámites y un sinnúmero de obligaciones que 
ni controlan ni facilitan ese comercio. 

Diversos estudios que analizan las adua-
nas nos colocan en posiciones mediocres y 
no ha habido continuidad en las políticas que 
permitan contar con una mejor institución, 
que se construya con los más avanzados es-
tándares internacionales. 

Política integral
Para atacar de manera más integral el contra-
bando se expidió en 2015 la ley 1762 que otor-
ga a la Dian instrumentos para prevenir, con-
trolar y sancionar el contrabando, el lavado de 
activos y la evasión. Sobre esta normativa hay 
grandes expectativas para enfrentar de mejor 
manera el fenómeno y la Dian viene liderando 
unas mesas regionales que prometen dar bue-
nos resultados.

Esos mejores resultados también se espe-
rarían con la creación de la comisión interins-
titucional que debería generar campañas de 
prevención, educación y cultura ciudadana, 
además de fortalecer la cooperación e inter-
cambio de información y producir un informe 
anual sobre la lucha contra el contrabando.

En 2016, después de cerca de 1.200 ho-
ras de trabajo, se expidió el decreto 390 que 
no pudo entrar en aplicación porque un sis-
tema informático que se prometió para que 
acompañara la norma expedida y una vigen-
cia escalonada propuesta, que nunca se con-
cretó, confundieron hasta a la misma Dian. 
La consecuencia es que el decreto debió ser 
prácticamente derogado en su totalidad y los 
esfuerzos tanto públicos como privados se 
perdieron. 

Los desaciertos y la pérdida de confianza 
entre el sector público y privado no quedaron 
allí y la inclusión de un régimen sancionatorio, 
contemplado en el decreto 659, exacerbó los 
ánimos de los usuarios del comercio exterior, 
por desatinado e improvisado. Además de 
desconocer las necesidades del sector privado 
se incluyeron disposiciones no discutidas.

Se creyó nuevamente  que los problemas 
se solucionan con normas y no con una ges-
tión eficiente y se eliminaron figuras como 
el Usuario Aduanero Permanente (UAP) y el 
Usuario Altamente Exportador (Altex) porque 
entre ellos –según la Dian– había usuarios 
que se prestaban para ingresar contrabando 

y mercancías sin el cumplimiento de requisi-
tos legales. No pudo la entidad segmentar a 
los usuarios y distinguir  a quienes respeta-
ban las normas frente a los que las violaban 
y la solución fue acabar con dos herramientas 
de comercio exterior que habían permitido a 
muchas empresas avanzar en el aprovecha-
miento de los tratados de libre comercio.

Este ejemplo deja claro que a la Dian le 
ha resultado dificil segmentar a los usuarios y 
esa falta de confianza ha reflejado una política 
errática para entender que las normas por sí 
mismas no corrigen las distorsiones sino que 
tampoco acaban con el contrabando y lo que 
realmente se necesita es articular lo público 
con lo privado para lograr mejores resultados.

Igual cosa ha venido sucediendo con el 
Operador Económico Autorizado (OEA), la 
figura de mayor confianza aduanera y cons-
truida bajo estándares internacionales que la 
misma Dian ha venido deslegitimando con la 
pérdida de beneficios y prerrogativas, como 
es el caso de tener que presentar declaración 
anticipada obligatoria, basado en lo consagra-
do en el Decreto 659/24.   

En 2024, la Dian presentó el estudio “Pa-
norama del contrabando en Colombia”, en el 
cual reconoce que la medición del fenómeno 
es una tarea difícil por la logística operacional 
de los puertos y pasos de frontera, por la can-
tidad de productos que ingresan al país frente 
a la capacidad para inspeccionarlos y por los 
procedimientos para formalizar su ingreso. 

La institución ha realizado el informe uti-
lizando la metodología ‘espejo’, técnica que 
compara, para cada producto, los valores de 
las exportaciones hechas a Colombia por un 
país socio comercial con el valor de las impor-
taciones registradas oficialmente en el país. El 
contrabando se estima como la diferencia en-
tre dichos registros y se clasifica en distintas 
categorías.

Esta dinámica presenta grandes distorsio-
nes que nos pueden llevar a sobreestimarlo o 
subestimarlo por muchas razones, siendo las 
principales las diferencias de precios y la tasa 
de cambio, falta de datos confiables, diferen-
cias en la calidad de estadísticas comerciales, 
factores legales y regulatorios, corrupción e 
informalidad y lo que en Colombia se entien-
de por contrabando, es decir, errores formales 
que se califican como aprehensiones o delitos 
a la hora de sancionar, cuando realmente son 
simples formalismos. 

LA EXPERIENCIA 
HA DEMOSTRADO 
QUE NO 
BASTA CON LA 
EXPEDICIÓN DE 
NORMAS SINO 
QUE LA LUCHA 
CONTRA LA 
CORRUPCIÓN DEBE 
SER PARTE DE 
UNA ESTRATEGIA 
QUE INCLUYA 
OTRAS VARIABLES 
QUE DEBERÍAN 
LLEVARNOS A LA 
CONSTRUCCIÓN DE 
UN MODELO MÁS 
AJUSTADO A LA 
REALIDAD. 
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Así las cosas, es evidente que ante la fal-
ta de una buena medición del fenómeno no 
exista una clara política para atacarlo. La ex-
periencia ha demostrado que no basta con la 
expedición de normas sino que la lucha con-
tra la corrupción debe ser parte de una estra-
tegia que incluya otras variables que deberían 
llevarnos a la construcción de un modelo más 
ajustado a la realidad. 

Por eso, cambiar el modelo de importa-
ción y hacer que al país no llegue carga, sino 
mercancías individualizadas, singularizadas 
y descritas de manera suficiente para atacar 
de mejor manera el contrabando, sin una 
clara medición del impacto en la capacidad 
técnica, en cuanto a la infraestructura y a la 
medición de tiempos de importación, pasará 
nuevamente la cuenta de cobro por tomar 
medidas que evidencian improvisación a la 
hora de imponer medidas restrictivas. 

La Dian, a pesar de varias solicitudes para 
que entregue una evaluación con respecto al 
impacto que la declaración anticipada obli-
gatoria ha generado para atacar el fenómeno 
de contrabando, no tiene una clara respuesta 
sobre su efectividad. Nuevamente se comete-
ría el error de creer que son las normas y no 
la gestión de la entidad las que combaten el 
contrabando. 

Conclusiones
A título de conclusiones, frente a lo anterior-
mente expuesto, podemos señalar que son 
dos los grandes temas: 

• Primero es el análisis que debería 
hacerse desde la óptica de los datos y 
la calidad de las estadísticas, para lo 

cual es fundamental el uso de las he-
rramientas digitales, incluida la inte-
ligencia artificial para medir de mejor 
manera el fenómeno y atacarlo más 
eficientemente. En este sentido es ne-
cesario incorporar nuevas variables y 
entender que la interinstitucionalidad 
es vital. 

•El segundo aspecto relevante son los 
tramites, la regulación, las facultades 
de fiscalización y la gestión del riesgo, 
acompañada de la competencia técni-
ca que deberá encontrar la justa me-
dida para aplicar las normas sin vio-
lentar los derechos, pero sobre todo, 
llamar contrabando lo que realmente 
es. Ello implica no hacer interpreta-
ciones extensivas de las normas para 
ordenar aprehensiones y decomisos 
que distorsionan las mediciones del 
fenómeno. Cuando se aplica la norma 
más por presionar el cumplimiento de 
una meta que por la realidad de lo que 
se presenta, conduce a calificar como 
contrabando lo que realmente no es.  

Por todo lo anterior, es necesario cons-
truir confianza, hacer una legislación más 
amable con el sector empresarial, realizar un 
control más eficiente a través de la gestión del 
riesgo, utilizando tecnologías que permitan 
una mejor medición del fenómeno, un mejor 
uso del presupuesto y de las facultades de fis-
calización. 

¡La idea de separar la aduana de los im-
puestos, no da espera! EC 

Los problemas de la aduana 
llevan siglos, y desmontarlos 
y cambiar la cultura muy 
seguramente tomará otros 
tantos, pues la corrupción 
usualmente acompaña al 
contrabando.

❯
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ANÁLISIS CRÍTICO 
DEL SISTEMA FISCAL 

COLOMBIA, A PESAR DE REALIZAR REFOR-
MAS TRIBUTARIAS DE MANERA CONSTANTE, 
aproximadamente cada año y medio en los 
últimos 25 años, no ha logrado aumentar de 
forma sostenida el recaudo sobre el Produc-
to Interno Bruto (PIB); las reformas se han 
enfocado hacia ese objetivo para solucionar 
los problemas fiscales del Gobierno Nacional 
Central (Acosta et al., 2012) y no han privile-
giado la redistribución o los fines extrafiscales 
de los tributos. 

A lo largo de estas reformas se han imple-
mentado cambios significativos en la estruc-
tura tributaria, lo que debió generar un incre-
mento en la proporción de recaudo sobre la 
actividad económica. Sin embargo, las modi-
ficaciones normativas han mostrado ser de 
corto plazo y sin impacto sustancial en el au-
mento del recaudo sobre el PIB. Esto revela la 
falta de una estrategia fiscal sólida y estable y 
muestra que las políticas tributarías han sido 
hechas a la medida de los planes del gobierno 
de turno más que del Estado colombiano.

Los constantes cambios tributarios gene-
ran incertidumbre entre los contribuyentes,  
que puede actuar en detrimento del desem-
peño económico de corto plazo al minar las 

Las modificaciones normativas han mostrado ser de corto plazo y sin 
impacto sustancial en el aumento del recaudo sobre el PIB. Esto revela la 
falta de una estrategia fiscal sólida y estable y muestra que las políticas 

tributarías han sido hechas a la medida de los planes del gobierno de turno 
más que del Estado colombiano.
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expectativas de consumo e inversión (Delga-
do-Rojas y Rincón-Castro, 2017). Esto, a su 
vez, puede generar que los contribuyentes 
busquen estrategias para aminorar su carga 
impositiva. 

Algunos lo hacen a través de la planeación 
tributaria legítima, pero otros utilizan meca-
nismos no deseables como la denominada 
captura corporativa del Estado descrita por 
Durand (2019) o el traslado de la riqueza a pa-
raísos fiscales expuesta por Zucman (2015). 
Ante este escenario es de esperar que el fisco 
tenga alta volatilidad de recaudo en la medi-
da en que los contribuyentes estarán afinan-
do sus estrategias ante la falta de estabilidad 
tributaria.

Un ejemplo claro de esta volatilidad fue el 
año 2023 cuando, por primera vez en la his-
toria, se logró un incremento significativo en 
el recaudo sobre el PIB, alcanzando un 17,7 
% (cálculos propios partir de las cifras pu-
blicadas por la Dian, 2025 y el Dane, 2025a). 
Sin embargo, este aumento fue temporal ya 
que en 2024 se produjo una caída, retornan-
do a los niveles históricos del país (menos de 
15 %). Esta fluctuación reciente plantea una 
cuestión importante: ¿Estamos como nación 

* Profesor Asistente del Departamento de Economía. Pontificia Universidad Javeriana. 
** Profesora del Departamento de Gestión de las Organizaciones. Pontificia Universidad Javeriana Cali. 
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❯❯ La falta de una 
estrategia tributaria 
estable ha minado 
la confianza 
en el sistema, 
alimentando el 
escepticismo frente 
a la eficacia y 
equidad del uso de 
los impuestos.

tomando las decisiones correctas? Pareciera 
que el país se está equivocando al recurrir una 
y otra vez a la estrategia de utilizar las refor-
mas tributarias para resolver problemas es-
tructurales que requieren una mirada mucho 
más amplia y de largo plazo. 

Las reformas tributarias han sido, sin im-
portar el nombre que el Gobierno les asigne, 
de carácter coyuntural y se han enfocado en 
gravar a los empleados formales, que repre-
sentan menos del 45 % del total de trabajado-
res (Dane, 2025b) y a las empresas formales 
que son alrededor del 80 % del total de las em-
presas del país  (Otero et al., 2025). Mientras 
tanto, la población que se encuentra en la in-
formalidad sigue contribuyendo únicamente 
con impuestos indirectos, esto si es que com-
pra sus bienes y servicios a proveedores que 
emitan factura.

Cambios normativos y su impacto 
en la recaudación
A partir de la década de 1970 se ha dado un 
aumento de la imposición indirecta en com-
paración con la imposición directa, especial-
mente en países desarrollados (Martínez-Vás-
quez, Vulovic y Liu (2010).  En el caso de 
Colombia, se ha seguido esta misma tenden-
cia, por lo tanto, el aumento de los impuestos 
indirectos como el IVA ha sido mucho mayor 
que el incremento del Impuesto sobre la renta 
y complementarios” (Garay y Espitia, 2019). 

Aproximadamente cada dos años cambia 
la estructura tributaria del país, lo que refle-
ja una alta discrecionalidad de los gobiernos 
para buscar nuevas formas de captar ingre-
sos, pero sin disponer de una política clara y 
de largo plazo y, además, sin que ello conduz-
ca a un mayor recaudo sobre el PIB. 
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Esta situación puede ser vista como un 
indicio de que los ciudadanos y las empresas 
no tienen una relación estable con el sistema 
tributario y reaccionan ante los cambios nor-
mativos para terminar pagando casi siempre 
la misma proporción sobre el PIB. Este cons-
tante devenir cosmético ha afectado la con-
fianza en que el país puede dar el salto que 
necesita. En lugar de lograr una base tributa-
ria sólida, amplia y que permita hacer pronós-
ticos creíbles de gasto, las políticas fiscales 
parecen centrarse en cambiar continuamente 
las reglas del juego sin una perspectiva de efi-
ciencia.

En el gráfico 1 se puede apreciar que el im-
puesto sobre la renta sigue contribuyendo en 
mayor medida al recaudo estatal, aportando 
entre el 40 % y el 53 % del recaudo total. Sin 
embargo, no se puede desconocer el peso del 
IVA (interno y externo) que ha aportado entre 
el 35 % y el 46 %, quedando aproximadamente 
un 20 % anual que es recaudado gracias a im-
puestos como el gravamen a los movimientos 

La actual estructura impositiva en Co-
lombia muestra que los impuestos indirectos 
tienen un peso significativo en el recaudo; no 
obstante, es indispensable considerar que el 
sistema tributario se fundamenta en princi-
pios como la equidad y la progresividad y este 
último podría verse afectado negativamente 
por los impuestos indirectos si no se toman 
medidas para garantizar que su impacto no 
recaiga de manera desmedida sobre las per-
sonas con menor capacidad contributiva.

La necesidad de un pacto  
tributario estable
La evidencia es clara: cada reforma tributaria 
en lugar de aumentar la recaudación de ma-
nera sostenida, parece generar incertidumbre 
y desconfianza en el sistema. El país ha con-
fiado en reformas constantes, presentadas 
por cada nuevo ministro de Hacienda, con la 

financieros, el impuesto nacional al consumo, 
los aranceles o el impuesto a la gasolina y el 
ACPM, entre otros.

Nota: el gráfico muestra la composición del recaudo por impuestos nacionales 
desde 2012 hasta 2024. Elaboración propia a partir de la Dian (2025).

GRÁFICO 1.
COMPOSICIÓN DE LOS INGRESOS POR IMPUESTOS 
EN COLOMBIA 2012-2024
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Aproximadamente cada dos años cambia la estructura tributaria 
del país, lo que refleja una alta discrecionalidad de los gobiernos 
para buscar nuevas formas de captar ingresos, pero sin 
disponer de una política clara y de largo plazo y, además, 
sin que ello conduzca a un mayor recaudo sobre el PIB. ❯

promesa de mejorar la situación fiscal, pero 
los resultados son limitados. 

En el gráfico 2 se puede observar que el 
año 2023 fue una excepción, con un aumento 
temporal en la recaudación sobre el PIB; no 
obstante, el 2024 trajo consigo una caída, lo 
que devuelve las cifras al promedio histórico.

Este comportamiento refleja una falta de 
estabilidad y visión a largo plazo en la política 
tributaria colombiana. La falta de un pacto 
tributario estable —que trascienda las refor-

GRÁFICO 2.
RECAUDO DE IMPUESTOS NACIONALES AÑOS 2012 A 2024- NOMINAL SOBRE EL PIB

Nota: el gráfico resume el comportamiento del recaudo tributario como porcentaje del PIB para los años 2012 a 2024. 
Elaboración propia a partir a partir de datos publicados por la Dian (2025) y el Dane (2025a).

mas de corto plazo— impide avanzar para 
ser un Estado que realmente pueda dar más 
garantías y derechos para la ciudadanía. Lo 
que hasta ahora parece difícil de conseguir 
vía los sistemas tributario y de transferencias 
colombiano. A pesar de las mejoras derivadas 
de algunas reformas tributarias de las últimas 
décadas, la desigualdad de ingresos sigue 
manteniendo un alto nivel después del recau-
do de impuestos y distribución de beneficios 
a los ciudadanos (Ocde y Dian, 2021).
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de las declaraciones tributarias y otros docu-
mentos fiscales (respaldado por sentencias 
de la Corte Constitucional, como la C-981 de 
2005 y la T-114 de 2018) y la exigencia consa-
grada en la Ley 2277de 2022 que en su artículo 
78  exige a la Dian garantizar la publicación 
de una muestra anonimizada y representati-
va de las declaraciones de los diferentes im-
puestos administrados por la entidad. Hasta 
el momento la Dian no ha cumplido con ese 
mandato legal y nadie le está exigiendo que 
lo haga. Mientras tanto países como Estados 
Unidos y Sudáfrica que han implementado 
sistemas a través de los cuales los investiga-
dores pueden acceder a registros fiscales ano-
nimizados bajo estrictas condiciones de con-
fidencialidad, lo que permite la evaluación 
de las políticas tributarias en general y de los 
beneficios e incentivos fiscales en particular.

Colombia debe reflexionar sobre las con-
signas históricas que han guiado su política 
tributaria. Es momento de cuestionar la efi-
cacia de un sistema que no sólo cambia cons-
tantemente, sino que no tiene posibilidad 
para evaluarse a sí mismo. El país debe enfo-
carse en encontrar el conjunto adecuado de 
políticas fiscales y laborales que promuevan 
una mayor formalización tributaria, empresa-
rial y laboral para salir del ciclo interminable 
de reformas que no recaudan ni contribuyen 
a lograr otros fines en beneficio de toda la so-
ciedad colombiana.

Desafío de la burocracia y necesidad 
de simplificar el sistema tributario
La burocratización de cada proceso nuevo ha 
sido otro obstáculo importante en el camino 
hacia un mayor recaudo. Un claro ejemplo de 
ello es la cada vez más compleja fiscalización 
del IVA. En lugar de implementar mecanis-
mos sencillos y eficientes, el país ha optado 

En lugar de crear y eliminar impuestos 
y excepciones en cada cambio de gobierno, 
utilizando las reformas tributarias como un 
simple instrumento para hacerle frente a cir-
cunstancias particulares como el déficit pre-
supuestario, conflictos armados o catástrofes 
naturales (Vargas-Restrepo, Jiménez-López 
y Alzate-Giraldo, 2022) es fundamental que 
el país se enfoque en políticas de largo plazo 
que garanticen una mayor estabilidad fiscal y 
promuevan la simplicidad, la justicia y la pro-
gresividad del sistema tributario.

¿Qué está fallando en la fiscalización 
 y el cumplimiento tributario?
Un aspecto crucial que se debe revisar es 
cómo los contribuyentes, tanto personas na-
turales como jurídicas, cambian su compor-
tamiento fiscal en función de las reformas y 
el entorno tributario. Los contribuyentes pue-
den cambiar los rubros de sus ingresos entre 
cédulas tributarias, su razón social, o incluso 
su lugar de residencia para pagar menos im-
puestos. Este fenómeno refleja un sistema tri-
butario complejo que no le permite al Estado 
cumplir con las metas de recaudo. 

Colombia necesita estudios que revelen 
los comportamientos sociales derivados de 
las respuestas ante cambios normativos para, 
desde la realidad y no desde los supuestos, 
diseñar el conjunto de políticas óptimas que 
incrementen el recaudo y, al mismo tiempo, 
no den la sensación a los ciudadanos de estar 
ante un leviatán recaudatorio que, además, es 
ineficiente en el gasto.

Algo que otros países han logrado parece 
imposible en Colombia debido al secreto tri-
butario, que prioriza la privacidad de las per-
sonas naturales y jurídicas y ha complicado la 
evaluación y medición de las políticas fiscales. 
Actualmente coexisten el carácter reservado 

Un pacto tributario estable, que garantice claridad y 
certeza, puede ser la clave para construir una base 
de ingresos fiscales más sólida y duradera. Solo así, 
Colombia evitará caer en un ciclo interminable de reformas 
que no resuelven los problemas de fondo. ❯
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por medidas como la necesidad de registrar 
ante cada establecimiento la cédula de cada 
contribuyente. Este impuesto de tiempo se 
ha convertido en una barrera más para la for-
malización del cien por ciento de las ventas 
de muchos establecimientos. Se necesita la 
creación de un sistema más ágil que facilite la 
relación entre el contribuyente y el fisco.

Es imperativo que Colombia mire hacia 
modelos más simples y efectivos de factura-
ción electrónica, como los implementados en 
Brasil y Uruguay. Estos países han adoptado 
incentivos o sistemas de identificación de los 
contribuyentes de forma que estos no sien-
ten que tienen que enfrentar nuevos costos. 
Brasil desarrolló un sistema en el que todas 
las transacciones electrónicas quedan regis-
tradas por la autoridad tributaria y desde el 
comercio callejero hasta las grandes superfi-
cies reciben pagos electrónicos. Uruguay, por 
su parte, decretó un IVA del 21 %, pero con 
un descuento si se paga electrónicamente, 
llegando a un IVA de 19 %. Además, Uruguay 
fiscaliza todas las transacciones electrónicas.

Ambos ejemplos muestran que invertir 
más tiempo en desarrollar sistemas que le 

faciliten el cumplimiento tributario al ciu-
dadano parece ser el camino adecuado. Ya 
es momento de dejar de tomar medidas 
improvisadas que generan titulares, pero no 
son más que soluciones parciales y de corto 
plazo que no han logrado mejorar el nivel de 
recaudo frente al PIB y tampoco han conse-
guido simplificar el sistema tributario.

Régimen simple 
de tributación (RST)
Una de las medidas aplaudidas en el año 
2018 fue la creación del RST. De acuerdo con 
el artículo 74 de la Ley 2010 de 2019 se tra-
ta de un régimen tributario alternativo y de 
elección voluntaria cuya finalidad es reducir 
las cargas formales y sustanciales, impulsar 
la formalidad, simplificar y facilitar el cum-
plimiento de la obligación tributaria. 

Una de las bondades del RST es que 
simplificaba varios tributos en uno, al inte-
grar el impuesto sobre la renta, el impuesto 
nacional al consumo y el impuesto de in-
dustria y comercio consolidado (es decir, 
industria y comercio, avisos y tableros y so-
bretasa bomberil autorizada al municipio). 

❯❯ Las reformas 
tributarias suelen 
enfocarse en gravar 
a las empresas 
formales, que 
representan el 
80 % del tejido 
empresarial, 
generando mayor 
presión sobre 
quienes ya cumplen 
las reglas.
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Adicionalmente, incluye los aportes del em-
pleador a pensiones mediante el mecanismo 
de crédito tributario (Artículo 74 Ley 2010 de 
2019).  

Pese a esto, en la última ley de financia-
miento se proponía derogar su existencia 
porque no estaba demostrado que estuviera 
contribuyendo a impulsar la formalidad, sino 
que se estaba convirtiendo en una alternati-
va para que contribuyentes ya formalizados 
asumieran una menor carga tributaria. Este 
es un claro ejemplo de la ausencia de evalua-
ción para derogar una forma de relacionar a 
los contribuyentes con el fisco, ignorando, 
además, que no disminuir la cantidad de 
contribuyentes durante la pandemia es ya un 
triunfo: en el momento más complejo, la can-
tidad de contribuyentes no cayó. Detractores 
y defensores del RST merecen tener evidencia 
y diferentes mediciones para mantener o para 
recalcular sus posiciones. 

La urgencia de un cambio 
de rumbo
En el contexto de un alto déficit fiscal que 
se aproxima a los niveles de pandemia  
(Observatorio Fiscal, 2025), Colombia 
debe centrarse en incrementar el recaudo 
tributario. Solo así se podrán financiar las 
promesas sociales como la educación, la 
salud, la protección social y la restitución 
de derechos de una sociedad con conflic-
to armado desde 1948. La clave está en en-
contrar un equilibrio entre simplificación 
tributaria, eficiencia fiscal y confianza de 
los ciudadanos en el sistema.

Es momento de que los colombianos de-
batan y reflexionen sobre cómo mejorar el 
sistema tributario. Un pacto tributario esta-
ble, que garantice claridad y certeza, puede 
ser la clave para construir una base de in-
gresos fiscales más sólida y duradera. Solo 
así, Colombia evitará caer en un ciclo inter-
minable de reformas que no resuelven los 
problemas de fondo y, en cambio, construir 
un sistema fiscal eficiente, justo y sostenible 
que sea un motor de desarrollo para el país.

Monitoreo 
y evaluación
La proliferación de beneficios, exenciones 
y tratamientos especiales en materia tri-
butaria no solo complejiza excesivamente 
el sistema tributario colombiano, situán-
dolo entre los más complejos del mundo 
(Observatorio Fiscal, 2023) sino que genera 
una pérdida de recaudo que en el año 2022 
alcanzó los 114 billones de pesos, equi-
valentes al 7,8 % del PIB (Marco Fiscal de 
Mediano Plazo, 2024) y que en el caso del 
impuesto sobre la renta de personas jurídi-
cas acumuló cerca de 108 billones de pesos 
entre 2012 y 2020 (Heredia-Rodríguez y Gó-
mez-Mejía, 2023). 

Si bien los beneficios tributarios pueden 
ser una herramienta de política fiscal para 
fomentar la inversión y el crecimiento eco-
nómico, pueden tener efectos contraprodu-
centes si no están bien estructurados (Pardo 
et al. 2024), si su evaluación es tardía o sim-
plemente no se lleva a cabo. Es urgente pro-
mover un pacto social que haga obligatoria 
la evaluación de las decisiones tributarias y 
de gasto público. EC

❯❯ Ante la falta de 
estabilidad fiscal, 
algunos ciudadanos 
buscan formas 
legítimas de reducir 
su carga, mientras 
otros trasladan su 
riqueza o recurren a 
prácticas dudosas 
–aproximadamente 
el 40 % del 0,01 % 
más rico del país 
evade impuestos, 
ocultando hasta un 
tercio de su riqueza 
en el extranjero. 
(Londoño-Vélez 
y Ávila-Mahecha, 
2021).
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EL SISTEMA TRIBUTARIO DE CUALQUIER PAÍS 
SE ENCUENTRA INTEGRADO POR TRES ELE-
MENTOS FUNDAMENTALES: normas regula-
doras de las obligaciones tributarias sus-
tanciales, normas sobre los procedimientos 
tributarios necesarios para viabilizar el cum-
plimiento de aquellas y la existencia de un 
ente a nombre del Estado administrador de 
todos los asuntos impositivos. De la forma 
como sean estructurados dependerá la obten-
ción de recaudos suficientes para la materiali-
zación de los fines del Estado. 

El funcionamiento correcto y eficiente del 
sistema exige de cada uno de ellos caracterís-
ticas especiales: 

Un sistema tributario eficaz exige normas claras, procedimientos simples 
y una administración transparente. Colombia, sin embargo, 

enfrenta un panorama complejo marcado por reformas constantes, 
metas de recaudo ambiciosas y una institucionalidad tensionada. 

• En el caso del primero, los preceptos 
normativos deben contemplar todos 
los elementos de cada tributo y estar 
redactados reflejando en su estruc-
tura los principios de progresividad, 
equidad (justicia vertical y horizontal), 
simplicidad (sencillos), neutralidad y 
eficiencia en términos de recaudo, y 
sin figuras determinantes del deterioro 
del cumplimiento correcto y volunta-
rio por parte de los ciudadanos (ejem-
plos: beneficios de auditoría, amnistías, 
blanqueos etc.).  
• En cuanto al segundo, las disposi-
ciones reguladoras de las obligaciones 

GUSTAVO 
HUMBERTO COTE 

PEÑA
EXDIRECTOR GENERAL 

DE LA DIAN

EL 
LABERINTO
FISCAL
COLOMBIANO



83

formales deben establecer procedi-
mientos ajenos de complejidad, con 
garantía del debido proceso y pleno 
reconocimiento de los derechos funda-
mentales, ágiles, excluyendo la exigen-
cia de requisitos engorrosos e innece-
sarios.
• El tercero, referido a la administra-
ción tributaria, exige un ente público 
con suficientes recursos humanos pre-
parados en el conocimiento técnico de 
los tributos y procedimientos, en los 
derechos de los administrados y en el 
comportamiento guiado por valores 
éticos para el ejercicio de sus funciones. 
• Igualmente, requiere contar con una 
potente infraestructura tecnológica 
con una amplia capacidad para alma-
cenar y aprovechar los datos del uni-
verso de sujetos pasivos a controlar y 
de terceros, aprovechando al máximo 
la fortaleza del cruce de informaciones 

de diferentes fuentes para estructurar 
los programas de control y para admi-
nistrar, con eficiencia, los diferentes 
procesos administrativos internos y 
externos, facilitando a los obligados 
fiscales cumplir sus deberes y reclamar 
sus derechos, de forma fácil. 
La institución tributaria debe ser re-
conocida como una entidad de gran 
prestigio, generadora de altos niveles 
de riesgo subjetivo e impulsadora cons-
tante de creación de conciencia tribu-
taria en toda la sociedad y del cumpli-
miento voluntario.  
Al confrontar el sistema tributario colom-

biano con lo aquí expresado y su efecto en el 
recaudo, la evaluación arroja algunas conclu-
siones negativas y otras positivas. 

Las relaciones tributarias en Colombia 
están regidas por una amplia cantidad de dis-
posiciones. 

El Estatuto Tributario comprende casi 
mil artículos y el reglamento único en la ma-
teria, incluye más de 1.600. En muchos de 
los casos, con textos redactados de manera 
confusa, compleja y ausentes de claridad. Al 
crecimiento del amplio bosque normativo se 
suman la infinidad de resoluciones, circulares 
y conceptos interpretativos expedidos por 
las dependencias encargadas de la doctrina. 
En ese mundo tan denso, espeso y brumoso, 
tanto contribuyentes como funcionarios en-
frentan grandes dificultades. Los primeros 
para satisfacer sus compromisos fiscales y los 
segundos para ejercer el control. 

Lo anterior no es gratuito, si se tiene en 
cuenta la aprobación en el país de ocho re-
formas tributarias en los últimos 15 años. Es 
decir, una cada dos años, sin contar las 14 ex-
pedidas en los años noventa y en la primera 
década del siglo XXI. La dinámica legislativa 
tan prolífica ha implicado constantes cam-
bios en las reglas de juego y ha originado in-
certidumbre permanente para todos los acto-
res económicos, con grave afectación de los 
montos recaudados. 

A la multiplicidad de cambios periódi-
cos se suman los efectos de las deficiencias 
e irregularidades cometidas en el trámite de 
expedición de las leyes tributarias, las cuales 
implican el frustrado paso posterior por el ca-
mino del examen ante la Corte Constitucio-
nal, con lo cual termina limitándose el recau-
do con ellas perseguido. 

❯❯ En los últimos 
15 años se 
han aprobado 
ocho reformas 
tributarias. Esta 
dinámica legislativa 
tan prolífica 
ha implicado 
constantes cambios 
en las reglas de 
juego y ha originado 
incertidumbre 
permanente para 
todos los actores 
económicos, con 
grave afectación 
de los montos 
recaudados. 



ECONOMÍA COLOMBIANA ☛ REVISTA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

E
S

P
E

C
IA

L
  
❯

  
 R

E
C

A
U

D
O

 F
IS

C
A

L
 Y

 L
E

G
IT

IM
ID

A
D

 T
R

IB
U

T
A

R
IA

84
Expectativas de recaudo
El proyecto de ley de presupuesto para la vi-
gencia 2024, presentado a consideración del 
Congreso de la República, reflejaba un aforo 
de $502,6 billones de pesos, correspondiendo 
a un 29,6 % del PIB. Entre las expectativas re-
caudatorias del Gobierno Nacional, cuando se 
realizaba su trámite, estaba la de financiar el 
gasto e inversión públicos, entre otras fuentes, 
con un incremento del 18,7 % en los ingresos 
tributarios. 

Para lograr tan abultada pretensión, com-
putaban los efectos de la reforma tributaria 
adoptada con la Ley 2277 de 2022, vigente 
a plenitud en el impuesto de renta durante 
el año 2023 y efectivo en el flujo de caja pre-
supuestal durante el año 2024 por la norma 
constitucional aplicable a los impuestos de 
período (Art.338 Constitución Política), in-
cluido el severo efecto en la tributación de las 
personas naturales con ingresos mayores a 
10 millones de pesos, obligadas a asumir en 
dicho año un fuerte impacto al momento de 
pagar el tributo. 

Además, sumaban en la meta propues-
ta, el recaudo por IVA, los nuevos impuestos 
ambientales y saludables, los resultados de la 
gestión de la Dian y los arbitrajes tributarios 
como fuente de ingresos adicionales en una 
cuantía de 15 billones de pesos.  

El monto de los ingresos tributarios ma-
terializado en el 2024 para nada correspondió 
a lo esperado. Según el informe de gestión de 
la Dian del 24 de enero de 2025, el resultado 
en este período implicó un “Recaudo bruto 
de $267,2 billones equivalentes al 95,6 % de 
la meta establecida de $279,4 billones para la 
vigencia.” 

(https://www.dian.gov.co/atencionciuda-
dano/documents/informe-de-gestion-dian-
2025-vfinal-24ene2025.pdf) 

En dicho  comportamiento incidieron va-
rios factores, como la caída de varias de las 
normas de la Ley 2277/2022 por inexequibles, 
destacándose la correspondiente a la prohibi-
ción de la deducción de las regalías, el frustra-
do trámite del proyecto de ley de arbitramento 
de procesos judiciales impositivos en curso en 
los despachos de los jueces administrativos y 
la anticipación en el año anterior de pagos vía 
retención en la fuente a restar en las declara-
ciones tributarias presentadas y por pagar en 
este ejercicio fiscal. 

Importa traer a colación las reiteradas ad-
vertencias formuladas al ministro de Hacien-
da por parte de varios expertos en la materia, 
sobre la anticipación de la suerte de dichas 
normas ante la guardiana de la Constitución 
y el carácter fantasioso del recaudo calculado 
por los potenciales arbitramentos de litigios 
tributarios, agravado por la ausencia de res-
paldo legal. 

La historia descrita sobre aspiraciones re-
caudatorias al margen de la racionalidad de 
las recomendaciones, volvió a repetirse cuan-
do se tramitaba el Presupuesto General de la 
Nación (PGN) para el año 2025. El Gobierno 
Nacional lo presentó desbalanceado, apostan-
do a complementarlo con una ley de financia-
miento presupuestal para lograr el equilibrio 
requerido entre los ingresos y los gastos en 
cuantía de 12 billones de pesos. El capricho 
de las autoridades hacendísticas al negarse a 
ajustar las cifras iniciales estimadas en $523 
billones con el fin de lograr el trámite de un 
proyecto más realista, conllevó su archivo por 
parte del Congreso de la República.

La situación fiscal prevista para el año en 
curso se agravó aún más por la misma suerte 
corrida en el parlamento por el proyecto de ley 
de reforma tributaria de financiamiento pre-
supuestal. Los congresistas consideraron la 

El Estatuto Tributario comprende casi mil artículos y el 
reglamento único en la materia, incluye más de 1.600. 
En muchos de los casos, con textos redactados de manera 
confusa, compleja y ausentes de claridad.❯
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lenta recuperación de la economía junto con 
los gravosos efectos de la reforma del 2022, 
como un escenario poco favorable para su 
aprobación. 

En el contexto anterior, a comienzos del 
mes de diciembre de 2024 y en medio de los 
escándalos de corrupción por el direcciona-
miento de contratos solicitados por senadores 
y representantes, se produjo la salida del se-
gundo Ministro de Hacienda del Gobierno y la 
llegada del ministro Diego Guevara. Afortuna-
damente se trataba de un funcionario técnico 
que fungía como Vice-ministro 
de la misma cartera, lo cual mo-
rigeró los efectos indeseables de 
esta clase de movimientos en la 
cúpula del Estado.

El desastroso resultado le-
gislativo obligó al Gobierno a 
adoptar el presupuesto por de-
creto tal y como lo establecen 
sus normas reguladoras. Es así 
como en aplicación del artícu-
lo 59 del Estatuto Orgánico del 
Presupuesto, en concordancia 
con el artículo 348 de la Cons-
titución, produjo el PGN 2025 
mediante el Decreto 1523 del 
18 de diciembre de 2024, afo-
rado en $511 billones de pesos, 
descontando los $12 billones 
correspondientes al proyecto 
de ley de financiamiento presu-
puestal archivado. 

Además, a finales del mes 
de enero de 2025, expidió el De-
creto 0069 de 2025, con el cual 
se aplazaron gastos por $12 
billones de pesos, llamando la 
atención sobre la voluntad de no afectar aque-
llos relativos a asuntos sociales y apartándose 
del criterio de quienes predicaban la necesi-
dad de un recorte mayor para garantizar la 
estabilidad fiscal.

Gravamen para personas naturales
El proyecto “enterrado” había sido vendido a 
la opinión pública con los argumentos de no 
afectar la carga de las personas naturales y de 
establecer una reducción de la tasa de tribu-
tación corporativa en el impuesto de renta, 
para hacer más competitiva la actividad eco-
nómica de las personas jurídicas. Adicional-
mente, incorporaba algunos ajustes a la regla 

fiscal, criticados desde diferentes centros de 
pensamiento. Los planteamientos de defensa 
gubernamental chocaban con la verdad en 
sentido contrario derivada de su contenido.  

La propuesta implicaba aumentar el gra-
vamen de las personas naturales al proponer 
la limitación de la deducción por dependien-
tes, mediante la prohibición de solicitarla en 
cabeza de varios declarantes respecto de una 
misma persona. Es decir, para los autores de 
la iniciativa no importaba la contundente 
realidad de la mayoría de las familias colom-

bianas donde ambos esposos, 
por el exiguo monto de sus 
ingresos, están compelidos a 
asumir el sostenimiento com-
partido de sus hijos, por ser 
esta la única forma de poder 
proveerles la satisfacción de 
sus necesidades alimentarias, 
de vestido,  vivienda, salud y 
educación, circunstancia fun-
damental para la aplicación 
del referido beneficio en cabe-
za de los dos y no en la de uno 
solo de ellos. 

Efectos sobre 
las empresas
A nivel de las pequeñas em-
presas y de las microempresas, 
conllevaba un castigo mayor, 
pues se planteaba la elimina-
ción del Régimen Simple de 
Tributación a partir del 2026, 
en contravía de las recomen-
daciones de la OCDE sobre su 
fomento en beneficio de tales 
negocios. 

En cuanto a la tarifa de las personas jurí-
dicas, establecía su reducción en una forma 
progresiva en varios años, pero incrementaba 
la tasa mínima de tributación de forma inme-
diata y sin corregir los defectos de su diseño 
adoptado en el 2022, entre los cuales está in-
cluida la doble tributación por la no depura-
ción en su cálculo de la diferencia en cambio 
no realizada.    

Lo preocupante para el país es la voluntad 
expresada por el presidente de la República 
en el sentido de insistir en una nueva reforma 
tributaria, para lo cual impartió instrucciones 
al ministerio de Hacienda de prepararla con 
base en el contenido del frustrado proyecto 

❯❯ El Congreso 
archivó el proyecto de 
ley de financiamiento 
presupuestal de 2025, 
dejando al Gobierno 
sin margen de 
maniobra legislativa y 
obligándolo a expedir 
el presupuesto por 
decreto.
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da de la recuperación económica, reflejada 
en los resultados positivos del dato de cre-
cimiento obtenido durante el mes de enero 
(2,65).  

A nivel de los procedimientos tributa-
rios, debe reconocerse el avance logrado en 
los últimos años en la administración de im-
puestos, con la disposición de herramientas 
informáticas para el cumplimiento de las 
obligaciones a distancia y para la interacción 
con la Dian. Una muestra son los procesos 
de inscripción y actualización del RUT y del 
RUB, presentación de declaraciones, trámite 

de devoluciones y/o compensa-
ciones, remates de bienes em-
bargados en ejercicio del cobro 
coactivo, presentación de recur-
sos contra actos de determina-
ción oficial y sanción, validación 
de la facturación electrónica de 
las transacciones sobre bienes y 
servicios, apoyo a través del cen-
tro telefónico de ayuda y orienta-
ción, entre otros. 

A pesar de lo enunciado, 
los formalismos siguen tenien-
do preponderancia en algunos 
procedimientos y actuaciones. 
Por ejemplo, en el proceso de 
devolución de los saldos a favor, 
determinados en las declara-
ciones impositivas y por pagos 
en exceso, la preeminencia de 
los sistemas por sobre la lógica 
natural de las cosas, enredan la 

recuperación de valores a que tienen derecho 
las empresas. A la dificultad para obtener las 
citas automatizadas, se suma la negativa de 
algunos funcionarios de turno a la radicación 
por deficiencias formales en cualquier do-
cumento, obligando al solicitante a volver a 
efectuar, desde un principio, todo el trámite 
del caso. 

De otra parte, son innumerables los casos 
de corto-circuitos producto de la desactuali-
zación de la cuenta corriente y las compen-
saciones efectuadas con deudas inexistentes, 
lo cual aplaza  injustamente la disposición de 
capital de trabajo por varios meses, al diferir 
la solución en el tiempo hasta la decisión de 
los recursos gubernativos contra ellas.  

Tratándose del recurso humano propia-
mente dicho, también se han obtenido logros 
positivos. Hoy la gran mayoría de los funcio-

❯❯ Mediante 
herramientas como la 
facturación electrónica 
y el cruce automatizado 
de datos, la Dian 
fortalece su capacidad 
para garantizar la 
seguridad fiscal del 
Estado.

de financiamiento presupuestal. La opinión 
pública espera la vigencia de la sensatez en el 
parlamento para atajar esta absurda preten-
sión o, al menos, para introducirle los cambios 
necesarios con miras a proteger el bolsillo de 
los colombianos. 

De acuerdo con cifras de la Dian, la meta 
de recaudo del 2025 es la cifra nada despre-
ciable de $298.8 billones. Durante el mes de 
enero el comportamiento fue positivo por el 
monto total percibido de $32.8 billones, supe-
rando la meta fijada para este primer período 
de $29,6 billones y en lo corrido del mes de 
febrero hasta el día 20, lo aporta-
do fue de $11,3 billones, frente a la 
meta fijada para este mes en $14,9 
billones. 

Para el cumplimento del to-
tal en el resto del año, la entidad 
deberá desplegar acciones de 
gestión audaces en búsqueda de 
mejores resultados frente a los 
logrados en el año anterior. De 
hecho, en esta línea ya fue anun-
ciado el uso de mecanismos igno-
rados a pesar de estar señalados 
en el Estatuto Tributario desde 
hace varios años, como el del re-
gistro de bienes del investigado, 
para garantizar el pago de futuros 
valores, permitiendo su persecu-
ción mediante cobro coactivo, 
aún cuando figuren a nombre de 
terceros. Igualmente, fue hecho 
público un programa de cobran-
zas con el embargo de facturas electrónicas 
pendientes de pago por los clientes del deu-
dor tributario.

A pesar de los esfuerzos de la entidad rec-
tora de los tributos nacionales, a la dificultad 
fiscal evidente en el año en curso, se suma 
el nuevo cambio del titular de la cartera del 
ministerio de Hacienda. De acuerdo con los 
informes periodísticos, en la inconveniente 
e inoportuna decisión para la situación de la 
débil economía nacional y la confianza del 
mercado, pudieron jugar como factores des-
encadenantes del relevo, desacuerdos con el 
primer magistrado alrededor de la nueva re-
forma tributaria y el aplazamiento de gastos 
adicionales a los ya determinados.

El país espera con expectativa la llegada 
de la persona designada como nueva cabeza 
de estos asuntos claves para mantener la sen-
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narios de la Dian son personas bien prepara-
das en los aspectos técnicos y con un claro 
compromiso con el trascendental papel de-
sarrollado por ellos al ejercer la gestión rela-
cionada con el recaudo de los ingresos públi-
cos. A pesar de lo anterior, existe la necesidad 
de hacer énfasis en su formación alrededor 
de la necesidad de reconocer los derechos de 
quienes controvierten los actos proferidos en 
los procesos de fiscalización, cuando les asis-
te la razón en sus argumentos en contra de 
las pretensiones oficiales. 

De una manera desafortunada, a pesar 
de las pruebas y argumentos legales en con-
tra de las decisiones adoptadas, algunos ser-
vidores públicos hacen caso omiso de estas 
realidades procesales para proceder a confir-
mar las actuaciones adelantadas tal y como 
fueron producidas en un principio. En esta 
forma, obligan al contribuyente a acudir ante 
los jueces para lograr el reconocimiento de 
sus derechos, con el desgaste de tiempo y re-
cursos financieros para el Estado, por la pre-
visible sentencia final en contra de la Dian. 

La percepción de los empresarios es la 
ausencia, en la práctica, de la instancia de 
discusión en vía gubernativa ante la misma 
entidad. Por ello, es importante pensar en 
separar esta función de las actuales áreas ju-
rídicas para ubicarlas en un organismo inde-
pendiente de los directores seccionales.  

Persisten nichos de corrupción
Al interior de la entidad rectora de los tribu-
tos nacionales persiste la existencia de ni-
chos de corrupción, como ocurre en puertos 
y aeropuertos y en el manejo de los aplicati-
vos informáticos de carácter aduanero. 

Los escándalos alrededor de las influen-
cias indebidas y delictivas del denominado 
“papá pitufo” en la Dian, en la Policía Nacio-
nal y en la Policía Fiscal y Aduanera (Polfa) así   

como el informe de la directora de la Agencia 
del Inspector General de Tributos, Rentas y 
Contribuciones Parafiscales (ITRC) sobre la 
manipulación de cientos de declaraciones de 
aduanas para favorecer el contrabando, son 
hechos graves y no pueden quedar impunes. 

A los responsables de tales delitos y a sus 
cómplices internos y externos, las autorida-
des deberán aplicarles drásticas sanciones 
disciplinarias y penales, y obligarlos a com-
pensar con sus bienes el daño ocasionado al 
fisco y a la sociedad.

La entidad debe fortalecer el control in-
terno identificando claramente los puntos 
de grave riesgo y adoptar medidas eficientes 
para prevenir conductas ilegales. Además, 
la ITRC, entidad dependiente del Ministerio 
de Hacienda, a quien corresponde el control 
disciplinario de los funcionarios de la parte 
misional de la entidad, debe hacer presencia 
con más divulgación de las conclusiones de 
sus investigaciones para dar lugar a un ma-
yor riesgo subjetivo como instrumento para 
desestimular las irregularidades.    

Como puede verse, al margen de los pro-
blemas presupuestales y las decisiones de 
política fiscal, el balance del recaudo de im-
puestos en Colombia, por pasar por la revi-
sión de las deficiencias de los tres elementos 
del sistema tributario existente, evidencia la 
necesidad de adoptar estrategias urgentes 
para introducir las correcciones necesarias y 
así lograr su funcionamiento eficiente y efi-
caz. 

Entre ellas,  debe contemplarse la adop-
ción de una reforma tributaria estructural, 
la simplificación normativa y de los procedi-
mientos, agilizar la modernización de la  Dian, 
todo acompañado de una firme y contunden-
te voluntad de las distintas instancias guber-
namentales en la lucha contra la evasión, el 
contrabando y  la corrupción pública. EC

A nivel de los procedimientos tributarios, debe reconocerse 
el avance logrado en los últimos años en la administración de 
impuestos, con la disposición de herramientas informáticas 
para el cumplimiento de las obligaciones a distancia y para la 
interacción con la Dian.❯
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DELEGADA PARA ECONOMÍA 
Y FINANZAS PÚBLICAS

DEBATES 
Y PROPUESTAS

EL MODELO ECONÓMICO COLOMBIANO está 
basado en tres pilares: sistema de tasa de 
cambio flexible, regla monetaria y regla fiscal, 
los cuales hacen parte de la doctrina neoli-
beral que el país adoptó desde fines del siglo 
XX. El régimen de tasa de cambio flexible rige 
desde 1999, cuando Colombia abandonó el 
sistema de bandas cambiarias. 

El esquema inflación objetivo (regla mo-
netaria) empezó a operar en el año 2001, una 
década después de que la Constitución de 
1991 hiciera explícita la independencia del 
Banco Central y, a partir de allí, la tasa de in-
terés se convirtió en la variable reguladora de 
la actividad económica, tanto para controlar 
la inflación como para estabilizar la activi-
dad económica. La regla fiscal, por su parte, 
fue elevada a rango Constitucional en 2011 y 
adoptada en Colombia a partir de 2012 como 
un mecanismo que le impone límites al déficit 
fiscal del Gobierno y, por esta vía, al endeuda-
miento público.

La coyuntura fiscal exige debatir a fondo la estructura de la regla fiscal. 
Las necesidades de financiar políticas redistributivas del ingreso, las rigideces 

del gasto público, las dificultades del recaudo y el financiamiento del déficit 
fiscal, requieren transformaciones en los parámetros de la regla.

JUAN PABLO 
RADZIUNAS

CONTRALORÍA DELEGADA 
PARA ECONOMÍA 

Y FINANZAS PÚBLICAS*

MIGUEL ALFONSO 
MONTOYA 

CONTRALORÍA DELEGADA 
PARA ECONOMÍA

 Y FINANZAS PÚBLICAS*

EN TORNO 
A LA REGLA FISCAL

El uso de reglas como estabilizadores 
macroeconómicos
Los tres pilares económicos tienen una estre-
cha correlación. De una parte, la regla mone-
taria opera dentro de la estrategia de inflación 
objetivo mediante la cual el banco central fija 
la tasa de interés de intervención para mante-
ner la inflación dentro de un rango meta1. Este 
mecanismo es indispensable para poder man-
tener un sistema de tasa de cambio flexible, ya 
que la tasa de cambio recibe los efectos de los 
choques externos y permite mantener la infla-
ción controlada. Por su parte, la regla fiscal sir-
ve para elaborar las metas de la política fiscal, 
haciéndola más predecible y contribuyendo a 
estabilizar la política macroeconómica a lo lar-
go del ciclo económico (permitiendo una polí-
tica fiscal anticíclica), evitando que la política 
monetaria asuma una mayor responsabilidad.

El esquema de inflación objetivo y la regla 
fiscal anclan las expectativas de los agentes 
de inflación y de movimientos de la tasa de 

1.	 El Banco Central busca anclar las expectativas de los agentes anunciando un rango de valores sobre 
	 el cual  la tasa de inflación se debe ubicar.  

*	 Profesionales especializados de la Dirección de Estudios Macroeconómicos.
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cambio. La tasa de cambio, por su parte, re-
cibe el impacto y amortigua los efectos de los 
choques externos (ejemplo devaluaciones en 
la fase inicial de la pandemia del 2020). 

Todo ello significa que los tres pilares de 
la política económica generan beneficios des-
de la óptica ortodoxa: una política monetaria 
que logre mantener una inflación baja y esta-
ble con el uso de la Tasa de Política Monetaria 
(TPM); una flexibilidad cambiaria que reciba 
los impactos de choques externos; y una polí-
tica fiscal restrictiva basada en la regla fiscal y 
el Marco Fiscal de Mediano Plazo (Mfmp) que 
evite el sobreendeudamiento.

Las reglas monetarias y fiscales están en 
oposición con el concepto heterodoxo de dis-
crecionalidad de la política monetaria y fiscal 
por parte de los gobiernos. La idea principal de 
la visión de las reglas consiste en que las polí-
ticas fiscal y monetaria no deben utilizarse de 
forma discrecional puesto que perturban la 
libre asignación de recursos en la economía.  

¿Qué es una regla fiscal?
De acuerdo con el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público (2022) “una regla fiscal 
puede definirse como una restricción du-
radera sobre la política fiscal, que cuenta 
con dos componentes: i) el establecimiento 
de límites numéricos permanentes sobre 
agregados presupuestarios, que se com-
plementa con ii) arreglos institucionales 
que favorecen la aplicación y monitoreo 
de estas metas. De esta manera, las reglas 
fiscales tienen como objetivo principal con-
tribuir a la disciplina de los países y redu-
cir la discrecionalidad de la política fiscal, 
aumentando la credibilidad de los actores 
económicos sobre la economía, promovien-
do la sostenibilidad de las finanzas públicas 
y mejorando las condiciones de acceso a los 
mercados financieros.” 

En Colombia la regla fiscal fue establecida 
por la Ley 1473 de 2011 con el fin de asegurar 
la sostenibilidad de las finanzas públicas. Con 

❯❯ La regla 
fiscal, como está 
concebida, omite 
la interacción del 
balance fiscal con 
el balance del 
sector privado, 
cuyas decisiones 
determinan el 
crecimiento 
económico y tornan 
endógenos el 
resultado fiscal y la 
deuda del Gobierno. 
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la Ley 2155 de 2021 se modificó la ley anterior 
y se impuso un balance primario2 y un límite a 
la deuda neta del Gobierno Nacional Central 
(GNC)3, que tiene como objetivo que esta con-
verja a un nivel prudencial o ancla de 55,0 % 
del PIB y no supere un nivel máximo del 71,0 
% del PIB. 

Historia de las reglas 
monetarias y fiscales
La idea de imponer un límite cuantitativo a 
los gastos de los gobiernos tiene su origen en 
el momento en que se evidenciaron fuertes 
desequilibrios fiscales en el mundo a finales 
de la década de los 70 y comienzos de los 
80 del siglo XX. En el caso de Latinoaméri-
ca coincide con la crisis de la deuda de los 
ochenta. 

Desde el punto de vista teórico, las re-
glas fiscales surgen de las discusiones en-
tre “reglas versus discrecionalidad” que 
han sido tradicionales en la ortodoxia y la 
heterodoxia económica, principalmente, 
después del nuevo consenso macroeconó-
mico4. En este sentido, desde la década de 
los setenta y ochenta se creó un conjunto 
de teorías que sustentaba la existencia de 
reglas monetarias y fiscales, con el fin de 
eliminar los desajustes fiscales de los go-
biernos, reducir la inflación y promover 
un crecimiento económico estable. En el 
campo monetario, surgió la regla de Fried-
man5 y posteriormente otras, como la regla 
de Taylor6. La primera basada en la idea de 
que el control de la inflación y la estabili-
dad en el crecimiento económico se lograba 
manteniendo una tasa de crecimiento baja 
y constante de los agregados monetarios, 
principalmente la oferta monetaria (M1). 

2.	 La variable objetivo es el balance primario neto estructural, definido como los ingresos menos los gastos sin intereses y los 
rendimientos financieros, excluyendo además las transacciones de única vez, el ciclo petrolero y el ciclo económico.

3.	 Deuda neta = deuda bruta menos activos financieros.

4.	 El Nuevo Consenso Macroeconómico o Nueva Síntesis Neoclásica, tiene sus orígenes en la nueva macroeconomía clásica y 
en la nueva macroeconomía keynesiana.

5.	 La mejor manera de asegurar un crecimiento y una inflación estable era mantener la oferta monetaria en una senda de 
crecimiento estable y predecible (regla del K %). Es decir, adoptar una tasa de crecimiento en la oferta monetaria que 
produzca una inflación moderada y evite las grandes oscilaciones en la economía.

6.	 La regla de Taylor es un indicador que sirve para determinar el tipo de interés necesario para estabilizar una economía en el 
corto plazo, pero manteniendo el crecimiento a largo plazo. Fue introducida por John Taylor en 1992.

7.	 La regla de Taylor es un indicador que sirve para determinar el tipo de interés necesario para estabilizar una economía en el 
corto plazo, pero manteniendo el crecimiento a largo plazo. Fue introducida por John Taylor en 1992.

Posteriormente, ésta sería reemplazada por 
la regla de Taylor, utilizada por los bancos 
centrales hoy en día para determinar la tasa 
de política monetaria (TPM).

En el campo fiscal, el enfoque de las re-
glas fiscales como herramienta para limitar la 
discrecionalidad de los gobiernos frente a la 
expansión del gasto público tiene su origen en 
el desarrollo de la economía neoclásica que 
inspiró las críticas al keynesianismo. Ver Ga-
lán citando a Kydland y Prescott (1977), Ba-
rro y Gordon (1983) y Taylor (2000), autores 
de escuelas neoclásicas o de corte Neoliberal 
(Nueva Macroeconomía Clásica o Neokeyne-
sianos). 

Las reglas fiscales se popularizaron desde 
la firma del tratado de Maastricht (1992)7, que 
fija para los países de la Unión Europea (UE), 
en el marco del Pacto de Estabilidad y Creci-
miento (PEC), criterios para evitar desequili-
brios fiscales, entre los cuales se encuentran 
dos reglas principales: déficit del gobierno 
inferior a 3 % del PIB y relación deuda a PIB 
inferior a 60 %. Para el mediano plazo se re-
quiere un balance cercano al equilibrio o su-
peravitario. Desde 2005, esta última regla se 
reemplazó por un superávit estructural anual 
de 0,5 % del PIB, permitiendo un nivel mayor 
en períodos de auge y uno menor en períodos 
adversos. 

Lo paradójico es que pese a estas restric-
ciones fiscales la deuda se elevó en la Unón 
Europea y superan en algunos el 100 % del 
PIB. Luego de años de narrativa enfocada en 
la austeridad y el cumplimiento de las reglas 
fiscales, el parlamento alemán evalúa actual-
mente la posibilidad de eliminar los límites de 
deuda y elevarla para apoyar gasto en infraes-
tructura y en defensa.

✔ Las restricciones 
de gasto público 
derivadas de la 
regla fiscal vigente 
limitan la inversión 
en infraestructura 
educativa, 
perpetuando 
brechas sociales 
y frenando el 
crecimiento de largo 
plazo.
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El Banco de la República puede contribuir a la disminución 
de las tasas de interés de la deuda del GNC sin socavar 
su función de control de la inflación. Se deben considerar 
esquemas de coordinación con la política fiscal y la fijación 
discrecional de las tasas de los títulos TES. ❯

8.	 La variable objetivo es el balance primario neto estructural, definido como los ingresos menos los gastos sin intereses y los 
rendimientos financieros, excluyendo además las transacciones de única vez, el ciclo petrolero y el ciclo económico.

Aspectos críticos de la regla fiscal 
desde enfoques alternativos
La literatura heterodoxa o alternativa al 
mainstream del pensamiento convencional 
ha planteado algunas críticas frente a las re-
glas fiscales y al concepto de sostenibilidad de 
la deuda.  Un argumento es la endogeneidad 
del resultado fiscal. Dado un gasto aprobado 
por la autoridad legislativa para una vigencia, 
los ingresos tributarios aumentan o disminu-
yen de acuerdo con el crecimiento económi-
co. Una baja tasa de crecimiento o una rece-
sión derivan en un aumento del déficit fiscal 
y el saldo de la deuda, mientras un elevado 
crecimiento resulta en un menor déficit o un 
superávit fiscal y en una reducción del saldo 
de la deuda con relación al PIB.

El crecimiento económico está asociado, 
a su vez, a las decisiones de inversión y con-
sumo de las firmas y los hogares. Debido a la 
interacción entre crecimiento e ingreso tribu-
tario se puede afirmar que el déficit fiscal y la 
deuda son un resultado endógeno de la eco-
nomía. Esto es importante porque el resulta-
do fiscal y la deuda no pueden concebirse de 
manera independiente del balance del sector 
privado. 

El déficit fiscal, desde el punto de vista 
de la contabilidad macroeconómica, es com-
patible con excesos de ahorro privado sobre 
inversión, situación normal en la economía, 
mientras un superávit fiscal tiene como con-
trapartida un exceso de inversión privada so-
bre el ahorro, lo que no puede sostenerse en 
el tiempo (Godley y Lavoie, 2007; Wray et al, 
2019). La deuda pública, por lo tanto, es el re-
sultado lógico de esta condición contable, lo 
que además se materializa en un incremento 
de los activos financieros del sector privado. 

Bajo este enfoque, el gasto público debe 
elevarse hasta el punto en el que se alcance el 
nivel de pleno empleo8 o hasta cuando surjan 
restricciones de oferta de insumos o recursos 
materiales que puedan provocar inflación 
(Lerner, 1943). La financiación del gasto pú-
blico se realiza con apoyo del banco central en 
un marco de soberanía monetaria o mediante 
el control de las tasas de interés de las emisio-
nes de títulos en moneda doméstica. En esta 
literatura, la deuda externa no se recomien-
da en la medida en que el banco central no 
puede emitir divisas, las cuales dependen de 
los ingresos por exportaciones y por llegada 
de capitales, asociados a factores de demanda 
global y volatilidad que pueden tornar difícil 
el pago de la deuda.

En cuanto al superávit primario, que gene-
ralmente es uno de los objetivos de las reglas 
fiscales, el enfoque crítico sostiene en primer 
lugar que no contribuye a expandir la deman-
da agregada y, por lo tanto, afecta negativa-
mente el crecimiento, en contraste con el dé-
ficit primario, que si tiene un efecto positivo. 

En segundo lugar, en un escenario donde 
la tasa de interés de la deuda (r) es mayor que 
la tasa de crecimiento económico (g), recor-
tes de gasto o aumentos de impuestos para 
alcanzar el superávit, no son efectivos para 
reducir la deuda. Esta se torna inestable y se 
aleja del nivel donde la deuda no crece de un 
periodo a otro (Pasinetti, 1997, 1998). 

Al contrario del enfoque convencional, se-
gún el cual (r) y (g) alcanzan un equilibrio na-
tural donde lo normal es que (r>g), variables 
que no pueden ser modificadas por la políti-
ca fiscal y monetaria, el enfoque alternativo 
sostiene que la política económica si puede 
afectar estas variables para que la deuda sea 

✔ La inversión 
pública, clave 
para dinamizar 
la economía y 
generar empleo, 
se ve afectada por 
las metas fiscales 
rígidas que no 
distinguen entre 
gasto corriente 
e inversión 
productiva.
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sostenible. El banco central puede reducir 
(r) mediante la tasa de política monetaria y 
el gobierno puede elevar (g) con el déficit pri-
mario, lo que en conjunto reduce la deuda en 
el tiempo.

Otro aspecto que se controvierte en las re-
glas fiscales es el relacionado con la medición 
del PIB potencial, que es el máximo nivel de 
producción que puede alcanzar una econo-
mía dados los factores de producción y la tec-
nología. Este indicador es la base del denomi-
nado balance primario estructural, es decir, 
el balance que es compatible con dicho PIB 
potencial. Las reglas fiscales permiten que se 
presenten déficits cuando la producción cae 
por debajo del PIB potencial, lo que las pro-
vee de un carácter contra cíclico. El debate se 
centra en la metodología de las reglas fiscales 
basadas en el concepto de la tasa de desem-
pleo que no acelera la inflación o Nairu9 (por 
sus siglas en inglés). 

La crítica a esta metodología es que esta-
blece tasas de desempleo altas asociadas al 
PIB potencial, lo que riñe con el concepto de 
pleno empleo o tasas de desempleo más ba-
jas. Si esto último se tiene en cuenta, el PIB 
potencial sería mayor, lo que requeriría de un 
mayor gasto público y política monetaria me-
nos restrictiva para tener mayor crecimiento 
y alcanzar el objetivo de pleno empleo. 

Debates contemporáneos 
en Colombia sobre la regla fiscal
En el marco del proyecto de Presupuesto Ge-
neral de la Nación para el 2025, el Gobierno 
presentó una ley de financiamiento que con-
templaba un ajuste paramétrico a la regla 
fiscal. El anterior director del Departamen-
to Nacional de Planeación (DNP), Jorge Iván 

9.	 Non-Accelerating Inflation Rate of Unemployment.

González (2023), había propuesto abrir el de-
bate sobre la regla fiscal y el reto de la tran-
sición energética. Concretamente, proponía 
una regla fiscal verde en la cual se excluyeran 
inversiones estratégicas ambientales de los 
cálculos de la regla fiscal.

Si bien estas ideas no volvieron a discutir-
se y la ley de financiamiento no se aprobó en 
el Congreso, el debate sobre las limitaciones 
de la regla fiscal expuestas arriba sigue sien-
do relevante, lo que justifica revisar algunos 
aspectos específicos de la regla fiscal del Go-
bierno Nacional Central y presentar  propues-
tas de ajuste a la misma. Esto, con el objetivo 
de explorar diferentes alternativas que per-
mitan a los gobiernos emprender procesos 
de transformación productiva en el marco de 
una agenda verde y logren alcanzar niveles 
de pleno empleo y resolver los problemas de 
pobreza y desigualdad en la distribución del 
ingreso y la riqueza.

Un primer aspecto por debatir es el balan-
ce primario neto estructural del GNC. Sobre 
este parámetro se añade el ciclo económico, 
el ciclo petrolero y las transacciones de única 
vez, lo que en conjunto determina el balance 
primario permitido por la regla fiscal. Para el 
2025 la regla fiscal establece un superávit pri-
mario estructural del 0,5 % del PIB y desde el 
2026 se calcula con base en un valor fijo de 0,2 
% del PIB más la diferencia entre el saldo de 
la deuda neta a PIB observado y su nivel pru-
dencial, que es del 55,0 % del PIB. El Gobierno 
espera que en 2025 la deuda neta ascienda al 
60,6 % del PIB, lo que implicaría un superávit 
primario estructural del orden del 0,76 % del 
PIB. Esto implicaría un superávit primario 
permitido en 2026 del orden del 0,2 % del PIB, 
que según el Marco fiscal de Mediano Plazo 

El esquema de regla fiscal vigente restringe el gasto 
público, específicamente la inversión y esto tiene un 
impacto negativo en el crecimiento económico de largo 
plazo, variable que incide de manera notable en la 
reducción del déficit fiscal y la deuda en el tiempo.❯
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10.	Una propuesta de PIB potencial con el pleno empleo y basado en la ley de Okun se puede encontrar 
	 en Fontanari,C et al (2019). 

de 2024 (Mfmp24) aumentaría al 0,6 % en 
promedio hasta el 2035.  

Como se anotó arriba, esto puede reper-
cutir negativamente en el crecimiento econó-
mico. Si a esto se agrega que en el periodo la 
tasa de interés real (3,6 % en promedio) supe-
ra la tasa de crecimiento económico de me-
diano plazo (3,0 % anual promedio), se tendría 
una senda de la deuda inestable que, en lugar 
de reducirse se elevaría, exigiendo mayores 
recortes de gasto primario o mayores impues-
tos que, a su vez, reducirían el crecimiento 
económico, elevando aún más el déficit y la 
deuda.

De otro lado, un efecto adverso que se evi-
dencia con el recorte del gasto, para cumplir 
con la regla fiscal, y dada la inflexibilidad del 
presupuesto, es la reducción de la inversión. 
Esto restringe el gasto en áreas como el de in-
fraestructura, investigación y desarrollo, pro-
yectos en energías alternativas, lo cual incide 
en el crecimiento económico de mediano pla-
zo, repercutiendo negativamente en la senda 
de deuda neta en el tiempo.

Otro elemento de debate es el cálculo 
del PIB potencial, componente con el que 
se calcula el ciclo económico en el esquema 
de la regla fiscal. De acuerdo con el Plan Fi-
nanciero 2025 (PF25) en 2023 la economía 
colombiana alcanzó el máximo nivel de pro-
ducción. En 2024 y 2025 la economía está 
levemente por debajo de dicho nivel, pero 
entre el 2026 y el 2035, según el Mfmp24, el 
PIB potencial se alcanzaría de manera per-
manente. Cabe señalar que la tasa de desem-
pleo en 2023 era del 10,0 % y si suma la tasa 
de subocupación y los trabajadores cesan-
tes, el recurso humano ocioso total alcanzó 
el 26,0 %. Para el 2024 y el 2025 se redujo al 
23,0 %, sin embargo, sigue siendo elevado y 
cuestiona la metodología de cálculo del PIB 
potencial, porque subestima el aporte de 
esta parte del factor trabajo a la producción 
y omite el objetivo del pleno empleo. 

Propuestas para debatir 
la regla fiscal en Colombia
De acuerdo con las limitaciones de la regla 
fiscal descritas anteriormente, consideramos 
que se debe promover un debate constructivo 
y reflexivo en torno a un rediseño de la misma. 

En primer lugar, debe revisarse el parámetro 
relacionado con el balance primario neto es-
tructural. Podrían explorarse metodologías 
que tienen como base un déficit primario es-
tructural del 0,5 % o del 1,0 % del PIB o depen-
der del balance del sector privado. Además, se 
podría eliminar o vincular la restricción ac-
tual de deuda neta a objetivos como el pleno 
empleo u otras metas de política económica.

Esto se acompañaría del ciclo económico, 
pero calculado con metodologías que midan 
el PIB potencial de acuerdo con el concepto 
de pleno empleo e indicadores del grado de 
utilización de capacidad instalada y restric-
ciones de oferta de la economía10. Esto garan-
tizaría que la política económica tenga más 
espacio fiscal cuando sea necesario, incida 
en el crecimiento económico y apunte hacia 
el pleno empleo y la reducción de la informa-
lidad laboral, garantizando la estabilidad de 
precios. 

En cuanto a la inversión, generalmente sa-
crificada para cumplir con las metas fiscales, 
se podría plantear la metodología de separar 
del cálculo del balance primario cierto tipo 
de gastos asociados a la inversión productiva, 
como en capital físico y humano, o si así se de-
cide el gasto en transición energética, cambio 
climático, o el gasto en investigación y desa-
rrollo (I+D). 

La meta del PND22 era elevar la inversión 
en I+D del 0,24 % del PIB en 2020 al 0,5 % del 
PIB en 2026. Si bien es un crecimiento impor-
tante, luce poco para apoyar un proceso de 
transformación y reindustrialización. Corea 
del Sur ha tenido una inversión en I+D del 15 
% del PIB y (Palma y Pincus, 2022). Este tipo 
de inversiones requeriría de supervisión, mo-
nitoreo y aprobación de un comité especial 
conformado por diversos sectores de la socie-
dad y la academia.

Cabe mencionar que con mayor inversión 
pública es posible generar un crecimiento de 
largo plazo que posibilite una reducción de la 
deuda en el tiempo. Si bien la meta de creci-
miento anual promedio del Mfmp24 para el 
periodo 2025-2035 es una meta prudente (3,0 
%), tiene el inconveniente de que es menor a 
la tasa de interés (3,6 %) lo que, sumado al su-
perávit primario, tendería a elevar la deuda en 
el tiempo, contrario a los esperado por el PF25 

LOS TRES PILARES 
DE LA POLÍTICA 
ECONÓMICA 
GENERAN 
BENEFICIOS 
DESDE LA ÓPTICA 
ORTODOXA: 
UNA POLÍTICA 
MONETARIA QUE 
LOGRE MANTENER 
UNA INFLACIÓN 
BAJA Y ESTABLE 
CON EL USO DE LA 
TASA DE POLÍTICA 
MONETARIA; UNA 
FLEXIBILIDAD 
CAMBIARIA QUE 
RECIBA LOS 
IMPACTOS DE 
CHOQUES EXTERNOS; 
Y UNA POLÍTICA 
FISCAL RESTRICTIVA 
BASADA EN LA 
REGLA FISCAL Y EL 
MARCO FISCAL DE 
MEDIANO PLAZO 
QUE EVITE EL 
SOBREENDEUDA-
MIENTO.
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(Gráfico 1). Con una senda de crecimiento del 
3,9 % anual, el déficit primario sería menor y 
la deuda neta a PIB se reduciría en el tiempo, 
situándose en el 58,7 % del PIB en el 2035 (Grá-
fico 1 escenario 1), tendencia que acentuaría 
mucho más si la tasa de interés se reduce al 
3,0 %, acercando la deuda al nivel prudencial 
(Gráfico 1 escenario 2). 

Con relación a las tasas de interés de la 
deuda, es importante la coordinación con el 
Banco de la República, ya que la Tasa de Polí-
tica Monetaria (TPM) que el emisor fija incide 
de manera significativa en las tasas de interés 
de la deuda interna. Otro esquema alternati-
vo que puede evaluarse es que el gobierno fije 
de manera discrecional la tasa de emisión de 
los TES que se ofrecen al mercado o al emisor 
directamente. 

Por último, la gestión de la deuda debe 
propender por reducir la carga de las obliga-
ciones de la misma mediante la extensión del 

 Fuente: MFMP 2024, PF 2025 y cálculos propios

GRÁFICO 1.
DEUDA NETA DEL GNC 
% DEL PIB

perfil de vencimientos y  realizar una sustitu-
ción de deuda externa por interna para mane-
jar el riesgo de tasa de cambio y el de refinan-
ciamiento, lo que reduciría la tasa de interés 
externa, contribuyendo a la disminución de la 
deuda.

Consideraciones finales
El debate en torno a la regla fiscal es pertinen-
te debido a las debilidades teóricas y las limi-
taciones operativas que tiene su implemen-
tación. La regla fiscal para el GNC hace parte 
de la política económica establecida desde la 
década de los noventa, la cual integra la regla 
de política monetaria y la flexibilidad de la 
tasa de cambio.

No obstante, la regla fiscal, como está 
concebida, omite la interacción del balance 
fiscal con el balance del sector privado, cuyas 
decisiones determinan el crecimiento econó-
mico y tornan endógenos el resultado fiscal y 
la deuda del Gobierno. 
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LA POLÍTICA 
MONETARIA 
GLOBAL 
ENFRENTA LA 
DUALIDAD DE 
REDUCIR LA 
INFLACIÓN Y 
REACTIVAR LA 
ECONOMÍA, 
CUESTIONANDO 
LOS COSTOS DE 
OPORTUNIDAD Y 
LA EFICACIA DE 
SUS ACCIONES.

Imponer superávits primarios y metas de 
deuda en el tiempo puede afectar negativa-
mente el crecimiento y el balance del sector 
privado, lo cual no sería sostenible, aún más en 
condiciones en que la tasa de interés de la deu-
da supera la tasa de crecimiento económico. 

Debe considerarse un déficit primario 
estructural y la eliminación de las metas de 
deuda o como complemento a metas de po-
lítica más ambiciosas como el pleno empleo 
o la reducción de la pobreza. Los límites de 
deuda actual restringen la política fiscal y, al 
contrario de lo que se espera, elevan el déficit 
y la deuda en el tiempo.

El esquema de regla fiscal vigente restrin-
ge el gasto público, específicamente la inver-
sión y esto tiene un impacto negativo en el 
crecimiento económico de largo plazo, varia-

ble que incide de manera notable en la reduc-
ción del déficit fiscal y la deuda en el tiempo. 
Por esto, debería separarse el gasto de inver-
sión del cálculo del balance primario.

Es importante revisar también el cálculo 
del PIB potencial y explorar otras metodolo-
gías, ya que la actual es compatible con altos 
niveles de desempleo, subestima el recurso 
humano ocioso y su aporte a la producción, 
además de que omite el pleno empleo como 
objetivo de política económica. 

El Banco de la República puede contri-
buir a la disminución de las tasas de interés 
de la deuda del GNC sin socavar su función 
de control de la inflación. Se deben conside-
rar esquemas de coordinación con la política 
fiscal y la fijación discrecional de las tasas de 
los títulos TES. EC
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COMO SEÑALA EL DICHO POPULAR, PODRÍA AFIRMARSE 
QUE CADA MINISTRO DE HACIENDA LLEGA CON SU PROPIA 
REFORMA TRIBUTARIA DEBAJO DEL BRAZO. 

En mayo de 2023,  solo unos meses después de ser apro-
bada la Ley 2277 de 2022 por medio de la cual se adoptó una 
reforma tributaria y, a pocos días de aprobarse la Ley 2294 
de 2023 por medio de la cual se aprobó el Plan Nacional de 
Desarrollo 2022-2026, el Ministro de Hacienda y Crédito Pú-
blico, Ricardo Bonilla, manifestó en referencia al impuesto 
para energías renovables que “Es un debate que se abre con 
respecto a algunos artículos que quedaron aprobados en el Plan 
de Desarrollo. Lo tenemos que evaluar y mirar qué pasó, porque 
el mensaje del gobierno es que queremos promover las energías 
renovables y ampliar la oferta energética colombiana” (Sando-
val, 2023)

En enero de 2025, cuando se posesionó oficialmente Die-
go Guevara como  segundo ministro de Hacienda manifestó 
que presentaría al Congreso de la República una reforma tri-
butaria que permitiera enfrentar el aplazamiento presupues-
tal y los desafíos originados en la desfinanciación del Presu-
puesto General de la Nación.

Y en marzo de 2025 el nuevo ministro, Germán Ávila, no 
podía ser la excepción y anunció en los medios de comunica-

Cualquier reforma impositiva será 
percibida por algunos como un 

mecanismo de redistribución ideológica, 
más que como una herramienta técnica 

de ajuste fiscal. Desde el punto de 
vista social, la ciudadanía demanda 

transparencia en el uso de los recursos 
públicos y cada vez está menos 
dispuesta a hacer contribuciones 

mayores por la vía de los impuestos.

ción que “Vamos a presentar una Ley de 
Financiamiento” (Alguero, 2025).

Resulta claro que no se trata de ca-
prichos de los ministros de hacienda. 
En realidad, el país afronta unos de-
safíos importantes relacionados con 
el desfinanciamiento del Presupuesto 
General de la Nación1 en los años 2024 
y 2025 debido a múltiples causas entre 
las cuales se destacan: i) el bajo recau-
do bruto de la Dian del año 2024 (Dian, 
2024) el cual disminuyó con relación al 
año 2023 (Dian, 2023) en un poco más 
de 12 billones de pesos, de acuerdo con 
cifras oficiales. Con todo, el Gobierno 
espera que en 2025 el recaudo supere 
la meta ‘audaz’ de los 298,8 billones 
(Presidencia, 2025); y ii) la desacelera-
ción del consumo en algunos sectores 
de la economía local y global y la ralen-
tización del comercio exterior.

Así, resulta evidente, con estas ci-
fras, que Colombia atraviesa un mo-

JULIO FERNANDO 
LAMPREA

EXDIRECTOR DE IMPUESTOS 
DE LA DIAN

1.	 El presupuesto, que para 2023 se aprobó en la ley 2276 de 2022 en 405,6 billones de pesos, pasó a 502,5 billones de 
pesos para 2024 de acuerdo con la Ley 2342 de 2023 y para 2025 el decreto 1523 de 2024 lo fijó en 523 billones de pesos 
(Ministerio de Hacienda, 2025)
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mento decisivo en materia fiscal. El Gobierno 
del presidente Gustavo Petro enfrenta crecien-
tes presiones por parte de  diversos sectores 
para garantizar la sostenibilidad de las finan-
zas públicas, mientras mantiene su promesa 
de avanzar hacia un modelo más equitativo y 
progresivo que demanda un importante flujo 
de recursos y presiona el limitado Presupuesto 
General de la Nación. 

En línea con el objetivo de este artículo, 
nos enfocaremos en la fuente de recursos que 
podría aportar una eventual reforma tributa-
ria o ley de financiamiento del Presupuesto 
General de la Nación del año 2025. 

El 2025 no parece ser un año con prome-
tedores resultados en recaudo. El equipo de 
investigaciones del Banco de Bogotá augura 
que en 2025 el recaudo de impuestos estaría 
por debajo de los 30 billones de pesos (Banco 
de Bogotá, 2025), es decir el hueco fiscal ori-
ginado en la baja del recaudo superaría los 12 
billones de pesos estimados por el Gobierno 
Nacional. 

Este pronóstico parece estar cumpliéndose. 
Según información de prensa (Espinosa Radio, 
2025), a 27 de marzo de 2025 el recaudo tribu-
tario de la Dian estaba por debajo de la meta en 
2 billones de pesos y todo indica que la primera 

cuota del impuesto sobre la renta de los gran-
des contribuyentes que aportaron en 2024 el 62 
% de este impuesto, estuvo por debajo de los 
niveles históricos de recaudo. 

Bajo ese contexto, es imperioso adoptar 
medidas de choque para lograr el aumento del 
recaudo y esto no significa que propongamos 
el aumento de las tarifas o bases gravables de 
los impuestos y mucho menos la creación de 
nuevos impuestos. Cualquier iniciativa en esta 
vía no tiene sentido pues no solo presionaría 
el desempeño empresarial lo que afectaría aún 
más el recaudo, sino que, por virtud del artícu-
lo 338 de la Constitución Política, el recaudo no 
sería inmediato pues “Las leyes, (…) que regulen 
contribuciones en las que la base sea el resultado 
de hechos ocurridos durante un período determi-
nado no pueden aplicarse sino a partir del perío-
do que comience después de iniciar la vigencia 
de la respectiva ley, ordenanza o acuerdo.” (Con-
greso de la República, 1991)

Entonces, ¿cuál será el camino que escoja 
el Gobierno Nacional en caso de concretar la 
presentación de una ley de financiamiento o 
reforma tributaria? 

Para esta decisión debe evaluarse el pano-
rama actual que vive el país. La renuncia del 
ministro Diego Guevara, en marzo de 2025, 

UNA POSIBLE 
REFORMA DEBERÍA 
INCLUIR LA REVISIÓN 
Y PRIORIZACIÓN 
DEL GASTO SOCIAL, 
LA ELIMINACIÓN 
DE DUPLICIDADES 
INSTITUCIONALES, EL 
FORTALECIMIENTO 
DEL CONTROL 
INTERNO Y EXTERNO 
Y LA ADOPCIÓN DE 
HERRAMIENTAS 
TECNOLÓGICAS 
PARA MEJORAR LA 
TRAZABILIDAD Y 
EVALUACIÓN DEL 
GASTO.

IMPUESTOS
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dejó en evidencia las tensiones internas sobre 
cómo abordar la crisis fiscal. Mientras algunos 
sectores del Gobierno abogan por mantener el 
gasto social como motor de crecimiento, otros 
insisten en la necesidad de consolidar fiscal-
mente las cuentas públicas.

Cualquier debate sobre reformas tributa-
rias se daría en un momento de alta polari-
zación política y fragmentación legislativa. Es 
bien sabido que el Gobierno del presidente Pe-
tro ha enfrentado dificultades para consolidar 
las mayorías en el Congreso, lo que ha afecta-
do la viabilidad de sus principales reformas y 
un camino de reforma tributaria no sería la 
excepción.

La agenda legislativa del Gobierno ha 
sido ambiciosa. Los objetivos de modificar 
los sistemas de salud y educación, el régimen 
laboral y el sistema pensional de forma simul-
tánea, han generado resistencia en múltiples 
frentes y ha diluido la capacidad de negocia-
ción política. En esta coyuntura, cualquier re-
forma impositiva será percibida por algunos 
como un mecanismo de redistribución ideo-
lógica, más que como una herramienta técni-
ca de ajuste fiscal. En esto el Gobierno debe 
ser pragmático.

Desde el punto de vista social, la ciudada-
nía demanda transparencia en el uso de los re-
cursos públicos y cada vez está menos dispues-
ta a hacer contribuciones mayores por la vía de 
los impuestos. A esto se suma la exigencia de 
todos los sectores en exigir resultados concre-
tos y mejora en la calidad del gasto público.

Cualquier iniciativa debería ir acompaña-
da de una estrategia pedagógica clara que per-
mita explicar a la ciudadanía el sentido de los 
ajustes y los beneficios esperados. Está com-
probado que la facilitación y cercanía con los 
ciudadanos incrementa el recaudo. Muchos de 
ellos están dispuestos a pagar sus impuestos, 
pero otro tanto no sabe ni siquiera cómo lo de-
ben hacer.

Una posible reforma podría ser una ex-
celente oportunidad para encausar las rela-
ciones del ejecutivo con el legislativo, para 
avanzar hacia un país que no solo garantice 
estabilidad macroeconómica, sino que tam-
bién asegure dignidad, inclusión y oportuni-
dades para todos.  

Una vez entendido el enfoque, partiremos 
del análisis de iniciativas y decisiones tributa-
rias recientes que podrían marcar la pauta de 
la propuesta del Gobierno Nacional para una 
eventual reforma impositiva.

El Proyecto de Ley 300 de 2024 fue pre-
sentado como el mecanismo para financiar 
el Presupuesto General de la Nación del año 
2025 que tenía, según esta iniciativa, un en-
foque redistributivo y progresivo. Uno de los 
aspectos más relevantes fue la modificación 
del impuesto sobre la renta para personas 
jurídicas. El proyecto proponía reemplazar 
la tarifa fija del 35 % por un sistema progresi-
vo, que contemplaba una tarifa del 27 % para 
empresas con rentas inferiores a 6.285 UVT, 
una tarifa del 30 % para aquellas entre 6.285 
y 120.000 UVT, y una tarifa del 33 % para em-
presas con ingresos superiores a ese umbral.

Este ajuste buscaba hacer más compe-
titivo el entorno fiscal para las pequeñas y 
medianas empresas, que históricamente han 
soportado una carga impositiva proporcio-
nalmente más alta que la de las grandes cor-
poraciones, debido a limitaciones en el acceso 
a beneficios tributarios y economías de esca-
la. Sin embargo, algunos críticos argumenta-
ron que esta medida podría generar distorsio-
nes y facilitar el fraccionamiento artificial de 
empresas con el fin de acceder a tarifas más 
bajas, además de complejizar aún más el sis-
tema tributario en Colombia.

En cuanto al impuesto al patrimonio, el 
proyecto proponía reducir el umbral gravable 
de 72.000 a 40.000 UVT y aumentar las tari-
fas hasta un 2 %. Además, por primera vez se 

Resulta indispensable que el esfuerzo contributivo de los 
ciudadanos se traduzca en una mejora tangible de sus 
condiciones de vida, una distribución más equitativa 
de la riqueza y una renovada confianza en la capacidad 
del Estado para cumplir con sus funciones esenciales.  ❯
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incluían como sujetos pasivos a las personas 
jurídicas cuyos activos improductivos no ge-
neraran rentas. Esta medida fue interpretada 
como una forma de desincentivar la acumu-
lación de activos ociosos y promover su uso 
productivo en la economía, además era ca-
lificado como un mecanismo que generaba 
doble tributación violando principios consti-
tucionales que rigen la materia.

Adicionalmente, se propuso elevar la tari-
fa marginal del impuesto sobre la renta para 
personas naturales del 39 % al 41 %, aplicable 
a ingresos superiores a 31.000 UVT, y ajustar 
los rangos de retención en la fuente para los 
asalariados. También se incluía un incremen-
to en la tarifa del impuesto a las ganancias 
ocasionales, pasando hasta el 25 %.

La propuesta incluía la eliminación del 
Régimen Simple de Tributación a partir de 
2026, con el argumento de que dicho régimen, 
aunque diseñado para simplificar el cumpli-
miento tributario y formalizar a pequeños 
contribuyentes, había generado desequili-
brios en el recaudo sin traducirse en mejoras 
significativas en la formalización del empleo 
o la actividad económica. Esto, desde luego, 
se trataba de un error que desconocía los 
importantes resultados en formalización y 
simplificación que ya beneficia a más 130.000 
contribuyentes.

La implementación de una reforma tribu-
taria con los lineamientos propuestos tendría 
efectos diferenciados en los distintos sectores 
de la economía. Por ejemplo, el sector extrac-
tivo, en particular el petrolero y minero, ya ha 
sido objeto de impuestos temporales sobre 
sus exportaciones. Aunque estos buscan cap-
turar rentas extraordinarias, también generan 
preocupación por el posible desincentivo a la 
inversión, en un contexto en el que el país ne-
cesita diversificar su matriz exportadora.

Esta reforma, como es conocido, naufragó 
en el Congreso de la República con las con-
secuencias políticas que trazaron el camino a 
la ruptura del Gobierno Nacional con un im-
portante sector del Congreso de la República.

Por otro lado, la disminución de recursos 
asociado al bajo nivel de recaudo tributario 
que permite alimentar el Presupuesto Gene-
ral de la Nación, se agravó con la crisis del 
Catatumbo que llevó a la declaratoria de la 
conmoción interior y con ello al Decreto Le-
gislativo No. 175 de 2025, mediante el cual se 
impusieron medidas tributarias transitorias 

en el marco del estado de conmoción interior. 
Dentro de las medidas se incluyeron la 

creación del Impuesto Especial para el Cata-
tumbo que grava la extracción en el territorio 
nacional de hidrocarburos y carbón, el au-
mento de la tarifa del Impuesto de Timbre del 
0 % al 1 %, y la aplicación de IVA a los juegos 
de azar en línea, incluso si se operan desde el 
exterior. Aunque estas disposiciones se jus-
tifican como transitorias y focalizadas en la 
atención del orden público y no es el propósi-
to discutir su apego a la Carta Constitucional, 
evidencian que el Estado colombiano atravie-
sa una presión urgente de recaudo que no ha 
podido ser resuelta por medios ordinarios. 

Así, es razonable anticipar que el próxi-
mo proyecto de reforma tributaria que plan-
tea presentar el Gobierno Nacional podría, 
en principio, incluir medidas que permitan 
el rápido incremento de los niveles tributa-
rios y esto se podría realizar por medio de un 
aumento generalizado de los impuestos, con 
énfasis en tributos directos como el impuesto 
sobre la renta y el patrimonio, como ya se bus-
có el año pasado, o simplemente con medidas 
que no afecten la esencia de los tributos, sino 
que permitan generar recursos por el pago de 
impuestos.

Con estos antecedentes fiscales y políti-
cos, ¿qué sería lo aconsejable para una even-
tual reforma tributaria que favorezca el recau-
do? Evidentemente, medidas que no afecten 
la esencia de los tributos, como las que se 
describen a continuación.

Cobro de cartera de la Dian
Según información de la Dian (Dian, 2025), “la 
cartera total de la Dian registrada en los apli-
cativos de cobro de la entidad con corte a 31 de 
diciembre de 2024 es de: $50.443.417.475.926” 
de los cuales la cartera que tiene una mayor 
probabilidad de recaudo es de 13.5 billones de 
pesos.

Es decir, sólo con el recaudo de la carte-
ra que se denomina gestionable, podrían cu-
brirse los 12 billones del aplazamiento pre-
supuestal decretado en enero de 2025. Esto 
desde luego no es fácil y requiere de audacia 
y apertura por parte de la Dian para lo cual, 
entre otras cosas, se deberían implementar al-
gunas medidas que aunque no requieren ran-
go legal, se podrían introducir para eliminar la 
barrera que han puesto algunos funcionarios. 

ESTÁ DEMOSTRADO 
QUE EL RÉGIMEN 
SIMPLE HA SIDO 
EXITOSO Y DEBERÍA 
FORTALECERSE 
EN UN EVENTUAL 
PROYECTO DE 
LEY MEDIANTE 
LA CLARIDAD EN 
SU APLICACIÓN 
E INCLUSO UNA 
AMPLIACIÓN 
PARA QUE MÁS 
CONTRIBUYENTES 
SE PUEDAN 
BENEFICIAR.
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Estas medidas podrían ser, entre otras:
i)	 Admisión de nuevos canales 
de recaudo en complemento de las 
entidades autorizadas de recaudo. 
Se debe reconocer que hoy existen 
múltiples actores en el sector financiero, 
que cumpliendo con estándares 
establecidos por la Superintendencia 
Financiera, llegan a  poblaciones que no 
alcanzan los canales tradicionales. 
ii)	 Apertura de la posibilidad de que 
los contribuyentes, a cambio de tener 
medios de pago adicionales accesibles2  
y/o que les generen menores intereses 
que los moratorios establecidos por el 
Estatuto Tributario, puedan pagar un 
fee adicional para acceder a ellos. Esto 
no implica el cobro para el ciudadano 
que quiera pagar impuestos, lo que 
implica es que, como en los peajes, si se 
quiere pasar por una línea diferente y 
más rápido se pueda hacer a cambio de 
un fee justo y razonable.
iii)	 Aperturas de líneas de crédito 
con el sector financiero y que estén 
coordinadas con la Dian para que 
los contribuyentes puedan pagar sus 
obligaciones en mora.
iv)	 Simplificación del procedimiento 

de facilidades de pago. Solo para 
poner un ejemplo de la ineficiencia 
del sistema de facilidades de pago, en 
una reciente experiencia profesional, 
a cambio de suscribir una facilidad de 
pago, se ofreció a la Dian una garantía 
de saldos a favor que se tramitaba 
para otra sociedad. La Dian, por un 
tecnicismo no aceptó la facilidad de 
pago, lo que implicó que una vez se 
liberó el saldo a favor con el que se 
hubiera podido pagar a la Dian, la 
entidad no pudiera contar con esos 
recursos. 

Reducción transitoria de sanciones e 
intereses

Las últimas reformas tributarias han in-
cluido mecanismos que reducen de forma 
transitoria las sanciones y los intereses en pro 
del pago de ciertas obligaciones. Esto cierta-
mente erosiona la confianza en el sistema y 
especialmente en la cultura tributaria. Cada 
vez menos debería aceptar el país una medida 
en este sentido.

No obstante, en 2024 el crecimiento de la 
cartera fue exagerado. Solo la cartera gestio-
nable paso de 11,8 en 2023 a 13,5 en 2024, es 
decir, un aumento de cerca del 15 % que se ex-

❯❯ Cualquier iniciativa 
debería ir acompañada 
de una estrategia 
pedagógica clara que 
permita explicar a la 
ciudadanía el sentido 
de los ajustes y los 
beneficios esperados.

2.	 El pago de impuestos con tarjetas de crédito emitidas por bancos del exterior no es posible, por ejemplo.
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plica por diferentes motivos pero que parecen 
ser extraordinarios.

De esta manera, encontrando una justifi-
cación adecuada que garantice la constitucio-
nalidad de la medida, podrían ser una buena 
vía de recaudo de cartera como históricamen-
te se ha demostrado.

Masificación y uso eficiente 
de la factura electrónica
En principio, una medida en este sentido no 
requiere de ninguna modificación legal. En el 
año 2021, dejamos los mecanismos que for-
talecieron el sistema de factura electrónica 
y en el presente Gobierno se dieron algunos 
pasos importantes en vía a la masificación. Es 
gratificante ver, como ya es costumbre, que se 
ofrezca la factura electrónica en un buen nú-
mero de comercios.

No obstante, la Dian debe enfocar sus es-
fuerzos hacia el uso intensivo de esta informa-
ción para combatir a gran escala la evasión y la 
elusión y no para amedrentar a profesionales 
que, como los médicos, ni siquiera son respon-
sables del IVA.

En esta medida, en una posible reforma tri-
butaria convendría, entre otras cosas, generar 
a las personas naturales un incentivo para soli-
citar la factura electrónica mayor al que otorgó 
la Ley 2277 de 2022.

Se debería ordenar el fortalecimiento de 
la Dirección de Gestión de Analítica para que 
proporcione insumos a las direcciones de fis-
calización e impuestos de la Dian. Esto se de-
bería hacer mediante la eficiencia de la planta 
actual de la Dian. Es bien conocido el impor-
tante incremento de la planta de la entidad sin 
que los resultados respalden esa gestión.

Determinación del impuesto 
sobre la renta 
La Ley 2277 de 2022 introdujo el artículo 
719-3 del Estatuto Tributario sobre la autori-
zación a la Dian para emitir la factura como 
mecanismo de determinación oficial del im-
puesto de renta. Este mecanismo ya había 
sido introducido por la Ley 2155 de 2021, 
sin embargo, se consideró que era necesario 
perfeccionarlo.

Pues bien, no solo no se perfeccionó sino 
que no se ha aplicado. Evidentemente, se es-
tablecieron talanqueras en la Ley 2277 de 
2022 que harán ineficiente este mecanismo. 
Una propuesta legislativa debería ajustarlo de 
manera que, respetando los derechos de los 
contribuyentes, se haga realmente expedito 
y eficiente. Necesitamos dejar atrás las ideas 
tradicionales del derecho tributario que con la 
excusa de respetar los derechos de los contri-
buyentes atan el actuar de la Dian. Obviamen-
te no se propone el menoscabo de los derechos 
de los ciudadanos, pues se deben garantizar, 
pero esto no debe ser excluyente con la eficien-
cia de la administración tributaria.

Fortalecer el régimen simple 
de tributación
Según un estudio realizado por Asomicrofi-
nanzas en el año 2024 y entregado al Congreso 
de la República en el marco del estudio de la 
Ley de Financiamiento, a julio de 2024, el Régi-
men Simple tenía los siguientes resultados:

• Total de inscritos desde el 2019: 
157.239.

• Contribuyentes que se han retirado 
del RST: 23.849.

• Nuevos contribuyentes acumula-
do (que no tenían RUT antes de 
optar por el RST): 45 % del total de 
inscritos.

Una posible reforma podría ser una excelente oportunidad 
para encausar las relaciones del ejecutivo con el legislativo, 
para avanzar hacia un país que no solo garantice estabilidad 
macroeconómica, sino que también asegure dignidad, 
inclusión y oportunidades para todos.  ❯
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• Inscritos en el RST, según contribu-
yente: 60 % personas jurídicas y 40 % 
personas naturales.

• Departamentos con inscritos en el 
RST: 32.

• Municipios con contribuyentes del 
RST: 1.028.

• Recaudo total por lo corrido del año 
2024: 1.8 billones de pesos.

• Valor recaudado para municipios 
por lo corrido del año 2024: 203 mil 
millones de pesos.

El mismo estudio señaló que, en prome-
dio, en el Régimen Simple la Dian recauda 
más que en el Régimen Ordinario, lo que in-
dica altos niveles de evasión y elusión en el 
sistema ordinario.

Está demostrado que el Ré-
gimen Simple ha sido exito-
so y debería fortalecerse 
en un eventual pro-
yecto de ley mediante 
la claridad en su apli-
cación e incluso una 
ampliación para que 
más contribuyentes 
se puedan beneficiar.

Revisión y priorización del gasto
Una posible reforma debería incluir la revi-
sión y priorización del gasto social, la elimi-
nación de duplicidades institucionales, el 
fortalecimiento del control interno y externo 
y la adopción de herramientas tecnológicas 
para mejorar la trazabilidad y evaluación del 
gasto. En esta línea, iniciativas como el pre-
supuesto por resultados y el uso del Regis-
tro Universal de Ingresos creado por el Plan 
Nacional de Desarrollo para focalización de 
la oferta social, pueden ser mecanismos va-
liosos.

Una reforma tributaria no puede conce-
birse de manera aislada, esto es, debe estar  
necesariamente acompañada por una refor-
ma profunda del gasto público. La legitimi-
dad del sistema fiscal no solo se sustenta en 
la manera como se recauda sino también en 
cómo se utilizan los recursos públicos. En 
este sentido, resulta indispensable que el 
esfuerzo contributivo de los ciudadanos se 
traduzca en una mejora tangible de sus con-
diciones de vida, una distribución más equi-
tativa de la riqueza y una renovada confian-
za en la capacidad del Estado para cumplir 
con sus funciones esenciales. EC

UNA REFORMA 
TRIBUTARIA 
NO PUEDE 
CONCEBIRSE 
DE MANERA 
AISLADA, ESTO 
ES, DEBE ESTAR  
NECESARIAMENTE 
ACOMPAÑADA POR 
UNA REFORMA 
PROFUNDA DEL 
GASTO PÚBLICO.
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EFICIENCIA FISCAL

PARA GARANTIZAR LA ESTABILIDAD ECONÓ-
MICA DE UN PAÍS debe existir un buen funcio-
namiento del sistema fiscal. En el caso colom-
biano, el recaudo de impuestos es la fuente 
más importante en términos de financia-
miento para los gastos en proyectos públicos, 
desarrollo en infraestructura, funcionamien-
to, programas sociales, etc. Pese a la relevan-
cia del mismo, según los Informes de Gestión 
Dian para 2023 y 2024, no se alcanzaron los 
montos presupuestados. Para 2023 se espera-
ba un recaudo bruto de $290.06 billones y el 
recaudo fue de $279.4 billones, para un cum-
plimiento del 96,3 % del total presupuestado. 
Del mismo modo, para 2024 lo recaudado fue 
de $267.2 billones frente a los $279.4 billones 
que era el estimado para recaudar, con un 
cumplimiento del 95,6 %.

Si bien el porcentaje de recaudo en cada 
año superó el umbral del 95 % respecto a su 
meta, dejó un problema a la luz y es el des-
financiamiento que puede ocasionar para el 

Aunque estos descubrimientos proporcionan una orientación precisa para 
perfeccionar la política fiscal, su aplicación debe tener en cuenta elementos 

extra como la elasticidad de la base gravable y la percepción de los 
contribuyentes acerca de la equidad y eficacia del sistema.

LA TASA ÓPTIMA DEL 
IMPUESTO DE RENTA

Gobierno Nacional al no contar con los apro-
ximadamente 10.6 y 12.2 billones presupues-
tados en cada año mencionado. Esto repre-
senta un gran problema cuando se analizan 
las cifras de déficit fiscal. En 2024 este dato se 
ubicó en 6,8 %, siendo el déficit fiscal más alto 
en la historia superado únicamente por el 7,8 
% del 2020 y el 7 % en 2021.

¿Qué quiere decir esto? Que el gasto pú-
blico seguirá su senda expansiva y, para ello, 
es necesario poder cumplir con las metas de 
recaudo bruto establecidas por la Dian para 
evitar el incremento del déficit. Según esto, es 
necesario preguntarse: 

¿El problema surge por la asignación de 
las tarifas de tributación? ¿La tarifa permite 
que se recaude lo óptimo? Para poder respon-
der acudimos a la curva de Laffer que será la 
mejor herramienta a la hora de determinar 
los óptimos de tributación.

La curva de Laffer es un modelo económi-
co que busca una relación entre tipos imposi-

ROBERT SANTIAGO 
PINEDA VILLAVISAN

PRESIDENTE 
DE FENADECO 

CAMILO ANDRÉS 
MOSQUERA ROJAS

DIRECTOR FINANCIERO 
NACIONAL DE FENADECO
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tivos y la recaudación fiscal. Muchas veces se 
tiene la creencia de que “a mayor recaudo, ma-
yor dinero”, sin embargo, esto no es del todo 
cierto. Si se cobra una tarifa de tributación 
del 100 %, claramente, cesaría la producción 
debido a que no hay incentivos para seguirlo 
haciendo; todo se recauda. Por el contrario, si 
se establece una tarifa del 0 %, el Gobierno no 
obtendría ningún recaudo por lo que, claro 
está, sería totalmente ineficiente realizar di-
cha asignación e implementación de tributo. 

Precisamente la curva de Laffer halla 
aquellas tarifas óptimas que maximizan el re-
caudo tributario y brindan escenarios adicio-
nales donde se evidencia cómo sería el recau-
do bajo distintas asignaciones de tales tarifas.

El impuesto de renta y complementarios 
para 2023, representa el 52,7 % del recaudo 
anual de todos los tributos administrados por 
la Dian, es decir, más de la mitad del recau-
do proviene netamente de un solo impuesto. 
Esto es muy importante porque, según los 

informes de gestión de la Dian para dicha fe-
cha, el impuesto de renta y complementarios 
logró el cumplimiento del 96,6 %, lo cual deja 
$5.2 billones por fuera de los planes del Presu-
puesto General de la Nación. Por lo anterior, 
se elaborará un modelo econométrico según 
la metodología de Hsing, Y (1996) en Estima-
ting the Laffer Curve and policy implications 
que permita construir dichas curvas de Laffer 
para saber cuánto es lo máximo que se pue-
de recaudar por medio del impuesto de renta 
y complementarios, cómo lograr acortar el 
déficit existente y cómo alcanzar la meta de 
recaudo bruto.

El modelo
Para la construcción del modelo se emplearon 
datos que abarcan un periodo significativo, 
desde el año 1980 hasta el 2023. En primer lu-
gar, se estableció un criterio fundamental para 
la selección de la población a tener en cuenta, 
pues se utilizó el supuesto de que las personas 

❯❯ Una estrategia 
holística que 
complemente 
este ajuste con 
mecanismos 
de control y 
simplificación 
del sistema fiscal 
aseguraría un 
incremento en 
el cumplimiento 
y eficacia en el 
recaudo.
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El impuesto de renta y complementarios para 2023, 
representa el 52,7 % del recaudo anual de todos los tributos 
administrados por la Dian, es decir, más de la mitad del 
recaudo proviene netamente de un solo impuesto.❯

mayores de 25 años son las que contribuyen al 
sistema tributario. Por consiguiente, el análisis 
se centró exclusivamente en este segmento de-
mográfico. Además, se contó con información 
detallada tanto sobre los impuestos recauda-
dos como sobre el PIB, ambos expresados en 
términos de miles de millones de unidades 
monetarias. En concordancia con esta unidad 
de medida, la variable de población también se 
presenta en los mismos valores. 

Es importante destacar que los datos rela-
tivos al PIB fueron obtenidos de las bases de 
datos del Banco Mundial, dada la longevidad 
y fiabilidad de sus registros. Adicionalmente, 
para asegurar la comparabilidad de los valo-
res a lo largo del tiempo, se realizó un proceso 

Fuente:Elaborado por los autores con datos de la Diany Banco Mundial.

GRÁFICO 1. 
RECAUDO TRIBUTARIO REAL PER CÁPITA

GRÁFICO 2. 
TASA IMPOSITIVA (% DEL PIB NOMINAL)

de deflactación, utilizando los precios del año 
2023 como año base para este ajuste.

Los primeros pasos metodológicos para 
alcanzar el objetivo propuesto implican la 
graficación y el análisis del logaritmo del re-
caudo tributario real (LITR), la tasa impositi-
va (T) expresada como porcentaje del PIB no-
minal y la tasa impositiva elevada al cuadrado 
(T2). Este análisis preliminar reviste una im-
portancia crucial, ya que permite realizar una 
validación inicial de la correcta construcción 
de los datos. La visualización gráfica de estas 
variables busca evidenciar tendencias y esca-
las similares, lo cual es un indicio de la cohe-
rencia de la información utilizada, tal como se 
ilustra en los gráficos 1 y 2.
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Una vez construidas las variables y com-
pletado el análisis inicial, se procedió a la 
realización de una serie de regresiones eco-
nométricas. El propósito principal de estas 
regresiones fue confirmar la calidad de los 
datos seleccionados, con el fin de evitar la 
identificación de relaciones falsas entre las 
variables durante el desarrollo del ejercicio. 

Las regresiones implementadas, junto 
con sus correspondientes pruebas de diag-
nóstico (incluyendo la verificación de coin-
tegración, endogeneidad, autocorrelación, 
entre otras), se llevaron a cabo siguiendo la 
metodología empleada por Héctor Bejarano 
(2013) en su escrito “Tributación en Colom-
bia: La tasa óptima que maximiza el recau-
do tributario”.

Tras la exhaustiva aplicación de las prue-
bas y análisis mencionados previamente, se 
tomó la decisión de emplear tres tipos distin-
tos de regresiones como lo recomiendan Juan 
Pablo Herrera Saavedra, Juan Camilo Villar 
Otálora y Jacobo Campo Robledo en Tribu-
tación en Colombia: aproximación teórica 
y empírica de la curva de Laffer (2022); OLS 
(Mínimos Cuadrados Ordinarios), FMOLS 
(Mínimos Cuadrados Ordinarios Modifica-
dos) y DOLS (Mínimos Cuadrados Ordinarios 
Dinámicos). 

Fuente:Elaborado por los autores

GRÁFICO 3.
RELACIÓN DE EQUILIBRIO DE LARGO PLAZO
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❯❯ Un sistema tributario más claro y 
equitativo facilita el cumplimiento.
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Se procedió a la maximización de la ecua-

ción cuadrática utilizando la proporción             , 
lo que permitió determinar que la tasa impo-
sitiva óptima, expresada como porcentaje del 
PIB, que maximiza el nivel de recaudo fiscal 
per cápita, se sitúa en el 14,43 %. Dado que 
los tres tipos de regresión aplicados arrojaron 
resultados numéricos cercanos, se consideró 
oportuno realizar una representación gráfica 
comparativa de los mismos con el objetivo de 
identificar el método que presenta la menor 
volatilidad y, por ende, el resultado más confia-
ble. Finalmente, con el siguiente modelo cons-
truido se crea la curva de Laffer. (Gráfico 4).

Fuente: Elaborado por los autores

DOLS
 Estimate Std.Err t value Pr(|t|>0)

deter 11,49516 0,27577 41,6840 < 2.2e-16

x.T_IMP 71,97289 11,54036 6,2366 1,993E-07

x.T2_IMP -249,2777 118,61617 -2,1015 0,04178

Fuente: Cálculos de los autores

LITR: logaritmo del recaudo tributario real 		
T: Tasa impositiva 				  
T2: Tasa impositiva elevada al cuadrado	

CUADRO 1. 
RESULTADOS DE LA REGRESIÓN

GRÁFICO 4. 
CURVA DE LAFFER PARA EL IMPUESTO DE RENTA Y COMPLEMENTARIOS EN 2023

La elección de estas metodologías se fun-
damentó en su capacidad demostrada para 
preservar la significancia estadística de los 
datos y, al mismo tiempo, corregir de manera 
efectiva los supuestos econométricos subya-
centes. (Gráfico 3). Posteriormente, se optó por 
el método DOLS, ya que demostró ser el que 
exhibía la menor variabilidad de los errores 
entre los tres modelos estadísticos evaluados. 
(Cuadro 1).
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Conclusiones y recomendaciones
Según los resultados obtenidos bajo el mode-
lo DOLS (Mínimos Cuadrados Dinámicos), 
la tasa óptima que maximiza el recaudo del 
impuesto de renta y complementarios es del 
14,43 %. Este resultado es clave para que haya 
una mejora en términos de eficiencia en el sis-
tema tributario en pro de disminuir el margen 
existente entre la meta de recaudación defini-
da por el GNC y lo recaudado según la Dian.

La metodología planteada por Héctor Be-
jarano (2013) mostró en su implementación 
que Colombia puede hallar una tarifa única 
sin segmentar por persona natural y persona 
jurídica, incluida la diferenciación.

Aunque estos descubrimientos proporcio-
nan una orientación precisa para perfeccio-
nar la política fiscal, su aplicación debe tener 
en cuenta elementos extra como la elastici-
dad de la base gravable y la percepción de los 
contribuyentes acerca de la equidad y efica-
cia del sistema. Una estrategia holística que 
complemente este ajuste con mecanismos 
de control y simplificación del sistema fiscal 
aseguraría un incremento en el cumplimiento 
y eficacia en el recaudo, posibilitando que el 
Estado disponga de los recursos requeridos 
para asegurar el crecimiento económico y so-
cial del país. EC
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❯❯ Cuando los ciudadanos ven el uso 
efectivo de los impuestos, aumenta 
su disposición a cumplir.
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AL TERCER INGRESO AL MINISTERIO DE HA-
CIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, ya con el rango 
de ministro, designado por el presidente Carlos 
Lleras Restrepo el mismo día de su asunción 
del mando, descubrí el fenómeno que la Cepal 
denominaría crisis de estrangulamiento exte-
rior. Hasta ese momento se la había disfraza-
do con hábiles ropajes y se habían mitigado 
sus manifestaciones con crédito externo. Por 
aquella época no se pensaba que los países 
pudieran quebrarse, conforme se ha observado 
en el accidentado y disparejo itinerario de la 
Unión Europea. En secreto se había conseguido mantener 
la anomalía inquietante de las reservas monetarias inter-

Abdón Espinosa Valderrama asumió las riendas 
del Ministerio de Hacienda en dos momentos críticos de la economía 
colombiana: la crisis cambiaria bajo el gobierno de Lleras Restrepo y 

la bonanza cafetera en el de López Michelsen. 
En ambos casos, su manejo estratégico de las finanzas públicas 

evitó el colapso y la hiperinflación, sentando las bases 
para una economía más sólida y resiliente. 

EL ENTORNO INTERNACIONAL luce sombrío ante las po-
sibilidades de una desaceleración en Europa, Estados 
Unidos y Ch

ABDÓN ESPINOSA 
VALDERRAMA ()
ABOGADO Y ECONOMISTA

nacionales negativas por valor de 130 millones 
de dólares, suma en que los pasivos superaban 
a los activos. Sin contar 102 millones que la 
Federación Nacional de Cafeteros había con-
traído en préstamo y transferido al Banco de la 
República, agotadas como estaban sus propias 
líneas de crédito y cerrada la posibilidad de su 
renovación. 
De haberse filtrado al público semejante adver-
sidad, habría sobrevenido ruinosa fuga de ca-
pitales y el tipo de cambio se habría disparado. 
Era riesgo permanente que no habría de cesar 

sino dando sorpresivo y fuerte viraje a la situación, brasa 
que quemaba las manos.  

CRISIS, BONANZA Y CONTROL: 

LAS CLAVES 
ECONÓMICAS

DEL MANEJO 
ESPINOSA VALDERRAMA

1.	 *Adaptación del discurso de Abdón Espinosa Valderrama en la Academia Colombiana de Ciencias Económicas el 26 de 
Septiembre de 2013.
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DOS CARACTERÍSTICAS PARTICULARES TUVO LA MISIÓN DE DES-
CENTRALIZACIÓN  respecto de las ya tradicionales misiones que se 
han desarrollado sobr

El país venía recibiendo un préstamo de programa de 
la AID con desembolsos subordinados a la luz verde del 
Fondo Monetario Internacional que, a su turno,  había 
otorgado un crédito de contingencia con desembolsos 
graduales. 

Las gestiones iniciales estuvieron orientadas al man-
tenimiento  o la renovación de esos préstamos. Con fran-
queza advertimos al consejero del presidente Johnson, 
Sam Eaton, que de lo contrario nos veríamos obligados a 
someter todo a controles. Con asombro recibió la preven-
ción, pero estoy seguro de que no le reconoció viabilidad 
ni verosimilitud. 

Al primer emisario del FMI, señor Zassenhaus, le ex-
pusimos por qué diferíamos de sus criterios para la carta 
de intención, requisito ineludible de un nuevo crédito de 
contingencia y de su visto bueno para los préstamos de la 
banca internacional al Banco de la República.  

Nada valieron nuestras reflexiones y alegaciones. Has-

ta el extremo de que otro emisario del FMI planteara el 
tajante y simplista dilema de devaluación inmediata o 
bloqueo de los créditos externos. Varias veces he relatado 
que le ofrecí responder en la mañana del día siguiente, en 
cuanto comunicara y sometiera a juicio del Jefe del Estado 
la perentoria notificación. El problema era de magnitud 
inusitada.  

Dado el apremio y previa deliberación y opinión uná-
nime del Consejo de Ministros, coincidente en el rechazo 
de tal exigencia, en la madrugada siguiente se expidieron 
los decretos de establecimiento del control de cambios e 
importaciones, valiéndose de las facultades del artículo 
121 de la Constitución, por ser caso apremiante de orden 
público. Entonces pudimos respirar tranquilos quienes 
teníamos la responsabilidad del manejo de los factores en 
crisis.   

En realidad, el problema se venía gestando en el curso 
de los últimos años a través del declinar crónico del ingre-



ECONOMÍA COLOMBIANA ☛ REVISTA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

112

A
R

C
H

IV
O

S
  
❯

  
 M

E
M

O
R

IA
S

 D
E

 L
A

 H
IS

T
O

R
IA

 E
C

O
N

Ó
M

IC
A

 D
E

 C
O

L
O

M
B

IA

so externo por habitante. Condicionada  la economía 
colombiana a la suerte del café, era inevitable que las 
necesidades crecientes de una población igualmente 
creciente no pudieran satisfacerse, primordialmente y 
de modo indefinido, con los limitados recursos de cam-
bio exterior generados por el cultivo y venta del grano.  

Su larga y fecunda historia se encontraba, como hoy, 
plena de aportes a Colombia, empezando por su civili-
zación de vertiente, su creación de empleo y su estruc-
tura democrática. Pero no estaba ya en capacidad de 
soportar el compromiso de garantizar al desarrollo del 
país el elemento imprescindible para el funcionamiento 
de los mecanismos de su intercambio internacional: di-
visas en monto suficiente.   

Mientras tanto, la nación se refugiaba en la susti-
tución de importaciones que  tarde o temprano habría 
de estallar. En los primeros tiempos era fácil restringir 
las de los artículos suntuarios, pero luego se fue ex-
tendiendo hasta los límites intraspasables de los ne-
cesarios para el proceso de desarrollo y acercándose 
al peligro de afectar incluso materias primas y bienes 
de capital. Fue un modelo temporal, desprovisto, por 
su misma naturaleza, de la capacidad de contribuir sin 
término al desarrollo, en la magnitud debida y al ritmo 
indispensable.  

Era menester, era inaplazable promover resueltamen-
te el desarrollo hacia afuera, diversificar las exportaciones 
y crear organismos aptos para impulsarlas. Así lo hizo el 
Decreto 444 del 22 de Marzo de l967, expedido en uso de 
facultades extraordinarias, otorgadas por el Congreso. A 
partir de allí y hasta el fin de su vigencia cumplió  sus ob-
jetivos y liberó al país de la absoluta  dependencia del café, 
en trance de tornarse asfixiante.

Reconstrucción de las reservas monetarias 
internacionales
La extinción de las reservas netas internacionales y su 
conversión en negativas habían dejado al país financiera-
mente desguarnecido y expuesto a arbitrarias imposicio-
nes. A falta de este atributo indispensable de la sobera-
nía nacional, no resultaba difícil cerrarles los créditos al 
Banco de la República y a todos los demás. Para el giro 
ordinario del comercio exterior se echaba de menos ese 
respaldo a las obligaciones financieras relacionadas con 
las importaciones y aún las exportaciones. La extrema 
vulnerabilidad lo exponía a toda clase de riesgos y abusos. 

No fue fácil reconstruirlas, entre otras cosas porque se 
debía emitir para comprar las divisas. Aun así, se preser-
vó la estabilidad monetaria y se impulsó  el crecimiento 
económico a la tasa anual del seis por ciento. Además, se 

❯❯ La Reforma Administrativa 
de 1968 impulsada durante 
el gobierno de Carlos 
Lleras Restrepo, fue una 
transformación profunda en 
la estructura del Estado para 
modernizar y hacer más eficiente 
la administración pública.
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tropezaba con la resistencia enconada de los organismos 
financieros internacionales que otorgaban créditos en 
condiciones favorables.  

Una anécdota personal explica e ilustra esta actitud. 
Hallándome en Washington en cuestiones oficiales de mi 
cargo, me hizo llamar el Subsecretario de Estado del pre-
sidente Johnson, también tejano, para que lo visitara en 
su despacho a la insólita hora de las once de la noche. En 
efecto, allí estuve puntalmente. Sin rodeos me manifestó 
que había tomado la iniciativa de este encuentro para pre-
guntarme cuál era la razón de que nos empeñáramos en 
acumular reservas monetarias internacionales. Espontá-
nea y cortésmente le respondí: para no depender de usted. 

Preso de la ira se puso en pie, seguidamente se sere-
nó y me pidió que volviéramos a la calma, por mi parte en 
ningún momento perdida. En la hipótesis de que el inte-
rrogante impertinente hubiera obedecido a la sospecha de 
que estuviéramos tomando, con ese fin, recursos del prés-
tamo de programa, le precisé que utilizábamos solamente 
fondos repatriados y ahorros de operación. Lo cierto es 
que con la Administración del presidente Jhonson tuvimos 
serias dificultades por el designio imperialista que le había 
infundido a la Alianza para el Progreso y a los préstamos 
de programa.  

El éxito de la repatriación de capitales fue clave para 
superar  el estrangulamiento económico. El director-ge-
rente del Fondo Monetario Internacional, Pierre Paul 
Schwitzer, la consideraba factor decisivo en el éxito del 
régimen de cambios internacionales, de cuyos resultados 
había sido muy escéptico. Recordaba el fracaso anterior de 
Chile en un intento de operación semejante y preguntaba 
cuál pudo ser el móvil determinante de la respuesta de los 
poseedores de dichos fondos: el patriotismo le respondi-
mos, único factor  que creyó verosímil y operante.  

Con nuestro régimen cambiario y de comercio exterior 
acabó reconciliándose, hasta el punto de que sus delega-
dos lo recomendaran al Perú, si manejaban lo fiscal con el 
mismo rigor de los colombianos. El presidente Beláunde 
Terry vaciló y pocos días después se precipitó su caída. 

Contra el ímpetu inflacionario
Siete años después, ante otra cara de la medalla, no ya de 
crisis sino de bonanza, el presidente Alfonso López Miche-
lsen, en medio de fluida charla, tuvo a bien preguntarse 
qué haría para frenar una inflación impetuosa. Le repuse 
que obraría sobre las causas como lo hiciera Colombia en 
la Segunda Guerra Mundial y congelaría algunos precios 
neurálgicos. El 26 de diciembre de 1976 volví, por cuarta 
vez, al Ministerio de Hacienda, hasta cumplir el objetivo 
propuesto. 

Apertura hacia adentro
Toda esta historia de esfuerzos por remover los obstácu-
los al desarrollo e imprimirle estable y acelerado ritmo, 

no menor del 6 % anual, terminó interrumpiéndose 
estrepitosamente con la adopción del Consenso de 
Washington, en cuanto sus términos vinieron a condi-
cionar el otorgamiento de empréstitos internacionales, 
dentro de una concepción estrictamente ceñida a las 
pautas impuestas por el presidente estadounidense 
Roland Reagan y la primera ministra británica Marga-
ret Thatcher.  

En efecto, se impuso y se aceptó el desmantela-
miento de las redes de apoyo a los artículos suscepti-
bles de exportarse, sin perjuicio de que Estados Uni-
dos preservara las suyas. Los organismos de asistencia 
técnica y financiera a la agricultura colombiana fueron 
eliminados. Como también los que contribuían  a la re-
gulación de las cosechas y al almacenamiento en  silos 
adecuados de los excedentes. La repercusión fue inme-
diata: baja drástica del área sembrada.  

Simbólicamente, se suprimió el Fondo de Fomento 
Industrial, fundado para ver de mitigar las restricciones 
de la guerra mundial e imprimir estímulo congruente 
a una acelerada etapa de industrialización. Entre otras, 
desaparecieron las fábricas metalmecánicas que te-
nían de materia prima el hierro y el acero de la Siderúr-
gica de Paz del Río y funcionaban en el valle de Girón. 
No pocas emigraron a Venezuela.  

No fue la primera vez que el departamento de San-
tander y el país sufrieran este género de aflicciones. 
Como sombra aciaga, en la memoria colectiva reapare-
ce la figura presuntuosa del primer gran librecambista, 
don Florentino González, oriundo de esa región y en 
su juventud escudero político del general Francisco de 
Paula Santander, quien provocara la ruina de 1848 de 
la próspera manufactura del oriente de Colombia y su 
foco principal en el Socorro.  

El argumento fue la división del trabajo internacio-
nal, a cuya luz tan solo correspondía a nuestros pue-
blos atrasados cultivar y extraer materias primas o co-
sechar frutos de pan coger, en tanto se reservaba a las 
naciones desarrolladas, esencialmente europeas y, en 
particular, Gran Bretaña, elaborar aquellas y producir 
bienes industriales. En nuestro tiempo y en plena glo-
balización, el arma letal ha sido la amenaza de suspen-
sión o la manipulación de los créditos internacionales. 

Riesgos del automatismo de los mercados
Nunca he creído en el automatismo de los mercados. 
La ruptura de la burbuja inmobiliaria en Estados Uni-
dos demostró, una vez más, sus flaquezas y peligros, 
más aún sus deformaciones, desviaciones y tergiversa-
ciones por el desenfreno de la codicia que, a falta de 
regulaciones preventivas, lleva a terribles crisis y acaba 
dejando su solución o su alivio a cargo del Estado, al 
cual toca reponer y componer los trastos rotos y ver de 
reanimar los órganos paralizados o deformados”.EC
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114 TECNO-FEUDALISMO / YANIS VAROUFAKIS /
DEUSTO, GRUPO PLANETA / 2024.  

La economista Mariana Mazzucato escribió sobre las “rentas 
algorítmicas” en 2018, pero el concepto de “tecnofeudalismo” 
se infiltró en los medios y en la conversación del público 
en general a partir del más reciente libro del economista y 
exministro griego Yanis Varoufakis (Planeta, 2024). En este, 
el autor declara que el tecnofeudalismo es el nuevo sucesor 
del capitalismo y que domina todas las organizaciones 
mundiales de poder, comercio y gobierno. Además, asegura 
que quienes describen este sistema como “capitalismo de 
plataformas” o “hipercapitalismo” pasan por alto la magnitud 
de la transformación. Al llamarlo tecno-feudalismo, Varoufakis 
subraya que el sistema ha cambiado profundamente, pues la 
renta ha triunfado sobre el beneficio y los mercados, pilares 
del capitalismo tradicional.

Este nuevo sistema aumentaría la explotación, y el 
capitalismo tradicional sería víctima de los “nubelistas”: 
nuevos ultrarricos dueños del capital en la nube, que se 
apropian de rentas desplazando al beneficio como generador 
de riqueza. Es un retorno a la lógica feudal, en la que el 
señor vivía de las rentas que pagaban los campesinos por 

LECTURA RECOMENDADA
BEETHOVEN HERRERA VALENCIA1

1.	 Profesor Emérito de la Universidad Nacional y de las universidades Javeriana, Magdalena y Prime Business School. Asesor externo 
de la Contraloría Delegada para Economía y Finanzas.

❯❯ Yanis 
Varoufakis

el uso de sus tierras. 
En el capitalismo, en 
cambio, el beneficio 
crece con la inversión 
y la innovación. El 
capitalismo se impuso 
al feudalismo cuando 
el beneficio superó a la 
renta, y el trabajo y los 
derechos de propiedad 
se convirtieron en 
mercancías.

Según Varoufakis, 
la renta sobrevivió 
a través de la renta 
financiera —acciones, 

bienes raíces— 
o la renta del 
suelo, presente 
en los ingresos 
por arrendar 
una propiedad. 
La renta 
monopólica aparece cuando la competencia es nula o escasa, 
y el vendedor puede cobrar un precio superior al valor de 
cambio gracias al poder que ostenta. La aparición del capital 
en la nube —los nubelistas— en el siglo XXI permitió el 
regreso de la renta.

Como ejemplo, el autor menciona a Apple, una tecnológica 
que se beneficia de una renta de marca consolidada. 
Instala sus sistemas operativos en dispositivos móviles y 
ordenadores personales, pero para realizar descargas o 
compras a través de la Apple Store se debe pagar un 30 % 
del valor a la plataforma, generando así un nuevo tipo de 
renta.

La renta digital es un nuevo feudo cuyos súbditos son los 
programadores, quienes deben pagar una renta en la nube. 
En el caso de Google, parte del conglomerado Alphabet, se 
desarrolló un modelo de renta a través del sistema operativo 
Android. El resultado es un mercado duopólico dominado por 
dos corporaciones nubelistas, Apple y Google, cuya riqueza 
proviene de desarrolladores no asalariados que pagan un 
“alquiler” por pertenecer al feudo digital.

A propósito de su tesis, Varoufakis también menciona el 
caso de Amazon, que ha creado su propio feudo en la nube, 
donde cualquier persona puede vender productos a cambio 
de una comisión para la empresa. Sus algoritmos se encargan 
de poner en contacto directo a compradores y vendedores, 
consolidando su poder.

Varoufakis identifica el mismo paradigma en plataformas 
como Uber, Rappi o Mensajeros Urbanos, que han creado 
feudos de conductores, repartidores y limpiadores. Son 
trabajadores sin salario fijo a quienes se les cobra una 
comisión por sus ingresos.
¡Y los tecno-feudalistas pueden desconectar a quien quieran, 
cuando quieran! EC
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8 CARLOS MARIO ZULUAGA,  vicecontralor
ANA ELENA MONSALVO, contralora Delegada Economía y Finanzas Públicas
El sistema tributario colombiano ha experimentado diversas transformaciones a lo largo de las últimas 
décadas, marcadas por reformas fiscales que han impactado la estructura impositiva, la eficiencia 
recaudatoria y el crecimiento económico.

32 HERNANDO ZULETA, decano de la Facultad de Economía de la Universidad de los Andes
La omisión de la dimensión ambiental puede desencadenar en el futuro costos todavía más elevados: 
destrucción de medios de vida, mayores gastos en salud, crisis por migraciones internas, pérdida de 
competitividad agrícola, entre otros. Estos problemas terminan por presionar el presupuesto público y 
amenazan la sostenibilidad fiscal.

50 JAIRO ORLANDO VILLABONA ROBAYO, profesor de la Universidad Nacional de Colombia 
La complejidad del sistema tributario en Colombia genera obstáculos tanto para el cumplimiento de los 
contribuyentes como para la administración fiscal, lo que termina afectando el proceso de recaudo y 
reduciendo los recursos que el Estado puede obtener para invertir en el desarrollo del país.

58 MARÍA CLAUDIA LACOUTURE,  presidenta Ejecutiva de AmCham Colombia
La llegada de Donald Trump al poder no debe verse sólo como una amenaza, sino también como una 
coyuntura, que bien gestionada, puede significar oportunidades para Colombia. Se requiere liderazgo, 
visión estratégica y una diplomacia pragmática que permita convertir los desafíos en ventajas 
competitivas.

68 JAVIER DIAZ MOLINA,  presidente Ejecutivo de Analdex
En lugar de expedir nuevas normas se debería liquidar la actual aduana, separándola de impuestos, 
creando una nueva entidad, más cercana a los organismos de seguridad y encargada de controlar las 
fronteras. 

82 GUSTAVO HUMBERTO COTE PEÑA, exdirector general de la Dian 
En los últimos 15 años se han aprobado ocho reformas tributarias. Esta dinámica legislativa tan prolífica 
ha implicado constantes cambios en las reglas de juego y ha originado incertidumbre permanente para 
todos los actores económicos, con grave afectación de los montos recaudados.

www.revistaeconomiacolombiana.com
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